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22 de febrero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Agripino Acosta Gómez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Dr. 
Carlos Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien- 
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cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día primero del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y cinco, "Año del Benefactor de la Patria", años 1129 de la 
Independencia, 929  de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Agripino 
Acosta Gómez, dominicano, mayor de edad, soltero, nego-
ciante, portador de la cédula personal de identidad N° 3206, 
serie 40, sello N° 2150369, contra el ordinal segundo del 
dispositivo de la sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago, de fecha veintidós de febrero del corriente año 
(1955) cuyo dispositivo se copia a continuación: "Primero: 
Reenvía el conocimiento de la causa criminal a cargo del 
acusado Agripino Acosta Gómez, prevenido del crimen de 
abuso de confianza de una suma mayor de Mil Pesos y me-
nor de Cinco Mil, en perjuicio de Antonio Colón Tejeda, 
para una audiencia que se fijará próximamente, en razón 
de no haber comparecido el referido acusado, no obstante 
estar debidamente citado; Segundo: Ordena, la cancelación 
de la fianza prestada por el mencionado acusado par ga-
rantizar su libertad provisional, con motivo de la prisión 
ordenada contra él en virtud de la sentencia dictada por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en fecha veintinueve de; 
mes de Septiembre del año mil novecientos ,cincuenta y 
cuatro; Tercero: Condena al procesado al pago de las cos-
tas de esta instancia"; 

Vista el acta del recurso de apelación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha tres del corriente 
mes de marzo; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 61, párrafo 3, de la Cons- 
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titución; 10 de la Ley sobre Libertad provisional bajo fian-
za; y 130 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que al tenor del artículo 61, inciso 3, 
de la Constitución, corresponde a la Suprema Corte de Jus-
ticia estatuir en último recurso de las causas cuyo conoci-
miento en primera instancia compete a las Cortes de Apela-
ción; que de esta disposición se desprende que si una Cor-
te de Apelación comete un exceso de poder y ,  estatuye ini-
cialmente sobre un asunto sometido al doble grado de ju-
risdicción, y del cual sólo puede conocer en grado de ape-
lación, su sentencia debe reputarse en última instancia y 
no puede, por tanto, ser objeto de un recurso de apelación 
ante la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que el artículo 10, in fine, de la Ley so-
bre Libertad Provisional bajo fianza decide que el venci-
miento de la fianza —si el procesado, sin un motivo legíti-
mo de excusa, estuviese en defecto de presentarse en cual-
quier acto del procedimiento— será declarado a pedimen-
to del ministerio público o de la parte civil por el Presiden-
te de la Corte de Apelación si el proceso se encuentra en 
grado de apelación, y que este fallo será susceptible de al-
zada ante la Corte de Apelación; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, apo-
derada del recurso de apelación interpuesto por el acusado 
Agripino Acosta Gómez contra la sentencia de la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, del veintinueve de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro, que lo condenó a la 
pena de ocho meses de prisión correccional, a la devolución 
de la suma de RD$2,025.00 a la parte civil constituida, y 
al pago de una indemnización de RD$500.00, por el crimen 
de abuso de confianza, ordenó por su sentencia de fecha 
veintidós de febrero del corriente año el reenvío de la cau-
sa, a fin de que se instruyera el procedimiento de la contu• 
macia, por haber comparecido el acusado a la audiencia, 
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cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día primero del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y cinco, "Año del Benefactor de la Patria", años 112° de la 
Independencia, 929  de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Agripino 
Acosta Gómez, dominicano, mayor de edad, soltero, nego-
ciante, portador de la cédula personal de identidad N° 3206, 
serie 40, sello N°  2150369, contra el ordinal segundo del 
dispositivo de la sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago, de fecha veintidós de febrero del corriente año 
(1955) cuyo dispositivo se copia a continuación: "Primero: 
Reenvía el conocimiento de la causa criminal a cargo del 
acusado Agripino Acosta Gómez, prevenido del crimen de 
abuso de confianza de una suma mayor de Mil Pesos y me-
nor de Cinco Mil, en perjuicio de Antonio Colón Tejeda, 
para una audiencia que se fijará próximamente, en razón 
de no haber comparecido el referido acusado, no obstante 
estar debidamente citado; Segundo: Ordena la cancelación 
de la fianza prestada por el mencionado acusado par ga-
rantizar su libertad provisional, con motivo de la prisión 
ordenada contra él en virtud de la sentencia dictada por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en fecha veintinueve de; 
mes de Septiembre del año mil novecientos cincuenta y 
cuatro; Tercero: Condena al procesado al pago de las cos-
tas de esta instancia"; 

Vista el acta del recurso de apelación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha tres del corriente 
mes de marzo; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 61, párrafo 3, de la Cons- 
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Considerando que al tenor del artículo 61, inciso 3, 
de la Constitución, corresponde a la Suprema Corte de Jus-
ticia estatuir en último recurso de las causas cuyo conoci-
miento en primera instancia compete a las Cortes de Apela-
ción; que de esta disposición se desprende que si una Cor-
te de Apelación comete un exceso de poder y ,  estatuye ini-
cialmente sobre un asunto sometido al doble grado de ju-
risdicción, y del cual sólo puede conocer en grado de ape-
lación, su sentencia debe reputarse en última instancia y 
no puede, por tanto, ser objeto de un recurso de apelación 
ante la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que el artículo 10, in fine, de la Ley so-
bre Libertad Provisional bajo fianza decide que el venci-
miento de la fianza —si el procesado, sin un motivo legíti-
mo de excusa, estuviese en defecto de presentarse en cual-
quier acto del procedimiento— será declarado a pedimen-
to del ministerio público o de la parte civil por el Presiden-
te de la Corte de Apelación si el proceso se encuentra en 
grado de apelación, y que este fallo será susceptible de al-
zada ante la Corte de Apelación; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, apo-
derada del recurso de apelación interpuesto por el acusado 
Agripino Acosta Gómez contra la sentencia de la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, del veintinueve de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro, que lo condenó a la 
pena de ocho meses de prisión correccional, a la devolución 
de la suma de RD$2,025.00 a la parte civil constituida, y 
al pago de una indemnización de RD$500.00, por el crimen 
de abuso de confianza, ordenó por su sentencia de fecha 
veintidós de febrero del corriente año el reenvío de la cae- 
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no obstante haber sido legalmente citado, y por el mismo 
fallo dispuso, previo requerimiento del ministerio público, 
y de acuerdo con el artículo 10 de la Ley sobre Libertad 
Provisional bajo fianza, la cancelación de la fianza de RD$ 
10,000.00 prestada por la compañía de seguros la San Ra-
fael C. por A., para que dicho acusado obtuviera su liber-
tad provisional; 

Considerando que, en tales condiciones, el fallo de la 
Corte a qua no es apelable, y sólo puede ser objeto de un 
recurso de oposición por aquellos contra quienes la senten-
cia haya sido pronunciada en defecto; y luego de adquirir 
carácter contradictorio, de un recurso extraordinario de 
casación, conforme el artículo primero de la ley de la ma-
teria; 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso do 
apelación interpuesto por Agripino Acosta Gómez, contra 
el ordinal segundo del dispositivo de la sentencia de la Co -- 
te de Apelación de Santiago de fecha veintidós de febrero 
del corriente año, (1955), cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y condena al apelante al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez 
y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— 
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SENTENCIA DE FECHA 1' DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana de fecha 17 de noviembre de 1954. 

Materia: Penal. 

Recurrente: J. M. Hernández & Co. C. por A.— Abogado: Dr. Cé-
sar A. Ramos F. 

Interviniente: Cristina Vicente Merán.— Abogado: Lic. Angel S. 
Cano Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticyia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día primero del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de 
la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la J. M. 
Hernández & Co. C. por A., sociedad comercial, organizada 
y constituida de acuerdo con las leyes de la República, con 
su domicilio social en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros, representada por su Presidente José María Hernández, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado y re- 
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no obstante haber sido legalmente citado, y por el mismo 
fallo dispuso, previo requerimiento del ministerio público, 
y de acuerdo con el artículo 10 de la Ley sobre Libertad 
Provisional bajo fianza, la cancelación de la fianza de RD$ 
10,000.00 prestada por la compañía de seguros la San Ra-
fael C. por A., para que dicho acusado obtuviera su liber-
tad provisional; 

Considerando que, en tales condiciones, el fallo de la 
Corte a qua. no es apelable, y sólo puede ser objeto de un 
recurso de oposición por aquellos contra quienes la senten-
cia haya sido pronunciada en defecto; y luego de adquirir 
carácter contradictorio, de un recurso extraordinario de 
casación, conforme el artículo primero de la ley de la ma-
teria; 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de 
apelación interpuesto por Agripino Acosta Gómez, contra 
el ordinal segundo del dispositivo de la sentencia de la Co 
te de Apelación de Santiago de fecha veintidós de febrero 
del corriente año, (1955), cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y condena al apelante al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 'Carlos Sánchez 
y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— 
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sidente en esa misma ciudad, portador de la cédula perso-
nal de identidad N 9  23616, serie 1, con sello de renovación 
N° 1239, para el año 1954, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
diecisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. César A. Ramos F., portador de la cédula 
personal de identidad N 9  22842, serie 1, con sello de reno-
vación N9  657, para el presente año, abogado de la parte 
recurrente, en a lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, portador 
de la cédula personal de identidad número 334, serie 10, con 
sello de renovación N9 758, para el año 1954, abogado de 
Ya parte interviniente Cristina Vicente Merán, dominicana, 
mayor de edad ,soltera, de oficios domésticos, domiciliada 
y residente en la sección de La Rancha, Común de El Cer-
cado, portadora de la cédula personal de identidad N° 2600, 
serie 14, con sello de renovación N °  2405400, para el año 
1954, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la parte recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, 6, 91, 101, de la Ley núme 
ro 3573 sobre Tránsito de Vehículos, del año 1953; 1353 
del Código Civil y 1, 23, inciso 59  y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
primero de septiembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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de Benefactor, en sus atribuciones correccionales, previas 
las formalidades legales, dictó una sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "PRIMERO: Que debe descargar como al efec-
to descarga, al nombrado Salvador Burgos Castillo del he-
cho puesto a su cargo, o sea violación a la Ley N" 2022 so-
bre accidentes causados con vehículos de motor, reforma-
da, en perjuicio de Teolinda de Oleo y Vicente, por haberse 
comprobado que la falta en el mismo le es imputable única 
y exclusivamente a la víctima; Segundo: Que debe declarar 
y al efecto declara buena y válida la constitución en parte 
civil hecha por la señora Cristina Vicente Merán represen-
tada por su abogado el licenciado Angel Salvador Canó 
Pelletier y rechaza las conclusiones de esta por improce-
dentes y mal fundadas; Tercero: Que debe condenar y al 
efecto condena a la parte civil constituida al pago de las 
costas civiles, y ordena que las mismas sean distraídas en 
favor del Doctor César A. Ramos, quien afirmó haberlas 
avanzado en su mayor parte; y Cuarto: Que debe declarar 
y al efecto declara las costas de oficio"; b) que contra esta 
sentencia interpuso recurso de apelación la parte civil cons-
tituida en el plazo y en la forma señaladas por la ley; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara regular en la forma, y en el 
fondo, el presente recurso de apelación;— SEGUNDO: Que 
consecuencia, actuando por propia autoridad y por contra-
rio imperio, revoca la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia de este Distrito Judicial en fecha pri-
mero de septiembre del presente año, cuyo dispositivo dice 
así: 'Primero: Que debe descargar como al efecto descarga, 
al nombrado Salvador Burgos Castillo del hecho puesto a 
su cargo, o sea violación a la Ley N° 2022 sobre accidentes 
causados con vehículos de motor, reformada, en perjuicio 
de Teolinda de Oleo Vicente, por haberse comprobado que 
la falta en el mismo le es imputable única y exclusivamen-
te a la víctima; Segundo: Que debe declarar y al efecto 
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sidente en esa misma ciudad, portador de la cédula perso-
nal de identidad N 9  23616, serie 1, con sello de renovación 
N9 1239, para el año 1954, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
diecisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. César A. Ramos F., portador de la cédula 
personal de identidad N9 22842, serie 1, con sello de reno-
vación N9  657, para el presente año, abogado de la parte 
recurrente, en a lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, portador 
de la cédula personal de identidad número 334, serie 10, con 
sello de renovación N9 758, para el año 1954, abogado de 
Ía parte interviniente Cristina Vicente Merán, dominicana, 
mayor de edad ,soltera, de oficios domésticos, domiciliada 
y residente en la sección de La Rancha, Común de El Cer-
cado, portadora de la cédula personal de identidad N° 2600, 
serie 14, con sello de renovación N° 2405400, para el año 
1954, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la parte recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, 6, 91, 101, de la Ley núme 
ro 3573 sobre Tránsito de Vehículos, del año 1953; 1353 
del Código Civil y 1, 23, inciso 5° y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
primero de septiembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial  

de Benefactor, en sus atribuciones correccionales, previas 
las formalidades legales, dictó una sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "PRIMERO: Que debe descargar como al efec-
to descarga, al nombrado Salvador Burgos Castillo del he-
cho puesto a su cargo, o sea violación a la Ley N" 2022 so-
bre accidentes causados con vehículos de motor, reforma-
da, en perjuicio de Teolinda de Oleo y Vicente, por haberse 
comprobado que la falta en el mismo le es imputable única 
y exclusivamente a la víctima; Segundo: Que debe declarar 
y al efecto declara buena y válida la constitución en parte 
civil hecha por la señora Cristina Vicente Merán represen-
tada por su abogado el licenciado Angel Salvador Canó 
Pelletier y rechaza las conclusiones de esta por improce-
dentes y mal fundadas; Tercero: Que debe condenar y al 
efecto condena a la parte civil constituida al pago de las 
costas civiles, y ordena que las mismas sean distraídas en 
favor del Doctor César A. Ramos, quien afirmó haberlas 
avanzado en su mayor parte; y Cuarto: Que debe declarar 
y al efecto declara las costas de oficio"; b) que contra esta 
sentencia interpuso recurso de apelación la parte civil cons-
tituida en el plazo y en la forma señaladas por la ley; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara regular en la forma, y en el 
fondo, el presente recurso de apelación;— SEGUNDO: Que 
consecuencia, actuando por propia autoridad y por contra-
rio imperio, revoca la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia de este Distrito Judicial en fecha pri-
mero de septiembre del presente año, cuyo dispositivo dice 
así: 'Primero: Que debe descargar como al efecto descarga, 
al nombrado Salvador Burgos Castillo del hecho puesto a 
su cargo, o sea violación a la Ley N° 2022 sobre accidentes 
causados con vehículos de motor, reformada, en perjuicio 
de Teolinda de Oleo Vicente, por haberse comprobado que 
la falta en el mismo le es imputable única y exclusivamen-
te a la víctima; Segundo: Que debe declarar y al efecto 
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estado sentado en su vehículo, pudo darse cuenta de que 
Teolinda de Oleo y Vicente salió corriente sin tomar pre-
causión alguna y que Burgos no podía verla"; 

Considerando que la Corte a qua mediante la ponde-
ración de las pruebas que fueron regularmente sometidas 
al debate estableció los siguientes hechos: "a) el día 9 de 
diciembre del año 1953, como a la una y media pasado me-
ridiano, la joven Teolinda Vicente se encaminaba de la vi-
lla de Las Matas de Farfán a la sección de La Rancha, co-
mún de El Cercado, acompañada de la señora Maximina 
Vargas y de otras personas más; que esta ruta la realiza-
ban las personas aludidas, en la carretera que une los lu-
gares mencionados; que iban formando hileras a derecha e 
izquierda de esta vía, unas montadas a caballo y otras a 
pié;— b) que al llegar cerca de la casa que en la carretera 
de que se trata tiene el señor Enércido Houllyn, la joven 
Teolinda Vicente y sus numerosos acompañantes fueron al-
canzadas por la guagua de volteo que a la razón conducía 
el señor Bartolo Vargas; que la joven Teolinda Vicente le 
hizo señas al señor Bartolo Vargas para que se detuviera 
y la condujera hasta su casa; que éste se detuvo frente a 
frente a la casa del señor Enércido Houllyn, en su derecha 
que allí fué alcanzado por la joven Teolinda Vicente; que 
ésta, colocada frente a frente a la cabina de la guagua de 
volteo del señor Bartolo Vargas, pero hacia el lado lateral 
derecho de la misma, suplicó al señor Bartolo Vargas que 
la llevara en su vehículo hasta su casa; que la joven Teo-
linda Vicente entendió que el señor Bartolo Vargas le dió 
instrucciones para que diera la vuelta por la parte trasera 
de su vehículo y se subiera sobre la cama del mismo o en 
la cabina;— e) que cuando la joven Teolinda Vicente rea-
lizaba la operación indicada, a sus espaldas apareció la gua-
gua conducida por el nombrado Salvador Burgos Castillo, 
a velocidad excedida de la indicada por los reglamentos so-
bre la materia, según la versión de los testigos Maximina 
Y Enércido Houllyn, que como se ha dicho antes, le han 
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declara buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por la señora Cristina Vicente Merán representada por su 
abogado el licenciado Angel Salvador Canó Pelletier y re-
chaza las conclusiones de esta por improcedente y mal fun-
dadas; Tercero: Que debe condenar y al efetco condena a 
la parte civil constituida al pago de las costas civiles, y or-
dena que las mismas sean distraídas en favor del Doctor 
César A. Ramos, quien afirmó haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Cuarto: Que debe declarar y al efecto declara 
las costas de oficio';— TERCERO: que debe declarar y de-
clara al nombrado Salvador Burgos Castillos culpable de 
violación a la Ley N9  2022 en perjuicio de la joven Toelin-
da Vicente Merán;— CUARTO: Que debe condenar y con-
dena a la José María Hernández C. por A., en su calidad 
de persona civilmente responsable del presente hecho a pa 
gar en provecho de la joven Teolinda Vicente Merán la su-
ma de RD$1,000.00 como justa reparación por los daños y 
perjuicios que le ocasionó el nombrado Salvador Burgos 
Castillo el día 9 del mes de diciembre del año 1953 tanto 
de carácter moral como material;— QUINTO: Que debe 
condenar y condena a la José María Hernández C. por A., 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
las mismas en provecho del licenciado Angel Salvador Ca-
nó Pelletier abogado de la intimante quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente alega los siguientes medios: 1": Falta de base legal; 
2°: Motivos erróneos, Violación del artículo 23, párrafo 5, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 3°: Falsa aplica-
ción de los artículos 5, 6, 92, 101 de la Ley N° 3573 sobre 
Tránsito de Vehículos; 4Q: Violación del artículo 1353 del 
Código Civil; 

Considerando que por su primer medio de casación el 
recurrente alega que la sentencia impugnada ha desnatu-
ralizado los hechos al descartar por contradictorio el testi-
monio de Bartolo Vargas, ya que éste "no obstante haber 
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declara buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por la señora Cristina Vicente Merán representada por su 
abogado el licenciado Angel Salvador Canó Pelletier y re-
chaza las conclusiones de esta por improcedente y mal fun-
dadas; Tercero: Que debe condenar y al efetco condena a 
la parte civil constituida al pago de las costas civiles, y or-
dena que las mismas sean distraídas en favor del Doctor 
César A. Ramos, quien afirmó haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Cuarto: Que debe declarar y al efecto declara 
las costas de oficio';— TERCERO: que debe declarar y de-
clara al nombrado Salvador Burgos Castillos culpable de 
violación a la Ley N9 2022 en perjuicio de la joven Toelin-
da Vicente Merán;— CUARTO: Que debe condenar y con-
dena a la José María Hernández C. por A., en su calidad 
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gar en provecho de la joven Teolinda Vicente Merán la su-
ma de RD$1,000.00 como justa reparación por los daños y 
perjuicios que le ocasionó el nombrado Salvador Burgos 
Castillo el día 9 del mes de diciembre del año 1953 tanto 
de carácter moral como material;— QUINTO: Que debe 
condenar y condena a la José María Hernández C. por A., 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
las mismas en provecho del licenciado Angel Salvador Ca-
nó Pelletier abogado de la intimante quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente alega los siguientes medios: r: Falta de base legal; 
2": Motivos erróneos, Violación del artículo 23, párrafo 5, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 3°: Falsa aplica-
ción de los artículos 5, 6, 92, 101 de la Ley N°  3573 sobre 
Tránsito de Vehículos; 49: Violación del artículo 1353 del 
Código Civil; 

Considerando que por su primer medio de casación el 
recurrente alega que la sentencia impugnada ha desnatu-
ralizado los hechos al descartar por contradictorio el testi-
monio de Bartolo Vargas, ya que éste "no obstante haber 
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merecido entero crédito a la Corte; que esta aparición la 
hizo el nombrado Salvador Burgos Castillo, en las condi-
ciones aludidas, en una curva que solo quedaba a 20 ó 30 
metros de distancia del lugar donde estaba estacionada la 
guagua de volteo del señor Bartolo Vargas;— d) que al 
salir a la carretera la joven Teolinda Vicente, de la parte 
trasera de la guagua de volteo del señor Bartolo Vargas, 
fué alcanzada por la guagua del nombrado Salvador Bur-
gos Castillo, ocasionándole las fracturas que presenta;—
que los testigos Maximina Vargas y Enércido Hoully han 
informado también, que el nombrado Salvalor Burgos Cas-
tillo no tocó bocina al acercarse a la guagua de volteo del 
señor Bartolo Vargas ni, cuando salió de la curva ya des-
crita más arriba; que además pasó demasiado cerca de la 
guagua de volteo del señor Bartolo Vargas cuando ocurrió 
el accidente; que todas estas informaciones de los testigos 
de referencia, le han merecido entero crédito a la Corte"; 

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe! 
ranamente el valor de las declaraciones de los testigos; que 
en tal virtud la decisión intervenida no puede ser censura-
da por el hecho de que la Corte a qua ha desestimado la 
declaración del testigo Bartolo Vargas; que, por tanto, es-
te medio carece de fundamento; 

Considerando que por el segundo medio se alega que 
el fallo impugnado contiene motivos erróneos, y que en és-
te no se dieron motivos para establecer que el hecho de no 
tocar bocina el prevenido fuera la causa eficiente y gene-
radora del accidente; 

Considerando que el error en los motivos no es un me-
dio de casación, cuando el dispositivo se justifica por otros 
motivos; que, como se ha visto, la sentencia atacada se fun-
da principalmente para declarar culpable al prevenido del 
delito que se imputó, en las declaraciones de los testigos 
Maximina Vargas y Enércido Houllyr;, que merecieron en-
tero crédito a los jueces del fondo, lo que basta, por sí solo, 

para justificar la decisión intervenida; que, por otra parte, 
la Corte a qua no tenía que hacer más consideraciones pa-
ra dejar establecido que el hecho de no tocar bocina, en 
las circunstancias anotadas, era una de las faltas determi-
nantes del accidente; que, por todo ello, este medio debe 
ser también desestimado; 

Considerando que por el tercer medio se alega que en 
la sentencia impugnada se hizo una falsa aplicación de los 
artículos 5, 6, 92 y 101 de la Ley Nv 3573, sobre Tránsito 
de Vehículos; que en relación con los artículos 5 y 6, que 
tratan sobre el límite de velocidad, el cual es de 35 kilóme-
tros en las zonas rurales, para los vehículos pesados de mo-
tor, no se probó que el vehículo manejado por el prevenido 
en ese momento era de tipo pesado; que el artículo 92 re-
guala y prevée el caso de dos vehículos que marchan con 
distinta velocidad en el mismo sentido, y no se aplica al 
caso; que el artículo 101 trata de las precauciones que de-
ben tomarse al acercarse a una curva, al llegar a la inter-
sección de dos caminos o al llegar a una pendiente, no se 
aplica tampoco a la especie; pero, 

Considerando que para dejar caracterizado el delito 
de golpes y heridas por imprudencia puesto a cargo del pre-
venido bastaba que una falta cualquiera cometida por él 
fuese la causa generadora del accidente; que entre los he-
chos culposos retenidos por los jueces del fondo, el exceso 
de velocidad y el hecho de no haber tocado bocina, tienen 
un lazo estrecho de causalidad con el accidente, por lo cual 
este otro medio debe ser desestimado; 

Considerando que por su último medio el recurrente 
alega que la Corte a qua ha violado el artículo 1353 del Có-
digo Civil, porque atribuye el carácter de "presunciones 
graves, precisas y concordantes a una serie de hechos va-
gos, imprecisos y susceptibles de aplicarse a varias hipóte-
sis o circunstancias"; que así, ella "deduce la velocidad ex-
cesiva del prevenido por la gravedad de las lesiones" y nie- • 
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ga asimismo que "el hecho no pudo tener lugar en las con-
diciones expresadas por el prevenido, porque la lesionada 
estaba embarazada e incuestionablemente le hubiera pro-
ducido un aborto"; 

Considerando que las presunciones no fueron el único 
medio de prueba de que se valieron los jueces de la causa 
para establecer la infracción, como se ha demostrado ya; 
que, en este orden de ideas, el razonamiento de los jueces, 
aunque pueda no ser exacto, resulta superabundante des-
pués de ser acogido el testimonio de Maximina Vargas y 
Enércido Houllyn; que, por consiguiente, este último me-
dio debe ser desestimado como los demás; 

Por tales motivos, Primero: Acepta como intervinien-
te a Cristina Vicente Merán; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por la J. M. Hernández y Co. C. 
por A., contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, de fecha diecisiete de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo; Tercero: Condena a di-
cha recurrente al pago de las costas y ordena su distracción 
en favor del licenciado Angel Salvador Canó Pelletier, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 1? DE ABRIL DE 1955 

Seatencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 29 
de julio de 1954. 

»Liberia: Tierras.— 

Recurrente: Juan Ismael Madera.— Abogado: Lic. José Díaz Val. 

despares. 

Recurrido: Francisco Leovigildo Madera.— Abogado: Lic. Juan 

Tomás Lithgow. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Primer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segun-
do Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Al-
varez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor 
Carlos Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día primero de abril de mil novecientos cincuenta y 
cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de la 
Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Is-
mael Madera, dominicano, mayor de edad. casado, agricul-
tor, del domicilio y residencia de Ciudad Trujillo, quien es 
portador de la cédula personal de identidad número 2287, 
serie 34, con sello número 235004, contra sentencia dicta-
da en fecha veintinueve de julio del año mil novecientos 
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cincuenta y cuatro, por el Tribunal Superior de Tierras, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. José Díaz Valdepares, portador de la cé-
dula personal de identidad número 17422, serie lra., con 
sello número 14980, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Juan Tomás Lithgow, portador de la cé-
dula personal de identid danúmero 2158, serie 31, con se-
llo número 17212, abogado del intimado Francisco Leovi-
gildo Madera, dominicano, mayor de edad, casado, hacen-
dado, del domicilio y residencia de Valverde, portador de 
la cédula personal de identidad número 15, serie 34, con 
sello de R. I. número 87, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticinco del 
mes de septiembre del año mil novecientos cincuenta y cua-
tro, suscrito por el Lic. José Díaz Valdepares, en el cual 
se invocan contra la sentencia impugnada, los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha doce ;  de noviem-
bre del año mil novecientos cincuenta y cuatro, suscrito por 
el Lic. Juan Tomás Lithgow; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por su decisión de fecha trece de noviembre de mil nove-
cientos treinta y cuatro, confirmativa de la del Tribunal de 
Jurisdicción Original, de fecha veintitrés de diciembre del 
año mil novecientos treinta y tres, el Tribunal Superior de 
Tierras adjudicó las parcelas 18 y 20 del Distrito Catastral 
N" 2, lugar de "Laguna Viejaca", común de Valverde, en fa- 

 

vor de Epifanio Vargas y de Simeona Rodríguez, respecti-
vamente; b) que por acto instrumentado por el notario de 
los del número de la común de Santiago, licenciado Julio 
Vega Batlle, el día treinta del mes de enero del año mil no-
vecientos treintiséis, Juan Ismael Madera, quien adquirió 
las citadas parcelas de sus propietarios, Epifanio Vargas 
y Simeona Rodríguez, las vendió a su vez a Francisco Leo-
vigildo Madera por la suma de cien pesos (RD$100.00) oro; 
_c) que flor ordenanza del Tribunal Superior de Tierras, de 
fecha ciaince de abril del año mil novecientos cuarenta y 
tres, se ordenó la transferencia de las mismas parcelas en 
favor de Francisco Leovigildo Madera; d) que el Decreto 
de Registro de la Parcela N9  18 fué expedido por el Secre-
atrio del Tribunal Superior de Tierras, en fecha catorce de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cinco, y el de la 
parcela N9  20 en fecha tres de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres; e) que estas parcelas fueron registradas y 
expedidos los certificados de título correspondientes por el 
Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, el 
N9  46, correspondiente a la parcela 1V<> 20, el día veinte de 
abril del año mil novecientos cuarenta y cuatro, y el N9  
246, relativo a la parcela I\TQ 18, el día trece de febrero del 
ario mil novecientos cuarenta y seis; f) que en fecha dieci-
séis de febrero del año mil novecientos cincuenta y tres, 
Juan Ismael Madera, por órgano del Lic. Eduardo Bon, su 
apoderado especial y abogado constituido, dirigió al Tribu-
nal Superior de Tierras, una instancia por la cual, a nom-
bre de su representado, concluyó pidiendo la cancelación de 
los certificados de título número 46 y 246, y el transferí-
miento del derecho de propiedad de las parcelas N° 18 y 
20 que ambos certificados amparan, en favor de Juan Is-
mael Madera; g) que en apoyo de su petición el impetran-
te depositó tres piezas, las cuales dicen así: "1.—(En papel 
sin cabecilla) "Hago constar que la parcela que fué de Si-
meona y Fano, en el lugar de 'Laguna Viejaca', por conve-
niencia se hizo un documento de venta a mi 'favor, pero esa 
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cincuenta y cuatro, por el Tribunal Superior de Tierras, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. José Díaz Valdepares, portador de la cé-
dula personal de identidad número 17422, serie lra., con 
sello número 14980, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Juan Tomás Lithgow, portador de la cé-
dula personal de identid danúmero 2158, serie 31, con se-
llo número 17212, abogado del intimado Francisco Leovi-
gildo Madera, dominicano, mayor de edad, casado, hacen-
dado, del domicilio y residencia de Valverde, portador de 
la cédula personal de identidad número 15, serie 34, con 
sello de R. I. número 87, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticinco del 
mes de septiembre del año mil novecientos cincuenta y cua-
tro, suscrito por el Lic. José Díaz Valdepares, en el cual 
se invocan contra la sentencia impugnada, los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha doce,de noviem-
bre del año mil novecientos cincuenta y cuatro, suscrito por 
el Lic. Juan Tomás Lithgow; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por su decisión de fecha trece de noviembre de mil nove-
cientos treinta y cuatro, .confirmativa de la del Tribunal de 
Jurisdicción Original, de fecha veintitrés de diciembre del 
año mil novecientos treinta y tres, el Tribunal Superior de 
Tierras adjudicó las parcelas 18 y 20 del Distrito Catastral 
N° 2, lugar de "Laguna Viejaca", común de Valverde, en fa- 

vor de Epifanio Vargas y de Simeona Rodríguez, respecti-
vamente; b) que por acto instrumentado por el notario de 
los del número de la común de Santiago, licenciado Julio 
Vega Batlle, el día treinta del mes de enero del año mil no-
vecientos treintiséis, Juan Ismael Madera, quien adquirió 
las citadas parcelas de sus propietarios, Epifanio Vargas 
y Simeona Rodríguez, las vendió a su vez a Francisco Leo-
vigildo Madera por la suma de cien pesos (RD$100.00) oro; 
_c) que )or ordenanza del Tribunal Superior de Tierras, de 
fecha caaince de abril del año mil novecientos cuarenta y 
tres, se ordenó la transferencia de las mismas parcelas en 
favor de Francisco Leovigildo Madera; d) que el Decreto 
de Registro de la Parcela N9  18 fué expedido por el Secre-
atrio del Tribunal Superior de Tierras, en fecha catorce de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cinco, y el de la 
parcela N9  20 en fecha tres de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres; e) que estas parcelas fueron registradas y 
expedidos los certificados de título correspondientes por el 
Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, el 
N9  46, correspondiente a la parcela N' 20, el día veinte de 
abril del año mil novecientos cuarenta y cuatro, y el N°  
246, relativo a la parcela N" 18, el día trece de febrero del 
año mil novecientos cuarenta y seis; f) que en fecha dieci-
séis de febrero del año mil novecientos cincuenta y tres, 
Juan Ismael Madera, por órgano del Lic. Eduardo Bon, su 
apoderado especial y abogado constituido, dirigió al Tribu-
nal Superior de Tierras, una instancia por la cual. a nom-
bre de su representado, concluyó pidiendo la cancelación de 
los certificados de título número 46 y 246, y el transferi-
miento del derecho de propiedad de las parcelas N" 18 y 
20 que ambos certificados amparan, en favor de Juan Is-
mael Madera; g) que en apoyo de su petición el impetran-
te depositó tres piezas, las cuales dicen así: "1.—(En papel 
sin cabecilla) "Hago constar que la parcela que fué de Si-
meona y Fano, en el lugar de 'Laguna Viejaca', por conve-
niencia se hizo un documento de venta a mi 'favor, pero esa 
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venta no es cierta, esa parcela pertenece a mi hermano Is- 
mael Madera.— Ciudad Trujillo, 11 de enero de 1939 (Fir- 
mado): F. L. Madera" (Manucristo).— 2.— (En papel, con 
la siguiente cabecilla impresa: Francisco L. Madera.— Co-
merciante y Ganadero.— Valverde (Mao) R. D.).— 'Di-
ciembre 14 de 1939.— Sr. don Ismael María Madera, Palo 
Yncado N^ 50—B., Ciudad Trujillo, D. S. D. Estimado Bu-
lín:— Tengo recibida tu atta. de fecha 11 de los corrientes, 
y a sus particulares me refiero.— Primero, la cosecha en 
cuanto a recolección puede darse por terminada pero no 
en cuanto a realización, pues la crisis que ha azotado ese 
grano, no me ha permitido todavía hacer ventas, sin em-
bargo espero en Enero poder realizarlo y en mi próximo 
viaje a esa poder responder con elocuencia a todos los por-
menores de tu ya.citada.— Segundo, el documento a que te 
refieres, como al ejecutarlo no me guió otra finalidad sino 
la de preservarte de la amenaza que podrían hacerte tus 
enemigos y hasta arrancártela no tuve interés en hacerme 
expedir una copia, por tanto, está en la oficina del Licdo 
Marcos Cabral, archivo del Licdo. Julio Vega Batlle, en 
donde puedes obtenerlo cuando quieras, mediante una for-
ma mejor que te voy a entregar para sustituir la anterior. 
—Difundido por ti, ya ha pasado a varias personas esta 
cuestión y francamente debía darte pena que después de 
tener este pedacito de tierras en salvo, por una falta de dis-
creción tuya lo pusiera en peligro de perderlo, y es cuanto 
por hoy, mientras suscribe muy atte. tu hermano. (Firma-
do) F. L. Madera.— 3.— (En papel, con la misma cabeci-
lla antes dicha): Diciembre 22 de 1939.— Señor Bulín Ma-
dera, Ciudad Trujillo, Estimado Bulín: Lo que te dije en 
mi carta contestando el primer párrafo de la tuya no lo hi-
ce con otra intención que no fuera la de ratificar por inter-
vención tuya la promesa que le hice a Mercedita al salir de 
aquí, promesa que tengo la esperanza de dejar atendida 
tan pronto como pueda hacer la liquidación del arroz. Es-
ta y la primera expresión mía, no es forzada por tus car- 

 

tas sino una expresión sincera y voluntaria.— Ahora te 
repito nuevamente que pagué y firmamos juntos el docu-
mento de la venta que me hiciste, pero como no me llevó 
otra cosa que no fuera prestarte esa humilde ayuda, no 
me interesé en sacar copia: ya con esto consideré le ha-
bíamos puestos una baila de defensa a esas tierras y que-
daban burladas las intenciones de tus enemigos, y es cuan-
to.— En la próxima vez que yo vaya a esa, te daré opor-
tunidad para que hagamos todo lo que en cuanto a la 
reinvindicación de tus tierras, deseo hacer. Ahora te voy 
agradecer tener paciencia y esperar el día que yo vaya por 
allá y así no tienes que escribir tanto ni ocasionarme pér-
dida de tiempo. Sin otro motivo queda como siempre Atto. 
S. S. tu hermano, (Firmado) Panchito"; h) que en la au-
diencia celebrada al efecto por el Tribunal de Jurisdicción 
Original, Juan Ismael Madera, concluyó personalmente así: 
"Que las percelas de referencia (las Nos. 18 y 20) que fi-
guran a nombre de mi hermano Francisco L. Madera, sean 
cancelados los Certificados de Título que les fueron expe-
didos... y que esos títulos pasen a mi nombre, según se 
evidencia por las pruebas y documentos que tiene", agre-
gando que "para el caso que él niegue la firma de esos do-
cumentos. .. yo pido al Tribunal que haga la verificación 
de firmas"; i) que por su parte los licenciados Juan Tomás 
Lithgow y Eduardo Sánchez Cabral, en representación de 
Francisco L. Madera, concluyeron en la siguiente forma: 

. que rechacéis la instancia dirigida por el señor Juan 
Ismael Madera el 16 de febrero del año en curso al Tribu-
nal Superior de Tierras, en relación con las parcelas núme-
ros 18 y 20 del Distrito Catastral N^ 2 (dos) de la común 
de Valverde, Provincia de Santiago"; j) que en fecha siete 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, el Tri-
bunal de Jurisdicción Original dictó su desición N" 1, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: Que debe rechazar, y 
rechaza, la instancia de fecha 16 de febrero de 1953, sus-
crita por el Lic. Juan Eduardo Bon, a nombre y represen- 
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venta no es cierta, esa parcela pertenece a mi hermano Is- 
mael Madera.— Ciudad Trujillo, 11 de enero de 1939 (Fir- 
mado): F. L. Madera" (Manucristo).— 2.— (En papel, con 
la siguiente cabecilla impresa: Francisco L. Madera.— Co-
merciante y Ganadero.— Valverde (Mao) R. D.).— 'Di-
ciembre 14 de 1939.— Sr. don Ismael María Madera, Palo 
Yncado N^ 50—B., Ciudad Trujillo, D. S. D. Estimado Bu-
lín:— Tengo recibida tu atta. de fecha 11 de los corrientes, 
y a sus particulares me refiero.— Primero, la cosecha en 
cuanto a recolección puede darse por terminada pero no 
en cuanto a realización, pues la crisis que ha azotado ese 
grano, no me ha permitido todavía hacer ventas, sin em-
bargo espero en Enero poder realizarlo y en mi próximo 
viaje a esa poder responder con elocuencia a todos los por-
menores de tu ya.citada.— Segundo, el documento a que te 
refieres, como al ejecutarlo no me guió otra finalidad sino 
la de preservarte de la amenaza que podrían hacerte tus 
enemigos y hasta arrancártela no tuve interés en hacerme 
expedir una copia, por tanto, está en la oficina del Licdo 
Marcos Cabral, archivo del Licdo. Julio Vega Batlle, en 
donde puedes obtenerlo cuando quieras, mediante una for-
ma mejor que te voy a entregar para sustituir la anterior. 
—Difundido por ti, ya ha pasado a varias personas esta 
cuestión y francamente debía darte pena que después de 
tener este pedacito de tierras en salvo, por una falta de dis-
creción tuya lo pusiera en peligro de perderlo, y es cuanto 
por hoy, mientras suscribe muy atte. tu hermano. (Firma-
do) F. L. Madera.— 3.— (En papel, con la misma cabeci-
lla antes dicha): Diciembre 22 de 1939.— Señor Bulín Ma-
dera, Ciudad Trujillo, Estimado Bulín: Lo que te dije en 
mi carta contestando el primer párrafo de la tuya no lo hi-
ce con otra intención que no fuera la de ratificar por inter-
vención tuya la promesa que le hice a Mercedita al salir de 
aquí, promesa que tengo la esperanza de dejar atendida 
tan pronto como pueda hacer la liquidación del arroz. Es-
ta y la primera expresión mía, no es forzada por tus car- 

tas sino una expresión sincera y voluntaria.— Ahora te 
repito nuevamente que pagué y firmamos juntos el docu-
mento de la venta que me hiciste, pero como no me llevó 
otra cosa que no fuera prestarte esa humilde ayuda, no 
me interesé en sacar copia: ya con esto consideré le ha-
bíamos puestos una baila de defensa a esas tierras y que-
daban burladas las intenciones de tus enemigos, y es cuan-
to.— En la próxima vez que yo vaya a esa, te daré opor-
tunidad para que hagamos todo lo que en cuanto a la 
reinvindicación de tus tierras, deseo hacer. Ahora te voy 
agradecer tener paciencia y esperar el día que yo vaya por 
allá y así no tienes que escribir tanto ni ocasionarme pér-
dida de tiempo. Sin otro motivo queda como siempre Atto. 
S. S. tu hermano, (Firmado) Panchito"; h) que en la au-
diencia celebrada al efecto por el Tribunal de Jurisdicción 
Original, Juan Ismael Madera, concluyó personalmente así: 
"Que las percelas de referencia (las Nos. 18 y 20) que fi-
guran a nombre de mi hermano Francisco L. Madera, sean 
cancelados los Certificados de Título que les fueron expe-
didos . y que esos títulos pasen a mi nombre, según se 
evidencia por las pruebas y documentos que tiene", agre-
gando que "para el caso que él niegue la firma de esos do-
cumentos. .. yo pido al Tribunal que haga la verificación 
de firmas"; i) que por su parte los licenciados Juan Tomás 
Lithgow y Eduardo Sánchez Cabral, en representación de 
Francisco L. Madera, concluyeron en la siguiente forma: 
44  que rechacéis la instancia dirigida por el señor Juan 
Ismael Madera el 16 de febrero del año en curso al Tribu-
nal Superior de Tierras, en relación con las parcelas núme-
ros 18 y 20 del Distrito Catastral N^ 2 (dos) de la común 
de Valverde, Provincia de Santiago"; j) que en fecha siete 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, el Tri-
bunal de Jurisdicción Original dictó su desición N^ 1, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: Que debe rechazar, y 
rechaza, la instancia de fecha 16 de febrero de 1953, sus-
crita por el Lic. Juan Eduardo Bon, a nombre y represen- 
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tación de Juan Ismael Madera, dominicano, mayor de edad, 
casado con Mercedes Cabral, negociante, domiciliado y re-
sidente en la calle "Padre Billini" N" 102, de Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, Cédula número 2287, se-
rie 34, con sello N" 359662, a que se contrae esta Decisión 
con todas sus consecuencias legales, por improcedente y 
mal fundada"; 

Considerando que en fecha veintiuno de diciembre del 
año de mil novecientos cincuenta y tres, el Dr. Gustavo 
Adolfo Mejía Ricart, a nombre de Juan Ismael Madera, 
apeló de la anteriormente citada decisión, y el Tribunal 
Superior de Tierras ,apoderado del recurso lo decidió por 
la sentencia ahora impugnada de fecha veintinueve de ju-
lio del año mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dls-
positivo es el siguiente: "FALLA: 10— Se rechaza, por im-
procedente e infundada, la apelación interpuesta en fecha 
21 de diciembre del 1953 por el Dr. Gustavo Adolfo Mejía 
Ricard, a nombre del señor Juan Ismael Madera Rodríguez; 
—2"— Se confirma, en todas sus partes, la Decisión N° 1 
de Jurisdicción Original, de fecha 7 de diciembre de 1953, 
en relación con las parcelas Nos. 18 y 20 del Distrito Catas-
tral N" 2 de la común de Valverde, lugar de "Laguna Via-
jaca', provincia de Santiago, cuyo dispositivo dice así:—
Que debe rechazar y rechaza la instancia de fecha 16 de 
febrero del 1953, suscrita por el Lic. Juan Eduardo Bon, 
a nombre y en representación de Juan Ismael Madera, do-
minicano, mayor de edad, casado, con Mercedes Cabral, ne-
gociante, domiciliado y residente en la calle 'Padre Billini' 
N9  102, de Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo. 
cédula N" 2287, serie 34, sello N0 35962, a que se contrae 
esta decisión, con todas sus consecuenicas legales, por im-
procedente y mal fundada"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente pretende que su recurso "tiene un carácter gene-
ral, es decir, que el mismo no se encuentra circunscrito  

única y exclusivamente a los medios. .. considerados su-
mariamente" en dicho memorial; que al tenor del artículo 
134 de la Ley de Registro de Tierras el recurso de casación 
en esta materia será interpuesto, instruído y juzgado con-
forme a las reglas del derecho común; que el artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone, al respec-
to, que "en los asuntos civiles y comerciales el recurso de 
casación se interpondrá con un memorial... que conten-
drá todos los medios en que se funda"; que, en consecuencia, 
la Suprema Corte de Justicia no puede examinar en el pre-
sente recurso, ningún medio dirigido contra una sentencia 
civil del Tribunal Superior de Tierras que no haya sido in-
vocado en el memorial de casación, salvo los que, por su 
carácter de orden público, puedan suscitarse de oficio; 

Considerando que el recurrente invoca expresamente 
los siguientes medios de casación: "violación de los artícu-
los 71 y 84 de la Ley de Registro de Tierras; falta de base 
legal; violación del derecho de defensa; y violación de los 
artículos 1315, 1320, 1321 y 1324 del Código Civil"; 

Considerando en cuanto a la alegada violación del de-
recho de defensa, que el recurrente invoca que la sentencia 
impugnada ha incurrido en dicho vicio, toda vez que el 
Tribunal a quo rechazó su pelimento tendiente a que se 
ordenara la verificación del contraescrito depositado por 
él, cuya firma negó el intimado que fuera de su puño y 
letra; 

Considerando que la decisión del juez de jurisdicción 
original, cuyos motivos adopta el Tribunal a quo, sin re-
producirlos, para rechazar las conclusiones del recurrente 
se funda en que "de conformidad con el sistema organiza-
do por la Ley de Registro de Tierras... una vez adjudica-
do de manera definitiva un terreno o parte del mismo, en 
favor de una persona.... el derecho de propiedad adquiere 
el carácter de un derecho absoluto, libre de vicio e inex-
punable a cualquiera acción que tenga su génesis en hechos 
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tación de Juan Ismael Madera, dominicano, mayor de edad, 
casado con Mercedes Cabral, negociante, domiciliado y re-
sidente en la calle "Padre Billini" N 9  102, de Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, Cédula número 2287, se-
rie 34, con sello N" 359662, a que se contrae esta Decisión 
con todas sus consecuencias legales, por improcedente y 
mal fundada"; 

Considerando que en fecha veintiuno de diciembre del 
año de mil novecientos cincuenta y tres, el Dr. Gustavo 
Adolfo Mejía Ricart, a nombre de Juan Ismael Madera, 
apeló de la anteriormente citada decisión, y el Tribunal 
Superior de Tierras ,apoderado del recurso lo decidió por 
la sentencia ahora impugnada de fecha veintinueve de ju-
lio del año mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dls-
positivo es el siguiente: "FALLA: 1Q— Se rechaza, por im-
procedente e infundada, la apelación interpuesta en fecha 
21 de diciembre del 1953 por el Dr. Gustavo Adolfo Mejía 
Ricard, a nombre del señor Juan Ismael Madera Rodríguez; 
—2°— Se confirma, en todas sus partes, la Decisión N° 1 
de Jurisdicción Original, de fecha 7 de diciembre de 1953, 
en relación con las parcelas Nos. 18 y 20 del Distrito Catas-
tral N" 2 de la común de Valverde, lugar de "Laguna Via-
jaca', provincia de Santiago, cuyo dispositivo dice así:—
Que debe rechazar y rechaza la instancia de fecha 16 de 
febrero del 1953, suscrita por el Lic. Juan Eduardo Bon, 
a nombre y en representación de Juan Ismael Madera, do-
minicano, mayor de edad, casado, con Mercedes Cabral, ne-
gociante, domiciliado y residente en la calle 'Padre Billini' 
N9  102, de Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo. 
cédula N" 2287, serie 34, sello N" 35962, a que se contrae 
esta decisión, con todas sus consecuenicas legales, por im-
procedente y mal fundada"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente pretende que su recurso "tiene un carácter gene-
ral, es decir, que el mismo no se encuentra circunscrito  

única y exclusivamente a los medios. .. considerados su-
mariamente" en dicho memorial; que al tenor del artículo 
134 de la Ley de Registro de Tierras el recurso de casación 
en esta materia será interpuesto, instruido y juzgado con-
forme a las reglas del derecho común; que el artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone, al respec-
to, que "en los asuntos civiles y comerciales el recurso de 
casación se interpondrá con un memorial... que conten-
drá todos los medios en que se funda"; que, en consecuencia, 
la Suprema Corte de Justicia no puede examinar en el pre-
sente recurso, ningún medio dirigido contra una sentencia 
civil del Tribunal Superior de Tierras que no haya sido in-
vocado en el memorial de casación, salvo los que, por su 
carácter de orden público, puedan suscitarse de oficio; 

Considerando que el recurrente invoca expresamente 
los siguientes medios de casación: "violación de los artícu-
los 71 y 84 de la Ley de Registro de Tierras; falta de base 
legal; violación del derecho de defensa; y violación de los 
artículos 1315, 1320, 1321 y 1324 del Código Civil"; 

Considerando en cuanto a la alegada violación del de-
recho de defensa, que el recurrente invoca que la sentencia 
impugnada ha incurrido en dicho vicio, toda vez que el 
Tribunal a quo rechazó su pelimento tendiente a que se 
ordenara la verificación del contraescrito depositado por 
él, cuya firma negó el intimado que fuera de su puño y 
letra; 

Considerando que la decisión del juez de jurisdicción 
original, cuyos motivos adopta el Tribunal a quo, sin re-
producirlos, para rechazar las conclusiones del recurrente 
se funda en que "de conformidad con el sistema organiza-
do por la Ley de Registro de Tierras. .. una vez adjudica-
do de manera definitiva un terreno o parte del mismo, en 
favor de una persona. . el derecho de propiedad adquiere 
el carácter de un derecho absoluto, libre de vicio e inex-
punable a cualquiera acción que tenga su génesis en hechos 
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jurídicos anteriores al Registro"; que por su parte, en el 
mismo orden de ideas, el Tribunal Superior de Tierras pro-
clama en la decisión impugnada "que el Certificado de Tí 
tulo, que es la consecuencia del saneamiento, aniquila to-
do derecho que no haya sido invocado en el curso del pro 
ceso de saneamiento, pues el Certificado de Título nace a 
la vida jurídica libre en absoluto de todo vicio y ningún 
derecho que no figure anotado en él, se tendrá por inexis-
tencia"; pero 

Considerando que si conforme a los principios que nor-
man la Ley de Registro de Tierras y regulan su aplicación 
todos los derecho que-  no hayan sido invocados en el pro-
ceso de saneamiento quedan aniquilados por la sentencia 
que le pone término a éste, una vez que ha adquirido la 
autoridad y fuerza de la cosa irrevocablemente juzgada, 
ello no es así cuando se invoca una situación de derecho 
distinta a la consagrada por dicha sentencia, o bien por los 
Decretos de Registro y Certificados de Títulos que son su 
consecuencia, si dicha nueva situación se origina en hechos 
jurídicas surgidos con posterioridad a aquéllos; que en es-
tas condiciones nada se opone a que el Tribunal de Tierras, 
sin violar la ley, ni vulnerar los principios por ella consa-
grados, admita y pondere, deduciendo de ello las conse-
cuencias que sean de lugar, los elementos de prueba regu-
larmente producidos por las partes ante dicha jurisdicción 
en apoyo de sus pretensiones; 

Considerando que contrariamente a lo admitido por 
el Tribunal a quo en la sentencia impugnada, el contraes-
crito, al igual que los demás documentos producidos en jus-
ticia por Juan Ismael Madera, para probar la simulación 
del acto de transferencia que en favor de su hermano Fran-
cisco L. Madera, otorgó por ante el notario Lic. Julio Vega 
Batlle, en fecha treinta de enero del año mil novecientos 
treinta y seis y que, en consecuencia, los derechos de pro-
piedad sobre las parcelas Nos. 18 y 20 del Distrito Catas- 

tral N^ 2 de Valverde, nunca han salido de su patrimonio, 
son posteriores a la sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras que puso fin al saneamiento, dictada en provecho 
de Epifanio Vargas y Simeona Rodríguez, de quienes hu-
bo Juan Ismael Madera sus derechos; que esta realidad, 
que resulta de los hechos comprobados por la decisión im-
pugnada, no' puede ser destruída por la afirmación eviden-
temente errónea hecha por Juan Ismael Madera, ante el.  
Tribunal a quo en el sentido de que "él no hizo valer ese 
documento (el contraescrito) en el saneamiento y que 
cuando se vino a dar cuenta ya había pasado el año de la 
revisión por fraude"; 

Considerando que, por consiguiente, al negarse el Tri-
bunal a quo a ponderar las circunstancias de hecho que 
puedan inferirse de los documentos ya citados producidos 
por Juan Ismael Madera, y los cuales de ser admitidos ha-
brían podido conducir a una solución distinta a la adop-
tada por los jueces del fondo, el Tribunal a quo ha violado 
el derecho de defensa del recurrente, y por otra parte, no 
ha justificado legalmente su decisión; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri 
bunal Superior de Tierras de fecha veintinueve de julio del 
año mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo y envía el asunto 
por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: 
Condena a Francisco L. Madera, al pago de las costas cuya 
distracción se ordena en provecho del licenciado José Díaz 
Valdepares, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garirdo.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezaimento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 1? DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 7 de diciembre de 1934. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Pedro Pérez Rodríguez y Alba Terrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados II. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día primero de abril de mil novecientos cincuenta y 
cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de la 
Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos respecti- 
vamente, por Pedro Pérez Rodríguez, dominicano, mayor 
de edad, casado, agricultor, del domicilio y residencia de 
Duvergé, Provincia Independencia, portador de la cédula 

' personal de identidad número 229, serie 20, con sello de 
Rentas Internas número 28741 para 1954, y la señora Al- 
ba Terrero, dominicana, mayor de edad, soltera, ocupada 
en los quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
la Sección rural de "Salinas", de la común de Cabral, Pro- 
vincia de Barahona, portadora de la cédula personal de 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezaimento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 7 de diciembre de 1954. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Pedro Pérez Rodríguez y Alba Terrero.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Seguncli 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día primero de abril de mil novecientos cincuenta y 
cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de la 
Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casacirm, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos respecti-
vamente, por Pedro Pérez Rodríguez, dominicano, mayor. 
de edad, casado, agricultor, del domicilio y residencia de 
Duvergé, Provincia Independencia, portador de la cédula 
Personal de identidad número 229, serie 20, con sello de 
Rentas Internas número 28741 para 1954, y la señora Al-
ba Terrero, dominicana, mayor de edad, soltera, ocupada 
en los quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
la Sección rural de "Salinas", de la común de Cabral, Pro-
vincia de Barahona, portadora de la cédula personal de 
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identidad número 755, serie 20, con sello de Rentas Inter-
nas número 1746763, para 1954, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, dictada en fecha siete 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha siete de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro a requerimiento del re-
currente Pedro Pérez Rodríguez, en la cual se expresa "que 
interpone el presente recurso por no estar conforme con 
la sentencia", sin indicar ningún medio determinado de 
casación; 

Vista iguamente el acta del recurso de casación levan- 
. tada en la Secretaría de la Corte a qua en fecha siete de di- 

ciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro a requeri-
miento dé la también recurrente señora Alba Terrero, en 
la cual se expresa "que interpone el presente recurso. por 
no estar conforme , con la sentencia", sin indicar ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
deliberado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley N° 2402, 
de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa 
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en !os 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha catorce de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y cuatro, la señora Alba Terrero, de generales ya expre-
sadas, presentó querella por ante el Jefe de Puesto de la 
Policía Nacional en la población de Duvergé, Provincia In-
dependencia, contra el nombrado Pedro Pérez Rodríguez, 
"por el hecho de éste no atender a sus obligaciones de pa- 

dre, respecto del menor Manuel Emilio, de 2 años de edad, 
procreado con ella"; b) .  que enviada la mencionada quere-
lla al Juzgado de Paz de la común de Duvergé y citadas 
ambas partes a los fines de conciliación, fué levantada un 
acta en dicho Juzgado en fecha veirtiuno del mismo mes 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, en la 
que consta que después de la querellante haber expresado 
su deseo de que le sea pasada una pensión alimenticia de 
quince pesos mensuales, el prevenido no estuvo de acuerdo 
con esa suma en vista de sus condiciones económicas, pero 
se mostró "en la mejor disposición de asignarle la suma 
de tres pesos oro (RD$3.00) mensuales", por lo cual no 
hubo conciliación; c) que, apoderado el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Independencia, cono-
ció del caso en audiencia pública de veintisiete de octubre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, resolviéndose per 
su sentencia de esa misma fecha cuyo dispositivo dice asi: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al nombrado Pedro Pérez Rodríguez, de generales 
anotadas, no culpable del delito de violación a la Ley No 
2402, en perjicio de un menor que tiene porcreado con la 
señora Alba Terrero, de nombre Manuel Emilio, de dos 
años de edad; y en consecuencia, lo descarga de ese delito 
por no haberlo cometido; SEGUNDO: que debe fijar, como 
al efecto fija, en la suma de cinco pesos oro (RD$5.00) la 
pensión que deberá pasar mensualmente el inculpado Pe-
dro Pérez Rodríguez, a la referida señora Alba Terrero, c 
partir de la sentencia, para atender a la alimentación del 
mencionado menor, y TERCERO: que debe declarar, como 
al efecto declara, de oficio, las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto el mismo día en que fué pronunciada dicha senten-
cia, por la señora Alba Terrero, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal conoció del asunto en audiencia pública del 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
y lo resolvió por su sentencia de esa misma fecha ahora 
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dre, respecto del menor Manuel Emilio, de 2 años de edad, 
procreado con ella"; b) .  que enviada la mencionada quere-
lla al Juzgado de Paz de la común de Duvergé y citadas 
ambas partes a los fines de conciliación, fué levantada un 
acta en dicho Juzgado en fecha veirtiuno del mismo mes 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, en la 
que consta que después de la querellante haber expresado 
su deseo de que le sea pasada una pensión alimenticia de 
quince pesos mensuales, el prevenido no estuvo de acuerdo 
con esa suma en vista de sus condiciones económicas, pero 
se mostró "en la mejor disposición de asignarle la suma 
de tres pesos oro (RD$3.00) mensuales", por lo cual no 
hubo conciliación; c) que, apoderado el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Independencia, cono-
ció del caso en audiencia pública de veintisiete de octubre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, resolviéndose per 
su sentencia de esa misma fecha cuyo dispositivo dice asi: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al nombrado Pedro Pérez Rodríguez, de generales 
anotadas, no culpable del delito de violación a la Ley N° 
2402, en perjicio de un menor que tiene porcreado con la 
señora Alba Terrero, de nombre Manuel Emilio, de dos 
años de edad; y en consecuencia, lo descarga de ese delito 
por no haberlo cometido; SEGUNDO: que debe fijar, como 
al efecto fija, en la suma de cinco pesos oro (RD$5.00) la 
pensión que deberá pasar mensualmente el inculpado Pe-
dro Pérez Rodríguez, a la referida señora Alba Terrero, u 
partir de la sentencia, para atender a la alimentación del 
mencionado menor, y TERCERO: que debe declarar, como 
al efecto declara, de oficio, las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto el mismo día en que fué pronunciada dicha senten-
cia, por la señora Alba Terrero, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal conoció del asunto en audiencia pública del 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
y lo resolvió por su sentencia de esa misma fecha ahora 
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impugnada e ncasación cuyo dispositivo es como sigue: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por la querellante Alba 
Terrero; SEGUNDO: Modifica la sentencia contra la cual 
se apela y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar 
del presente fallo, dictada en fecha veintisiete de octubre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro por e) Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia, 
y, en consecuencia, fija en la cantidad de RD$8.00 la pen-
sión mensual que deberá suministrar el nombrado Pedro 
Rodríguez a la querellante para subvenir a las necesidades 
de un menor que ambos tienen procreado; y, TERCERO: 
Condena al nombrado Pedro Pérez Rodríguez al pago de,  
las costas de esta instancia"; 

Considerando en cuanto a los dos recursos de casa-
ción, que dicha Corte dió por establecido mediante la pon-
deración de las pruebas que fueron regularmente adminis-
tradas en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) "que 
en el preliminar de conciliación ante el Juez de Paz de la 
común de Duvergé, la querrellante Alba Terrero solicitó 
RD$15.00 de pensión, ofreciendo el prevenido Pedro Pérez 
R., la suma de RD$3.00 mensuales"; b) "que la sentencia 
apelada descargó al prevenido como no culpable del delito 
de violación a la Ley N 9  2402 en perjuicio del menor Ma-
nuel Emilio de dos años de edad, y le fijó una pensión de 
RD$5.00 oro mensuales para su manutención"; c) "que so-
bre la apelación interpuesta por Alba Terrero, ésta solici-
tó que se elevara dicha pensión a RD$12.00 y admitió lo 
mismo que lo hizo ante la jurisdicción que dictó la senten-
cia apelada, que el prevenido la había atendido, y que a 
a partir de la querella le pasaba RD$3.00 oro mensuales, 
sin que conste en el expediente que dicho prevenido haya 
estado en falta, con lo cual el referido recurso de apela-
ción se limita únicamente al monto de la pensión"; d) "que 
la señora Terrero, para solicitar del Juzgado de Primera 
Instancia la suma de quince pesos, y de la Corte de Ape- 

ladón la suma de doce pesos como pensión, afirmó, sin 
aportar pruebas, que el prevenido tenía una propiedad agrí-
cola, un teatro y vacas, pero que en ambas jurisdicciones 
el prevenido sostuvo que no las tenía, sino que atendía las 
de su hermano Bardolindo Pérez Rodríguez, y ha probado, 
presentando la declaración jurada que para fines de expe-
dición de la cédula personal de identidad suscribió el men-
cionado Bardolindo Pérez Rodríguez, que este último tiene 
una propiedad agrícola, un teatro y reses por valor de RD$ 
20,000.00"; e) "que el prevenido ha declarado que tiene tres 
hijos más, y la querellante así lo ha admitido"; y f) "que el 
prevenido ganó RD$60.00 pesos mensuales administrando 
las propiedades de su hermano, y paga quince pesos oro de 
impuesto por concepto de la cédula personal de identidad, 
razón por la cual la suma de ocho pesos como pensión se 
ajusta a las condiciones económicas del padre y a las nece-
sidades del menor, por tener éste solos dos años de edad"; 

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente la cuantía de la pensión que debe proveer el 
padre para las atenciones de sus hijos menores de 18 años, 
de acuerdo con las necesidades de éstos y en relación con 
los medios de que pueden disponer ambos padres; que en 
el presente caso, para fijar en la suma de ocho pesos men-
suales la pensión que le debe pasar Pedro Pérez Rodríguez 
a la madre querellante para las atenciones del menor Ma-
nuel Emilio procreado por ellos, la Corte a qua tuvo en 
cuenta los elementos de juicio exigidos por la ley; que, en 
tales condiciones, dicha Corte hizo una correcta aplicación 
del artículo 2 de la Ley N9  2402; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, en lo que concierne a los intereses 
de los mencionados recurrentes en casación, no contiene 
ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Alba Terrero y Pedro Pérez Ro- 
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impugnada e ncasación cuyo dispositivo es como sigue: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por la querellante Alba 
Terrero; SEGUNDO: Modifica la sentencia contra la cual 
se apela y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar 
del presente fallo, dictada en fecha veintisiete de octubre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro por e) Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia, 
y, en consecuencia, fija en la cantidad de RD$8.00 la pen-
sión mensual que deberá suministrar el nombrado Pedro 
Rodríguez a la querellante para subvenir a las necesidades 
de un menor que ambos tienen procreado; y, TERCERO: 
Condena al nombrado Pedro Pérez Rodríguez al pago de 
las costas de esta instancia"; 

Considerando en cuanto a los dos recursos de casa-
ción, que dicha Corte dió por establecido mediante la pon-
deración de las pruebas que fueron regularmente adminis-
tradas en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) "que 
en el preliminar de conciliación ante el Juez de Paz de la 
común de Duvergé, la querrellante Alba Terrero solicitó 
RD$15.00 de pensión, ofreciendo el prevenido Pedro Pérez 
R., la suma de RD$3.00 mensuales"; b) "que la sentencia 
apelada descargó al prevenido como no culpable del delito 
de violación a la Ley N9  2402 en perjuicio del menor Ma-
nuel Emilio de dos años de edad, y le fijó una pensión de 
RD$5.00 oro mensuales para su manutención"; c) "que so-
bre la apelación interpuesta por Alba Terrero, ésta solici-
tó que se elevara dicha pensión a RD$12.00 y admitió lo 
mismo que lo hizo ante la jurisdicción que dictó la senten-
cia apelada, que el prevenido la había atendido, y que a 
a partir de la querella le pasaba RD$3.00 oro mensuales, 
sin que conste en el expediente que dicho prevenido haya 
estado en falta, con lo cual el referido recurso de apela-
ción se limita únicamente al monto de la pensión"; d) "que 
la señora Terrero, para solicitar del Juzgado de Primera 
Instancia la suma de quince pesos, y de la Corte de Ape- 

lación la suma de doce pesos como pensión, afirmó, sin 
aportar pruebas, que el prevenido tenía una propiedad agrí-
cola, un teatro y vacas, pero que en ambas jurisdicciones 
el prevenido sostuvo que no las tenía, sino que atendía las 
de su hermano Bardolindo Pérez Rodríguez, y ha probado, 
presentando la declaración jurada que para fines de expe-
dición de la cédula personal de identidad suscribió el men-
cionado Bardolindo Pérez Rodríguez, que este último tiene 
una propiedad agrícola, un teatro y reses por valor de RDS 
20,000.00"; e) "que el prevenido ha declarado que tiene tres 
hijos más, y la querellante así lo ha admitido"; y f) "que el 
prevenido ganó RD$60.00 pesos mensuales administrando 
las propiedades de su hermano, y paga quince pesos oro de 
impuesto por concepto de la cédula personal de identidad, 
razón por la cual la suma de ocho pesos como pensión se 
ajusta a las condiciones económicas del padre y a las nece-
sidades del menor, por tener éste solos dos años de edad"; 

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente la cuantía de la pensión que debe proveer el 
padre para las atenciones de sus hijos menores de 18 años, 
de acuerdo con las necesidades de éstos y en relación con 
los medios de que pueden disponer ambos padres; que en 
el presente caso, para fijar en la suma de ocho pesos men-
suales la pensión que le debe pasar Pedro Pérez Rodríguez 
a la madre querellante para las atenciones del menor Ma-
nuel Emilio procreado por ellos, la Corte a qua tuvo en 
cuenta los elementos de juicio exigidos por la ley; que, en 
tales condiciones, dicha Corte hizo una correcta aplicación 
del artículo 2 de la Ley N" 2402; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, en lo que concierne a los intereses 
de los mencionados recurrentes en casación, no contiene 

• 
ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Alba Terrero y Pedro Pérez Ro- 
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dríguez contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal en atribuciones correccionales en fecha 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo; y Segundo: Condena al recurrente Pedro Pérez 
Rodríguez, al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
 Pedro R. Batista C.— Juan A. Moret.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel 
jo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

sENTENCIA DE FECHA 1? DE ABRIL DE 1955 

sentRncia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

17 de diciembre de 1954. 

Merla: Penal. 

Beturrente: Heroina Rodriguez.— 

Interviniente: Rafael David Collado.— Ahogado: Lic. Fco. Porfi. 

rio Veras.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H.  
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Moret, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y icenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día primero de abril de mil novecientos cincuenta y 
cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de la 
Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heroína 
Rodríguez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, natural de "Saballo", de la común de Imbert 
de la Provincia de Puerto Plata y domiciliada y residente 
en el mismo lugar, portadora de la cédula personal de iden-
tidad número 821, serie 37, debidamente renovada con se-
llo de Rentas Internas número 518035 para el año 1954, 
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Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
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Rodríguez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
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de la Provincia de Puerto Plata y domiciliada y residente 
en el mismo lugar, portadora de la cédula personal de iden-
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contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de 
fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 

de la Corte a qua a requerimiento de la recurrente, en fe-
cha veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro en la que expresa: "que interpone dicho recurso por 
no estar conforme con la sentencia"; 

Visto el escrito de defensa, suscrito en fecha primero 
de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco por el li-
cenciado Francisco Porfirio Veras, portador de la cédula 
personal de identidad número 16239, serie 1, sello de Ren-
tas Internas número 17115, abogado del prevenido Rafael 
David Collado, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado, domiciliado y residente en la población de Imbert, 
cabecera de la común del mismo nombre, de la Provincia 
de Puerto Plata, portador de la cédula personal de identi-
dad número 37371, serie 31, con sello de Rentas Internas 
número 4425 para el año 1954; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella refiere consta lo siguiente: a) "que 
en fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, compareció por ante el Jefe de Puesto de la Po-
licía Nacional en Imbert, la señora Heroína Rodríguez, y 
presentó formal querella contra el nombrado Rafael David 
Collado, ambos de generales que constan, por el hecho 
este último `no cumplir con las obligaciones que le corres- 

ponden como padre de los gemelos Rafael Antonio y .Elsa. 
María Rodríguez de cinco meses de edad, procreados entre 
ellos'; b) que citadas las partes a comparecer por ante el 
Juez de Paz de la Común de Imbert, a fines de conciliación, 
se levantó acta en fecha treinta de junio de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro día fijado a tal objeto, en la que 
consta que en dicho Juzgado de Paz 'el nombrado Rafael 
David Collado R., declaró que aunque no está seguro si es 
o no el padre de ambos menores, se compromete a pasarle 
a la querellante para sustento de dichos niños, la suma de 
diez pesos oro (RD$10.00) mensuales, dejando en suspen-
so por unos días sus deseos y hasta necesidad de praticarle 
un análisis de sangre a los citados menores para así esta-
blecer la legítima paternidad de los mismos, operación ésta 
de la cual dependerá su continuación en la manutención de 
dichos niños, todo lo que ha sido aceptado por la querellan-
te; c) que apoderado del caso él Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, lo resolvió por 
su sentencia de fecha catorce de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y 
declara, que el nombrado Rafael David Collado, de genel .a-
les anotadas, es el padre de los gemelos Rafael Antonio y 
•lsa María Rodríguez, y, en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de dos años de prisión correccional y al pa-
go de las costas, por violación a la Ley N" 2402 en perjui-
cio de dichos menores; y fija la suma de diez pesos oro, 
(RD$10.00) como pensión mensual nue deberá el inculpa-
do suministrar a la madre querellante para ayudarla al 
sostenimiento de los precitados menores"; 

Considerando que, sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago 
apoderada de dicho recurso dictó primeramente en fecha 
dieciséis de noviembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro una sentencia de reenvío, ordenando por la misma 'un 
experticio médico de las sangres del procesado, de la que- 
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Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 
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y cuatro, compareció por ante el Jefe de Puesto de la Po-
licía Nacional en Imbert, la señora Heroína Rodríguez, y 
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este último `no cumplir con las obligaciones que le corres- 
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María Rodríguez de cinco meses de edad, procreados entre 
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Juez de Paz de la Común de Imbert, a fines de conciliación, 
se levantó acta en fecha treinta de junio de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro día fijado a tal objeto, en la que 
consta que en dicho Juzgado de Paz 'el nombrado Rafael 
David Collado R., declaró que aunque no está seguro si es 
o no el padre de ambos menores, se compromete a pasarle 
a la querellante para sustento de dichos niños, la suma de 
diez pesos oro (RD$10.00) mensuales, dejando en suspen-
so por unos días sus deseos y hasta necesidad de praticarle 
un análisis de sangre a los citados menores para así esta-
blecer la legítima paternidad de los mismos, operación ésta 
de la cual dependerá su continuación en la manutención de 
dichos niños, todo lo que ha sido aceptado por la querellan-
te; c) que apoderado del caso él Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, lo resolvió por 
su sentencia de fecha catorce de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y 
declara, que el nombrado Rafael David Collado, de genera - 
les anotadas, es el padre de los gemelos Rafael Antonio y 
Elsa María Rodríguez, y, en consecuencia, lo condena a 
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go de las costas, por violación a la Ley N" 2402 en perjui-
cio de dichos menores; y fija la suma de diez pesos oro, 
(RD$10.00) como pensión mensual nue deberá el inculpa-
do suministrar a la madre querellante para ayudarla al 
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Considerando que, sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago 
apoderada de dicho recurso dictó primeramente en fecha 
dieciséis de noviembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro una sentencia de reenvío, ordenando por la misma 'un 
experticio médico de las sangres del procesado, de la que- 
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rellante y de los menores cuya paternidad se niega, con el 
objeto de determinar si existe afinidad sanguínea entre di-
chos menores y el inculpado que pueda servir como indicio 
de la paternidad que se investiga, medida a realizar dentro 
del plazo de un mes a partir de la fecha de la sentencia' y 
comisionando al doctor José de Jesús Alvarez Perelló para 
realizar dicho examen previo juramento ante el Juez de Paz 
de la Tercera Circunscripción de la común de Santiago co-
misionado a ese fin; que cumplidas las formalidades orde-
nadas por dicha sentencia, y conocido nuevamente el caso, 
la referida Corte de Apelación de Santiago lo resolvió por 
su sentencia dictada el diecisiete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, ahora impugnada en casación. 
cuyo dispositivo es como sigue: "PRIMERO: Declara re-
guiar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación 
interpuesto por el nombrado Rafael David Collado; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia apelada dictada en fecha ca-
torce de septiembre del año en curso, de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Puerto Plata, que condenó al nom-
brado Rafael David Collado, a sufrir la pena de dos años de 
prisión correccional y al pago de las costas, por el delito de 
violación a la Ley N° 2402, en perjuicio de los menores Ra-
fael Antonio y Elsa María Rodríguez, procreados con la 
señora Heroína Rodríguez, y le fijó en la cantidad de diez 
pesos oro mensuales, la pensión que debía pasar a la madre 
querellante para ayudar al sostenimiento de los referidos 
menores, y obrando por propia autoridad declara que el 
prevenido Rafael David Collado no es el padre de los refe-
ridos menores Rafael Antonio y Elsa María Rodríguez, 
procreados por la señora Heroína Rodríguez, y en conse-
cuencia, lo descarga del delito de violación a la Ley N° 2402 
que se le imputa en perjuicio de los referidos menores, por 
insuficiencia de pruebas; TERCERO: Declara de oficio las 
costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucción de la causa: a) 
que la querellante Heroína Rodríguez ha manifestado en 
su declaración que ha procreado con el prevenido dos hijos 
gemelos (mellizos) de nombres Rafael Antonio y Elsa Ma-
ría Rodríguez de once meses de edad y que el inculpado 
Rafael David Collado niega ser el padre de los referidos 
menores; b) que tanto la querellante como el procesado ad-
miten haber sostenido relaciones carnales una sola vez, en 
fecha catorce de marzo de mil novecientos cincuenta y tre3, 
y esta afirmación de ambos está robustecida por la decla-
ración del testigo Patricio Lantigua, quien ha manifestado 
que el día catorce de marzo de mil novecientos cincuenta 
y tres, acompañó al procesado Rafael David Collado y al 
señor Amaris Antonio Hernández a conducir un ganado a 
la común de Bajabonico, y que al llegar a dicho lugar Co-
llado les manifestó que iba a "encaminar" en su Jeep a la 
señora Heroína Rodríguez y permaneció ausente con ella 
como treinta minutos; c) que la misma querellante ha ma-
nifestado que después de haber sostenido contacto con el 
prevenido el día catorce de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y tres, no lo tuvo con ningún otro hombre y ni an-
tes ni después de la fecha antes señalada; pero que los tes-
tigos han manifestado "que se decía que antes de que la 
expresada señora saliera en estado de embarazo mantenía 
relaciones carnales con Martín Paradis y un tal Pujols"; d) 
"que debe presumirse que la querellante sostenía relaciones 
carnales con otros hombres, ya que al sostenerla con el pre-
venido Collado la primera vez que se vieron en una forma 
tan rápida, es lógico suponer que ella era una mujer acos-
tumbrada a brindar el amor con relativa facilidad"; e) "que 
ha quedado comprobado que élla alumbró los mellizos cuya 
paternidad le imputa al prevenido el día catorce de enero 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, esto es, diez meses 
después de haber sostenido contacto carnal con el mismo"; 
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rellante y de los menores cuya paternidad se niega, con el 
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f) "que el doctor José de Jesús Alvarez expresa en el ex-
perticio médico que realizó en las sangres del prevenido de 
la señora Rodríguez y de los dos niños mellizos ya mencio-
nados, que la hembra tiene un tipo de sangre que no le 
permite ser hija de dicho prevenido, aunque sí puede serlo 
el otro niño, Rafael Antonio"; g) "que en el presente caso 
podría tratarse según lo expone el referido experto, doctor 
José de Jesús Alvarez, de un fenómeno de superfecunda-
ción, esto es, que la fecundación sea producida en la madre 
por dos hombres diferentes y que cada uno de los mellizos 
tenga un padre distinto"; h) "que el mencionado galeno 
manifiesta en el certificado médico expedido, que la super-
fecundación es un (fenómeno sumamente raro"; i) "que 
también expresa el certificado médico a que se ha hecho 
referencia, que está contra las reglas biológicas el parto que 
se produzca diez meses después de la concepción y que aún 
se contrarían más dichas reglas biológicas, cuando lo ex-
presado ocurre en casos de mellizos, en que regularmente 
los alumbramientos ocurren prematuramente"; j) "que di 

 existen individuos cuyos tipos de sangre pueden engendrar 
hijos de dos tipos de sangre diferentes, como en el presen-
te caso, esto es, que no existiría imposibilidad biológica pa-
ra que uno de estos individuos pudiera ser el padre de am-
bos niños según lo expresa el doctor José de Jesús Alvarez 
en su experticio"; k) "que en razón de que no existe nin-
gún parecido físico entre el prevenido Rafael David Colla-
do y los menores cuya paternidad se le imputa y unido es-
to a las razones expuestas anteriormente, esta Corte abriga 
la más profunda duda respecto a que el mencionado pre-
venido sea el padre de los menores de que se trata y por 
consiguiente procede declarar que él no es el padre y des-
cargarlo por insuficiencia de pruebas"; 

Considerando que los jueces del fondo gozan de un po-
der soberano para la ponderación de las pruebas regular-
mente administradas en la instrucción de la causa; que, en 
consecuencia, la Corte a qua, al revocar la sentencia apela- 

da y descargar al prevenido Rafael David Collado del deli-
to de violación de la ley 2402 en perjuicio de los menons 
Rafael Antonio y Elsa María Rodríguez, hizo una correc-
ta aplicación del artículo 212 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne 
al interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Heroína Rodríguez, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha diecisie-
te de diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, 
y Segundo: Condena a dicha recurrente al pago de las cos-
tas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez 
y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y N'e 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  -DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad TrujWo de 
fecha 26 de noviembre de 1954. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fidencio Moreno (a) Pichln.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., y Manuel A. Amiama, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día pri-
mero de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año 
del Benefactor de la Patria"; años 112' de la Independencia. 
92' de la Restauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

- tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fidencio 
Moreno (a) Pichín, dominicano, mayor de edad, soltero, 
comerciante, natural de La Victoria, y domiciliado y resi-
dente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal 
de identidad número 1060, serie 9, con sello para 1954 
número 11803, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha veinte y seis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, el mismo día de la notificación de la sentencia recurrida 
(10 de diciembre de 1954), acta en la cual declaró el recu-
rrente "que el presente recurso lo interpone por no estar 
conforme con la antes mencionada sentencia y que oportu-
namente será depositado el memorial de agravios", el cual. 
no fué depositado; 

La Suprema Corte de Justicia, después d ehaber deli-
berado y vistos los artículos 367, 371 y 463, apartado 69 
del Código Penal; 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en !os 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por acta de fecha diez de noviembre del año mil novecien-
tos cincuenta y tres, redactada en virtud de una querella 
presentada por ante Jorge G. Marte, Segundo Teniente P. 
N. Comandante del Destacamento P. N., del Barrio de Me-
joramiento Social N° 1, por Florinda Alcántara de Santana 
contra el nombrado Fidencio Moreno (a) Pichín, éste tué 
sometido a la acción de la justicia, prevenido del delito de 
difamación; b) que apoderado del hecho la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, se fijó la audiencia pública del 
día veintisiete de julio del año mil novecientos cincuenta y 
cuatro, para la vista de la causa, la cual tuvo efecto, previo 
cumplimiento de las formalidades legales; c) que en esa 
misma fecha, la mencionada Primera Cámara Penal dictó 
en sus atribuciones correccionales, una sentencia, por cuyo 
dispositivo declaró al prevenido Fidencio .  Moreno (a) Pi-
chín, culpable del delito de difamación, en perjuicio de Flo-
rinda Alcántara de Santana, y lo condenó al pago de una 
multa de veinte y cinco pesos oro (RD$25.00), compensa- 
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ble con prisión en caso de insolvencia, a razón de un di.1 
por cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; declaró regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Florinda Alcántara de 
Santana, y condenó a Fidencio Moreno (a) Pichín, al pago 
de una indemnización de doscientos pesos oro (RD$200.00) 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
sufridos por Florinda Alcántara de Santana, a causa del 
hecho delictuoso cometido por el prevenido Fidencio Mo-
reno (a) Pichín; y finalmente, condenó a éste último al pa-
go de las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas 
en provecho del Dr. Juan Canto Rosario, abogado, quien 
afirmó haberlas avanzado en su mayor parte; d) que con-
tra la antes mencionada sentencia interpusieron recursos 
de apelación el prevenido Fidencio Moreno (a) Pichín, y 
la parte civil legalmente constituida, Florinda Alcántara 
de Santana en fechas dos y once de octubre de mil nove- 
cientos cincuenta y cuatro, respectivamente; e) que depo- 
sitado el expediente correspondiente en la Secretaría de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, fué fijada la au- 
diencia pública del día cinco de noviembre de mil nove- 
cientos cincuenta y cuatro, para el conocimiento de la cau- 
sa;— que a esta audiencia no comparecieron ninguna de 
las partes no obstante haber sido legalmente citadas, y la 
mencionada Corte de Apelación dictó ese mismo día una 
sentencia en defecto, cuyo dispositivo se copia íntegramen- 
te en el de la sentencia impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido Fidencio Moreno (a) Pichín, la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la for-
ma, el recurso de oposición interpuesto por el prevenido 
Fidencio Moreno (a) Pichín; SEGUNDO: En cuanto al fon-
do, rechaza el referido recurso de oposición por improce-
dente é infundado; y, en consecuencia, confirma en todas  

sus partes la sentencia objeto del recurso de oposición, dic-
tada en atribuciones correccionales por esta Corte de Ape-
lación en fecha cinco de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo dice así: — 'FALLA: 
primero: Pronuncia el defecto contra el prevenido Fiden-
cio Moreno (a) Pichín y la parte civil constituida Florinda 
Alcántara de Santana, por no haber comparecido a esta 
audiencia, para la cual fueron legalmente citados;— Segun-
do: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el prevenido Fidencio 
Moreno (a) Pichín; Tercero: Declara inadmisible, por tar-
dío, el recurso de apelación interpuesto por la parte civil 
constituida Florinda Alcántara de Santana; Cuarto: Con-
firma en todas sus partes, la sentencia contra la cual se 
apela, dictada en atribuciones correccionales por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha veintisiete (27) 
del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y cuatro 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe de-
clarar, como en efecto declara, al nombrado Fidencio Mo-
reno (a) Pichín, de generales anotadas, culpable del delito 
de difamación, en perjuicio de la señora Florinda Alcánta-
ra de Santana, y en consecuencia, se le condena al pago 
de una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) compen-
sable con prisión en caso de insolvencia, a razón de un día 
por cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Segundo: Que debe declarar, como 
en efecto declara, regular y válida la constitución en parte 
civil hecha por la señora Florinda Alcántara de Santana, y 
en consecuencia, se condena a Fidencio Moreno (a) Pichín, 
al pago de una indemnización de doscientos pesos oro (RD$ 
200.00) como justa reparación de los daños morales y ma-
teriales sufridos por la señora Florinda Alcántara de San-
tana a causa del hecho delictuoso por él cometido; Tercero: 
Que debe condenar, como en efecto condena, al menciona-
do prevenido al pago de las costas penales y civiles, distra- 
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ble con prisión en caso de insolvencia, a razón de un dia 
por cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; declaró regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Florinda Alcántara de 
Santana, y condenó a Fidencio Moreno (a) Pichín, al pago 
de una indemnización de doscientos pesos oro (RD$200.00) 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
sufridos por Florinda Alcántara de Santana, a causa del 
hecho delictuoso cometido por el prevenido Fidencio Mo-
reno (a) Pichín; y finalmente, condenó a éste último al pa-
go de las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas 
en provecho del Dr. Juan Canto Rosario, abogado, quien 
afirmó haberlas avanzado en su mayor parte; d) que con-
tra la antes mencionada sentencia interpusieron recursos 
de apelación el prevenido Fidencio Moreno (a) Pichín, y 
la parte civil legalmente constituida, Florinda Alcántara 
de Santana en fechas dos y once de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, respectivamente; e) que depo-
sitado el expediente correspondiente en la Secretaría de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, fué fijada la au-
diencia pública del día cinco de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, para el conocimiento de la cau-
sa;— que a esta audiencia no comparecieron ninguna de 
las partes no obstante haber sido legalmente citadas, y la 
mencionada Corte de Apelación dictó ese mismo día una 
sentencia en defecto, cuyo dispositivo se copia íntegramen-
te en el de la sentencia impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido Fidencio Moreno (a) Pichín, la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la for-
ma, el recurso 'de oposición interpuesto por el prevenido 
Fidencio Moreno (a) Pichín; SEGUNDO: En cuanto al fon-
do, rechaza el referido recurso de oposición por improce-
dente é infundado; y, en consecuencia, confirma en todas 

 

sus partes la sentencia objeto del recurso de oposición, dic-
tada en atribuciones correccionales por esta Corte de Ape-
lación en fecha cinco de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo dice así: — 'FALLA: 
primero: Pronuncia el defecto contra el prevenido Fiden-
cio Moreno (a) Pichín y la parte civil constituida Florinda 
Alcántara de Santana, por no haber comparecido a esta 
audiencia, para la cual fueron legalmente citados;— Segun-
do: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el prevenido Fidencio 
Moreno (a) Pichín; Tercero: Declara inadmisible, por tar-
dío, el recurso de apelación interpuesto por la parte civil 
constituida Florinda Alcántara de Santana; Cuarto: Con-
firma en todas sus partes, la sentencia contra la cual se 
apela, dictada en atribuciones correccionales por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha veintisiete (27) 
del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y cuatro 
Cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe de-
clarar, como en efecto declara, al nombrado Fidencio Mo-
reno (a) Pichín, de generales anotadas, culpable del delito 
de difamación, en perjuicio de la señora Florinda Alcánta- 

• ra de Santana, y en consecuencia, se le condena al pago 
de una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) compen-
sable con prisión en caso de insolvencia, a razón de un día 
por cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor cir-
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civil hecha por la señora Florinda Alcántara de Santana, y 
en consecuencia, se condena a Fidencio Moreno (a) Pichín, 
al pago de una indemnización de doscientos pesos oro (RD$ ° 
200.00) como justa reparación de los daños morales y ma-
teriales sufridos por la señora Florinda Alcántara de San-
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yendo éstas últimas en provecho del Dr. Juan Canto Rosa 
rio, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte" 
Quinto: Condena a los apelantes al pago de las costas d 
de sus respectivos recursos de apelación'.— TERC,LHO. 
Condena al prevenido Fidencio Moreno (a) Pichín al pag 
de las costas de su recurso de oposición"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu 
larmente aportadas en la instrucción de la causa los si 
guientes hechos: "a) que una noche del mes de noviembre 
de 1953, el prevenido Fidencio Moreno (a) Pichín, quie 
tiene una pulpería en una casa que colinda con la pieza 
donde vive la agraviada Florinda Alcántara de Santana, 
hacia un patio por donde pasan los moradores del lugar 
demás personas, se acercó a la puertade la pieza de la agra 
viada y después de tocar a la puerta le dijo en voz alta, que 
pudo ser oído por varias personas, entre otras cosas, qu' 
ella era un cuero, que estaba acostumbrada a acostarse co . 

 su empleado; b) que esas palabras aunque pronunciadas en 
un patio fueron oídas por varios vecinos y por algunas 
personas que pasaban por allí; c) que, aún cuando el pre-
venido Fidencio Moreno (a) Pichín niega haber dicho las 
palabras difamatorias transcritas, conviene y acepta que 
a la hora que dice la agraviada pasaron los hechos él estu-
ba peleando con su empleado en la pulpería; y d) que al-
gunos testigos tales como Sergio Santana Guzmán, Jaime 
Cabral y Rafael de la Cruz confirman que oyeron discutir, 
al prevenido con su empleado en la hora que afirmó la que-
rellante que ocurrieron los hechos"; 

Considerando que en la sentencia impugnada la Corte-
a qua le ha lado a los hechos así comprobados su verdade-
ra calificación legal de difamación; que, por otra parte, al 
declarar culpable a dicho prevenido de ese delito e impo-
nerle la pena de veinte y cinco pesos oro de multa, compen-
sable con prisión en caso de insolvencia, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una  

correcta aplicación de los artículos 367, 371 463, apartado 
6^, del Código Penal; 
• Considerando en lo que respecta a las condenaciones 

civiles, que todo hecho del hombre que causa un daño a 
otro obliga a aquel por cuya culpa sucedió a repararlo; que. 
en la especie, los jueces del fondo han admitido que el he-
cho cometido por el prevenido le ha causado perjuicios a 
la parte civil constituida, los cuales fueron estimados sobe-
ranamente en la cantidad de doscientos pesos oro (RD$ 
200.00); que, por tanto, al confirmar la sentencia apelada 
el fallo impugnado ha hecho una correcta aplicación del 
artículo 1282 del Código Civil; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fidencio Moreno (a) Pichín, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veinte y seis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras — 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que en la sentencia impugnada la Corte 
a qua le ha lado a los hechos así comprobados su verdade-
ra calificación legal de difamación; que, por otra parte, al 
declarar culpable a dicho prevenido de ese delito e impo-
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correcta aplicación de los artículos 367, 371 463, apartado 
6^, del Código Penal; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 
civiles, que todo hecho del hombre que causa un daño a 
otro obliga a aquel por cuya culpa sucedió a repararlo; que. 
en la especie, los jueces del fondo han admitido que el he-
cho cometido por el prevenido le ha causado perjuicios a 
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200.00); que, por tanto, al confirmar la sentencia apelada 
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artículo 1282 del Código Civil; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fidencio Moreno (a) Pichín, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, (le 
fecha veinte y seis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras — 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
de Macorís de fecha 12 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurente: Trinidad Rodríguez.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama y doctor Car-
los Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Benefactor 
de la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' de la Res-
tauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Trinidad 
Rodríguez, dominicana, mayor de edad, soltera, lavandera 
y aplanchadora, domiciliada y residente en San Felipe Aba-
jo, jurisdicción de la común de Pimentel, Provincia Duarte, 
portadora de la cédula personal de identida dnúmero 1003, 
serie 57, renovada con sello de Rentas Internas número 
506379 para el año 1954, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, dictada en atribu-
ciones correccionales en fecha doce de enero de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de la recu-
rrente, en fecha doce de enero de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, en la cual se expresa "que recurre en casación 
por no estar conforme con la sentencia" y no se señala nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que eti 
en fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dictó una senten-
cia en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara, al nom-
rado Juan Rosario, de generales anotadas, culpable como 
autor del delito de violación a la Ley N -  1051, en perjuicio 
de su hijo Antonio de 8 años de edad, que tiene procreado 
con la señora Trinidad Rodríguez, y en consecuencia se 
condena a cumplir un (1) año de prisión correccional; SE-
GUNDO: que debe fijar y fija, en RD3.00 la pensión men-
sual que el prevenido debe pasarle a la madre querellante, 
para la manutención del referido menor a partir de la fe-
cha de la sentencia; TERCERO: que debe ordenar y orde-
na, al nombrado Juan Rosario, la entrega del menor Anto-
nio a su madre señora Trinidad Rodríguez; CUARTO: que 
que debe ordenar y ordena, la ejecución provisional de la 
sentencia no obstante cualquier recurso; QUINTO: que de-
be condenar y condena, además al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Juan Rosario, la Corte de Apelación de San 
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Francisco de Macorís conoció de la causa en audiencia pti- , 
 blica del dieciséis de diciembre de mil novecientos cincue, , 

ta y cuatro, dictando ese día una sentencia de reenvío para 
la audiencia del veintiuno del mismo mes y año, a fin de 
que el menor fuera presentado ante la Corte, y se citaran 
los testigos que indicaran las partes para una mejor sustan-
ciación del caso; que, efectuada la nueva audiencia, dicha 
Corte dictó en fecha doce de enero de mil novecientos cin-
cuenta y cinco la sentencia ahora impugnada cuyo disposi-
tivo textualmente dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma el presente recurso 
de apelación interpuesto por el prevenido Juan Rosario, 
contra sentencia dictada en fecha veintidós de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, e nsus atribuciones 
correccionales por la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: Falla: Primero: Que debe declarar y 
declara, al nombrado Juan Rosario, de generales anotadas, 
culpable como autor del delito de violación a la Ley N 9 

 1051, en perjuicio de hijo Antonio de 8 años de edad, que 
tiene procreado con la señora Trinidad Rodríguez, y en 
consecuencia se condena a sufrir un año de prisión correc-
cional; Segundo: Que debe fijar y fija, en RD$3.00 la pen-
sión mensual que el prevenido debe pasarle a la made que-
rellante, para la manutención del referido menor a partir 
de la fecha de esta sentencia; Tercero: Que debe ordenar y 
ordena, al prevenido Juan Rosario, la entrega del menor 
Antonio a su madre señora Trinidad Rodríguez; Cuarto: 
que debe condenar y condena, además, al prevenido, al pa-
go dh las costas'; SEGUNDO: Revoca la antes expresada 
sentencia y obrando por propia autoridad descarga al pre-
venido Juan Rosario del delito que se le imputa por no ha-
berlo cometido; TERCERO: Declara las costas de ambas 
instancias de dficio"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu- 

iarmente administradas en la instrucción de la causa: a) 
"que en fecha 2 de agosto de 1947, a raíz de la querella 
presentada por Trinidad Rodríguez ante el Jefe de la Poli-
cía en Pimentel de fecha 22 de julio del mismo año contra 
el prevenido Juan Rosario, por violación a la Ley I\19 1051 
en  perjuicio del menor Antonio, se levantó ante el Juez de 
Paz de la citada común un acta de conciliación medianta 
la cual Juan Rosario se comprometió a pasar mensualmente 
a la querellante un peso cincuenta centavos olo para la ma-
nutención del referido menor"; b) "que en fecha 2 de junio 
de 1949, comparecieron nuevamente ante el indicado Juez 
de Paz la querellante y el prevenido, y allí mediante acta 
redactada a sus requerimientos se hizo constar entre otras 
cosas lo siguiente: 'y nos ha expuesto la primera: que ha 
recibido del señor Juan Rosario la suma de diez pesos oro 
como saldo de las, pensiones alimenticias atrasadas y asig-
nadas por éste a su hijo Antonio, procreado con la exponen-
te, que además han convenido, élla en entregarle su referi-
do hijo Antonio para su guarda y educación en razón de 
que ella comprende que el señor Juan Rosario en su calidad 
de padre y de hombre a la vez, está en mejor condición que 
ella, para sostenerlo y educarlo'. .. 'quedando bajo la guar-
da de su señor padre Juan Rosario, desde esta fecha el re-
ferido menor Antonio"; e) "que hasta el día siete. de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro no se volvió 
a mover el expediente relativo a la referida querella, fecha 
en la cual el Juez de Paz de la común de Pimentel lo remi-
tió al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Duarte quien apoderó a la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial continuán-
dole los procedimientos y vistas de causas que culminaron 
con la sentencia apelada"; d) "que la falta de la pieza, o 
documento contentivo de la querella, en el expediente de 
dicha causa, por haberse extraviado dicho documento, no 
es óbice para que el procedimiento relativo al proceso de 

e se trata sea regular, pues, dicha querella fué tomada 
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Francisco de Macorís conoció de la causa en audiencia pu-, 
blica del dieciséis de diciembre de mil novecientos cincue,„ 
ta y cuatro, dictando ese día una sentencia de reenvío para 
la audiencia del veintiuno del mismo mes y ario, a fin de 
que el menor fuera presentado ante la Corte, y se citaran 

, los testigos que indicaran las partes para una mejor sustan-
ciación del caso; que, efectuada la nueva audiencia, dicha 
Corte dictó en fecha doce de enero de mil novecientos cin-
cuenta y cinco la sentencia ahora impugnada cuyo disposi-
tivo textualmente dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma el presente recurso 
de apelación interpuesto por el prevenido Juan Rosario, 
contra sentencia dictada en fecha veintidós de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, e nsus atribuciones 
correccionales por la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: Falla: Primero: Que debe declarar y 
declara, al nombrado Juan Rosario, de generales anotadas, 
culpable como autor del delito de violación a la Ley N9 
1051, en perjuicio de hijo Antonio de 8 años de edad, que 
tiene procreado con la señora Trinidad Rodríguez, y en 
consecuencia se condena a sufrir un ario de prisión correc-
cional; Segundo: Que debe fijar y fija, en RD$3.00 la pen-
sión mensual que el prevenido debe pasarle a la made que-
rellante, para la manutención del referido menor a partir 
de la fecha de esta sentencia; Tercero: Que debe ordenar y 
ordena, al prevenido Juan Rosario, la entrega del menor 
Antonio a su madre señora Trinidad Rodríguez; Cuarto: 
que debe condenar y condena, además, al prevenido, al pa-
go db las costas'; SEGUNDO: Revoca la antes expresada 
sentencia y obrando por propia autoridad descarga al pre-
venido Juan Rosario del delito que se le imputa por no ha-
berlo cometido; TERCERO: Declara las costas de ambas 
instancias de dficio"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu- 
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ente administradas en la instrucción de la causa: a) 
“que en fecha 2 de agosto de 1947, a raíz de la querella 
presentada por Trinidad Rodríguez ante el Jefe de la Poli-
cía en Pimentel de fecha 22 de julio del mismo ario contra 
el prevenido Juan Rosario, por violación a la Ley N9 1051 
en perjuicio del menor Antonio, se levantó ante el Juez de 
paz de la citada común un acta de conciliación medianta 
la cual Juan Rosario se comprometió a pasar mensualmente 
a la querellante un peso cincuenta centavos olo para la ma-
nutención del referido menor"; b) "que en fecha 2 de junio 
de 1949, comparecieron nuevamente ante el indicado Juez 
de Paz la querellante y el prevenido, y alli mediante acta 
redactada a sus requerimientos se hizo constar entre otras 
cosas lo siguiente: 'y nos ha expuesto la primera: que ha 
recibido del señor Juan Rosario la suma de diez pesos oro 
como saldo de las, pensiones alimenticias atrasadas y asig-
nadas por éste a su hijo Antonio, procreado con la exponen-
te, que además han convenido, élla en entregarle su referi-
do hijo Antonio para su guarda y educación en razón de 
que ella comprende que el señor Juan Rosario en su calidad 
de padre y de hombre a la vez, está en mejor condición que 
ella, para sostenerlo y educarlo'. .. 'quedando bajo la guar-
da de su señor padre Juan Rosario, desde esta fecha el re-
ferido menor Antonio"; c) "que hasta el día siete de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro no se volvió 
a mover el expediente relativo a la referida querella, fecha 
en la cual el Juez de Paz de la común de Pimentel lo remi-
tió al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Duarte quien apoderó a la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial continuán-
dose los procedimientos y vistas de causas que culminaron 
con la sentencia apelada"; d) "que la falta de la pieza, o 
documento contentivo de la querella, en el expediente de 
dicha causa, por haberse extraviado dicho documento, no 
es óbice para que el procedimiento relativo al -proceso de 

e se trata sea regular, pues, dicha querella fué tomada 
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en consideración en el Juzgado de Paz de Pimentel para loa 
fines de conciliación que indica la Ley NY 1051, sustituida 
hoy por la N^ 2402, sobre paternidad, y el acta auténtica re-
dactada al efecto hace la mención correspcmdiente de la 
petida querella, base de este expediente, por lo que, dich 
acta suple su carencia material"; e) "que por lo que h 
expuesto en el plenario varios testigos idóneos, entre ell 
el Alcalde Pedáneo de la Sección de San Felipe Arriba, as 
como por la carta-certificación de la Maestra de la Escuel 
de Emergencia de Buena Vista, paraje de "Guanábano' 
documento que fué leído en audiencia y que consta en e 
proceso, la Corte da por establecido que el menor Antoni 
ha estado y está desde hace varios años bajo la guarda 
su padre el inculpado Juan Rosario, por entrega voluntari 
que mediante acta ya descrita le hiz,o la querellante Trini 
dad Rodríguez"; f) "que para el menor Antonio es m 
conveniente que permanezca bajo la guarda de su pad 
Juan Rosario, toda vez que como se ha demostrado en I 
distintos plenarios, él posee una posición moral y económi 
ca muy superior a la de la madre querellante, y a su lad 
dicho menor podrá continuar asistiendo a la Escuela pa 
obtener una preparación adecuada y se formara en un 
biente más acorde con la moral"; g) "que por todo el 
esta Corte aprecia que el inculpado Juan Rosario no h 
violado la Ley N° 1051 en perjuicio de su hijo menor Ant 
nio"; 

Considerando que la Corte a qua al dar por establecid 
que el prevenido Juan Rosario no cometió el delito que 
le imputaba, porque desde hace varios arios dicho preven 
do tiene bajo su guarda al menor de que se trata por en 
trega voluntaria que del mismo le hizo la madre querellan 
te, hizo una correcta aplicación del artículo 212 del Códig 
de Procedimiento Criminal, al descargarlo de toda respon 
sabilidad; 

Considerando que examinada en sus demás aspect 
la' sentencia impugnada no contiene, en cuanto conciern  

al interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ación interpuesto por Trinidad Rodríguez contra sentencia 

la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, de 
echa doce de enero de mil novecientos cincuenta y cinco, 

cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; Segtindo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio I3eras. 
Pedro R. Batista C.—Juan A. Morel.—A. Alvarez Aybar. 
Damián Báez B.—Manuel A. Amiama.—Carlos Sánchez 
sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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en consideración en el Juzgado de Paz de Pimentel para los 
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que el prevenido Juan Rosario no cometió el delito que 
le imputaba, porque desde hace varios años dicho preven' 
do tiene bajo su guarda al menor de que se trata por en 
trega voluntaria que del mismo le hizo la madre querellan 
te, hizo una correcta aplicación del artículo 212 del Códig 
de Procedimiento Criminal, al descargarlo de toda respon 
sabilidad; 

Considerando que examinada en sus demás aspect 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto conciern 

al interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Trinidad Rodríguez contra sentencia 
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cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
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—Pedro R. Batista C.—Juan A. Morel.—A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.—Manuel A. Amiama.—Carlos Sánchez 
y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Barahona de fecha 2 de diciembre de 1954. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Emilio Olivero.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de a República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Hérrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Manuel A, 
Amiama, doctor Carlos Sánchez y Sánchez y licenciado 
Víctor Garrido, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día veinte del mes de abril 
de.mil  novecientos cincuenta y cinco. "Año del Benefactor 
de la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' de la Res-
tauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Emilio Olivero, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en la Sección de Polo, Co-
mún de Cabral, Provincia de Barahona, portador de la cé-
dula personal de identidad número 2756, serie 19, sello nú-
mero 132246, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, de fecha dos de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, dictada en 
grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrada Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fe- 

a  
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cua- 
en la Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento 

1 recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
ado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

rado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley N° 1688, 
1 1948, reformada por la Ley N° 1746, también de 1948, 
bre Conservación Forestal y Arboles Frutales, y 1 y 65 

e la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
entos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

fecha veintisiete de junio de mil novecientos cincuenta 
y cuatro el Guardabosques Domingo Matos levantó un acta 
en la cual se expresa que en la Sección de Polo, Común de 
Cabral, Provincia de Barahona, comprobó una infracción 
cometida por Manuel Emilio Olivero consistente en el hecho 
de cortar cinco árboles de cedro y veinte y nueve de cabir-
ma, sin tener el permiso correspondiente; b) que sometido 

-a la acción de la justicia Manuel Emilio Olivero, el Juzgado 
de Paz de Cabral apoderado del asunto, lo condenó por sen-
tencia del diecinueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro a treinta días de prisión correccional, a 
veinticinco pesos oro de multa y al pago de las costas, por 
violación de los artículos 9 bis y 14 de la Ley N^ 1688, mo-
dificada por la Ley N9  1746; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter- 
puesto por el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia 

ora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA PRI- 
O: Declara regular el recurso de apelación interpues- 

to por el prevenido Manuel Emilio Olivero (a) Godiego, por 
haber sido interpuesto en tiempo oportuno;— SEGUNDO: 
Confirma en todas sus partes la sentencia impugnada, dic- 
lada por el Juzgado de Paz de la común de Cabral en fe- 
'cha 19 de noviembre de 1954, cuyo dispositivo dice así:— 
'PRIMERO: que debe declarar y declara al nombrado Ma- 
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dula personal de identidad número 2756, serie 19, sello nú-
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grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-
a dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cua-

en la Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
ado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

rado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley N9 1688, 
1 1948, reformada por la Ley N') 1746, también de 1948, 
bre Conservación Forestal y Arboles Frutales, y 1 y 65 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

ocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de junio de mil novecientos cincuenta 
y cuatro el Guardabosques Domingo Matos levantó un acta 
en la cual se expresa que en la Sección de Polo, Común de 
Cabral, Provincia de Barahona, comprobó una infracción 
cometida por Manuel Emilio Olivero consistente en el hecho 
de cortar cinco árboles de cedro y veinte y nueve de cabir-
ma, sin tener el permiso correspondiente; b) que sometido 
-a la acción de la justicia Manuel Emilio Olivero, el Juzgado 
de Paz de Cabral apoderado del asunto, lo condenó por sen-
tencia del diecinueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro a treinta días de prisión correccional, a 
veinticinco pesos oro de multa y al pago de las costas, por 
violación de los artículos 9 bis y 14 de la Ley N^ 1688, mo-

.dificada por la Ley N 9  1746; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia 
. ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA PRI-
MERO: Declara regular el recurso de apelación interpues-
to por el prevenido Manuel Emilio Olivero (a) Godiego, por 
haber sido interpuesto en tiempo oportuno;— SEGUNDO: 
Confirma en todas sus partes la sentencia impugnada, dic-
tada por el Juzgado de Paz de la común de Cabral en fe-
tila 19 de noviembre de 1954, cuyo dispositivo dice así:— 
'PRIMERO: que debe declarar y declara al nombrado Ma- 

1 
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nuel Emilio Olivero, cuyas generales constan en proceso, 
culpable del hecho de violación al artículo 9 bis de la Ley 
N" 1688, sobre Conservación Forestal y- Arboles Frutales 
(haber cortado en terrenos del Estado, 5 cedros y 9 cabir-
mas, sin estar provisto de su permiso que exige la Ley) y 
en consecuencia lo condena al pago de una multa de R13$ 
25.00, multa que en caso de insolvencia será compensada 
a razón de un día de prisión por cada peso oro dejado de 
pagar, a sufrir la pena de 30 días de prisión correccional 
que cumplirá en la cárcel pública de la ciudad de Baraho-
na y al pago de las costas del procedimiento a cargo de 
apelación por su hecho cometido';— TERCERO: Condena, 
además, al prevenido Manuel Emilio Olivero, al pago de las 
costas de su recurso"; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la causa, 
comprobó que el prevenido Manuel Emilio Olivero realizó 
cortes de árboles maderables (cedro y cabirma) en la sec-
ción de "Polo", Común de Cabral, Provincia de Barahona, 
sin antes haberse provisto del permiso correspondiente de 
la Secretaría de Estado de Agricultura; 

Considerando que todos los elementos del delito de cor-
te de árboles maderables previsto por el artículo 9 bis y 
sancionado por el artículo 14 de la Ley 1688, reformada 
por la Ley 1746, se encuentran reunidos en los hechos que el 
Juez a quo comprobó y admitió de la manera antes indica-
da, y que al calificarlo de ese modo e imponerle al inculpa-
do las penas mencionadas, en la sentencia impugnada se 
hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que en sus demás aspectos el fallo im-
pugnado no contiene, en lo que concierne al interés del pre-
venido, ningún vicio que lo haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Emilio Olivero contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- 
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cial de Barahona, de fecha dos de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, dictada en grado de apelación, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
segundo: Condena a? recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y 
Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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cial de Barahona, de fecha dos de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, dictada en grado de apelación, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
segundo: Condena a? recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y 
Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito , 

 Judicial de La Vega de fecha 14 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Anibal Durán S.— Abogado: Dr. Ramón A. Gon-
zález H. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinte del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta 

 
 y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de 

la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Aní-
bal Durán S., dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la sección de Palero, común 
de Constanza, Provincia de La Vega, portador de la cédula 
personal de identidad número 323, serie 50, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia lel Distrito Judicial 
de La Vega, de fecha catorce del mes de enero de mil no-
pecientos cincuenta y cinco, dictada en grado de apelación, 
cuyo dispositipo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-
cha catorce de enero de mil novecientos cincuenta y cinco, 
en  la Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del Dr. 
Ramón A. González H., portador de la cédula personal de 
identidad número 24562, serie 47, sello número 25753, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber' deli-
berado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley número 
1688, del 1948, reformada por la Ley número 1746, tam-
bién de 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fruta• 
les, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los.. 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) .  que 
en fecha cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y 
cuatro el Guardabosque. Etanislao Abreu levantó un acta 
en la cual se expresa que en la Sección de Palero, común 
de Constanza, Provincia de La Vega, comprobó una infrac-
ción cometida por José Aníbal Durán S., consistente 'en el 
hecho de cortar treinta y cuatro pinos, sin tener'el permiso 
correspondiente; b) que sometido a la acción de la justicia 
José Aníbal Durán S., el Juzgado de Paz de Constanza, 
apoderado del asunto, lo condenó por sentencia 'del siete 
de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro a treinta 
días de prisión correccional, a veinticinco pesos oro- de mul-
ta y al pago de las costas, por haber tumbado pinos para 
fines de cultivos, en violación de los artículos 9 bis y 14 de 
la Ley N. 1688, modificada por la Ley número 1746; . 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara bueno y válido el recurso le apeláción 
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berado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley' número 
1688, del 1948, reformada por la Ley número 1746, tam-
bién de 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fruta-
les, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: al que 
en fecha cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y 
cuatro el Guardabosque. Etanislao Abreu levantó un acta 
en la cual se expresa que en la Sección de Palero, común 
de Constanza, Provincia de La Vega, comprobó una infi-ac-
ción cometida por José Aníbal Durán S., consistente 'en el 
hecho de cortar treinta y cuatro pinos, sin tener el permiso 
correspondiente; b) que sometido a la acción de la justicie. 
José Aníbal Durán S., el Juzgado de Paz de Constanza, 
apoderado del asunto, lo condenó por sentencia 'del siete 
de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro a treinta 
días de prisión correccional, a veinticinco pesos ora de mul-
ta y al pago de las costas, por haber tumbado pinos para 
fines de cultivos, en violación de los artículos 9 bis y 14 de 
la Ley N° 1688, modificada por la Ley número 1746; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentéhcia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara bueno y válido el recurso le apeláción 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega de fecha 14 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Anibal Durán S.— Abogado: Dr. Ramón A. Gon-
zález H. 

 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asistí- , 
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinte del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de 1 
la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ani-
bal Durán S., dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la sección de Palero, común 
de Constanza, Provincia de La Vega, portador de la cédula 
personal de identidad número 323, serie 50, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia lel Distrito Judicial 
de La Vega, de fecha catorce del mes de enero de mil no-
pecientos cincuenta y cinco, dictada en grado de apelación, 
cuyo dispositipo se copia más adelante; 
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interpuesto por el nombrado José Aníbal Durán S., contra 
sentencia del Juzgado de Paz de la Común de Constanza, 
que lo condenó por violación a la Ley Forestal a sufrir 30 
días de prisión correccional y al pago de una multa de RID$ 
25.00 y costas, por haberlo hecho en tiempo hábil y obran. 
do por propia autoridad confirma dicha sentencia en todas 
sus partes;— SEGUNDO: Se condena además al inculpado 
al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la causa, 
comprobó que el prevenido José Aníbal Durán S., realizó 
cortes de árboles maderables (pinos) en la Sección de "Pa-
lero", Común de Constanza, Provincia de La Vega, sin an-
tes haberse provisto del permiso correspondiente de la Se-
cretaría de Estado de Agricultura; 

Considerando que todos los elementos del delito de cor• 
te de árboles maderables previsto por el artículo 9 bis y 
sancionado por el artículo 14 de la Ley 1688, reformada 
por la Ley N" 1746, se encuentran reunidos en los hechos 
que el Juez a quo comprobó y admitió de la manera antes 
indicada, y que al calificarlo de ese modo e imponerle al 
inculpado las penas mencionadas, en la sentencia impugna-
da se hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que en sus demás aspectos el fallo im-
pugnado no contiene, en lo que concierne al interés &l 
prevenido, ningún vicio que lo haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Aníbal Durán S., contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, de fecha catorce de enero de mil novecientos 
cincuenta y cinco, dictada en grado de apelación, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-- 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar.  

_Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez 

y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fui 
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 
de julio de 1954. 

Materia: Tierra. 

Recurrente: Benito Romero e Ignacia Romero.—Abogado: Lic. 1. 
ripides R. Roque Román. 

Recurrido: Aurelio Cabrera.— Abogado: Dr. Salvador Corniell& 
Segura. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jusi 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista .C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Dr. Carlos 
Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asistidos del Se-
cretario General, en 'la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinte del mes de abril de mil novecientos cincuenta y cin-
co, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de la In-
dependencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benito 
Romero, dominicano, mayor de edad, soltero, limpiabetas, 
del domicilio y residencia de Ciudad Trujillo, portador de 
la cédula personal de identidad N° 36070, serie lra., con se-
llo hábil N° 224491, e Ignacia Romero, dominicana, mayor 
de edad, de quehaceres domésticos, soltera, del mismo do-- 
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micirio y residencia, cuya cédula personal de identidad no 

figura en el expediente, contra la Decisión N° 2 (dos) del 
nibunal Superior de Tierras dictada en fecha treinta de 
julio de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Eurípides R. Roques Román, portador de 
la cédula personal de identidad N° 19651, serie lra., con 
sello hábil N" 1708, abogado de los recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Salvador Cornielle Segura, portador de la 
cédula personal de identidad N° 1739, serie 18, con sello 
de renovación N" 14959, abogaod de la parte recurrida, Au-
relio Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad N 9  1641, serie 39, sello hábil N° 119067, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado de los recurrentes en fecha veintisiete de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, en el cual se invo-
can los medios de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintidós del 
mes de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, sus-
crito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado, y 1, 20 y'65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

y vistos los artículos 136 de la Ley de Registro de 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que el Tribu-
nal Superior de Tierras, por su Decisión N° 1 del quince 
de abril de mil novecietnos cuarenta y siete, ordenó el re-
gistro de parte del solar N° 19 de la Manzana N° 837 del 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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la cédula personal de identidad N 9  19651, serie lra., con. 
sello hábil N" 1708, abogado de los recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Salvador Condene Segura, portador de la 
cédula personal de identidad N9  1739, serie 18, con sello 
de renovación N" 14959, abogaod de la parte recurrida, Au-
relio Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 
identidad N 9  1641, serie 39, sello hábil N" 119067, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado de los recurrentes en fecha veintisiete de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, en el cual se invo-
can los medios de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintidós del 
mes de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, sus-

crito por el abogado del recurrido; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 136 de la Ley de Registro de 
Tierras, y 1, 20 y'65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

 que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que el Tribu-
nal Superior de Tierras, por su Decisión N° 1 del quince 
de abril de mil novecietnos cuarenta y siete, ordenó el re- • 
gistro de parte del solar N" 19 de la Manzana N" 837 del 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista .C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Dr. Carlos 
Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asistidos del Se-
cretario General, en 'la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinte del mes de abril de mil novecientos cincuenta y cin-
co, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de la In-
dependencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Benito 
Romero, dominicano, mayor de edad, soltero, limpiabotas, 
del domicilio y residencia de Ciudad Trujillo, portador de 
la cédula personal de identidad N° 36070, serie lra., con se- 

r 

	

	llo hábil N° 224491, e Ignacia Romero, dominicana, mayor 
de edad, de quehaceres domésticos, soltera, del mismo do-- 
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Distrito Catastral N" 1 del Distrito de Santo Domingo, y 

de las mejoars construídas en ella a favor de María Justa 

de Morla; b) que posteriormente ésta, por acto instrumen.. 
tado por el Notario Público José Rafael Molina Ureña en 
fecha veintiséis de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y dos, vendió dicha parte del solar a Aurelio Cabrera quien 
solicitó del Tribunal de Tierras, por instancia de fecha 
treinta de enero de mil novecientos cincuenta y tres, que 
ordenase la transferencia a su favor; d) que por su parte 
Benito Romero, representado por el Lic. Eurípides R. Ro. 
ques Román, había pedido al mismo Tribunal por instan-
cia del nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
dos, que determinara los herederos de Benito Romero Pa. 
niagua, alegando que la parte del solar mencionada había 
sido adquirida durante la comunidad matrimonial que exis-
tió entre los cónyuges, María Justa de Morla y Benito Ro-
mero Paniagua y solicitó a la vez que el Tribunal se abs-
tuviera de disponer cualquiera transferencia en virtud de 
venta que pudiera otorgar María Justa Morla; e) que para 
decidir el caso el Tribunal Superior de Tierras apoderó a 
un Juez de Jurisdicción Original y que este por decisión N^ 
2, del veinte de enero de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, rechazó la instancia del Lic. Eurípides R. Roques Roa 
márr y ordenó hacer la transferencia pedida por Aurelio 

Cabrera; y f) que de ese fallo apeló el Lic. Roques Román 
a nombre de Benito e Ignacia Romero; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta, el 
Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha treinta de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y cuatro la sentencia aho-
ra impugnada, con el dispositivo siguiente: "Falla: 1 9  Se 
rechaza ,por falta de fundamento, la apelación interpuesta 
por el Lic. Eurípides R. Roques Román a nombre y en re-
presentación de los señores Benito e Ignacia Romero, con-
tra la Decisión N^ 2 del Tribunal de Tierras de Jurisdic- 
ción Original, de fecha 20 de enero de 1954, relativa al So. 
lar N^ 19 de la Manzana N^ 837 más arriba indicada; 2^ Se 
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confirma la prealudida Decisión N" 2 del Tribunal de Tie- 
rFas 	Jurisdicción Original, cuyo dispositivo dice así; 
'primero: Que debe Rechazar, como al efecto Rechaza, la 
instancia dirigida en fecha 9 de diciembre de 1952, por el 
Lic. Eurípides Rafael Roques Román, a nombre de los se- 
ñores Benito e Ignacia Romero; así como las conclusiones 
presentadas en audiencia, tendientes a que se ordené en su 
favor la transferencia de la mitad del Solar Nn 19 (parte) 
de la Manzana N" 837 del Distrito Catastral N^ 1 del Dis-
trito de Santo Domingo, y sus mejoras; Segundo: Que debe 
Acoger, como al efecto Acoge, la instancia de fecha 30 de 
enero de 1953 del señor Aurelio Cabrera; y, en consecuen-
cia, Ordena la transferencia en su favor de la parte dc.1 
Solar N" 19 de la Manzana N" 837 del Distrito Catast"a: 
N^ 1 del Distrito de Santo Domingo, que fué adjudicad,. 
la señora María Justa Morla por sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras de fecha 15 de abril del año 1947'; Se 
ordena al Secretario del Tribunal de Tierras que dna vez 
recibidos por él los planos definitivos de este solar, presen-
tados por el Agrimensor-Contratista y debidamente apro-
bados por la Dirección General de Mensuras Catastrales, y 
transcurrido el plazo de dos meses acordado por la ley pa-
ra recurrir en casación contra esta sentencia, sin que recur-
so alguno haya sido interpuesto, proceda a la expedición 
del correspondiente Decreto de Registro. teniendo en cuen-
ta lo dispuesto en esta decisión en cuanto a la parte del so-
lar que corresponde a la señora María Justa de Morla (hoy 
su causahabiente señor Aurelio Cabrera), y teniendo en 
cuenta, en cuanto al resto del solar, la adjudicación que hi-
zo el Tribunal Superior de Tierras por decisión de fecha 15 
de abril de 1947"; 

Considerando, que contra dicha sentencia el recurrente 
invoca estos medios de casación: "1^ violación del artículo 
1583 del Código Civil; 2" violación de los artículos 2265 y 
siguientes del Código Civil; 3" violación del artículo 141 del 
Código de Procedifiento Civil, y del 84 de la Ley de Regis- 
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Distrito Catastral N" 1 del Distrito de Santo Domingo, y 
de las mejoars construidas en ella a favor de María Justa 
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Superior de Tierras de fecha 15 de abril del año 1947'; Se 
ordena al Secretario del Tribunal de Tierras que una vez 
recibidos por él los planos definitivos de este solar, presen-
tados por el Agrimensor-Contratista y debidamente apra-
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del correspondiente Decreto de Registro, teniendo en cuen-
ta lo dispuesto en esta decisión en cuanto a la parte del so-
lar que corresponde a la señora María Justa de Morla (hoy 
su causahabiente señor Aurelio Cabrera), y teniendo en 
cuenta, en cuanto al resto del solar, la adjudicación que hi-
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Considerando, que contra dicha sentencia el recurrente 
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tro de Tierras en los siguientes aspectos: a) falta de moti- 
mos; b) contradicción de motivos; y c) falta de base legal; 

Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras pa-
ra adjudicar a María Justa de Morla parte del solar N' 19_ 
mencionada se fundó en un acto de venta instrumentado 
por el Notario Andrés Julio Montolío en fecha veintiocho 
de junio de mil novecientos veintinueve presentado por ella 
en apoyo de su reclamación; que en ese acto consta que Ma-
ría Justa Morla es viuda, pero que no obstante el Tribunal 
en su fallo la hace figurar como casada, circunstancia que 
pone este fallo en contradicción con el acto notarial en que 
se funda; 

Considerando, que para rechazar el pedimento de los 
recurrentes, el Tribunal Superior de Tierras fundamenta 
su fallo en que María Justa de Morla era ya viuda cuando 
adquirió de Alicia de Castro la parte del solar N 9  19 según 
consta en el acto instrumentado por el Notario Montolio, 
dando a este acto una fUerza probatoria que no tiene pues 
como título fué sustituido por la sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras de fecha quince de abril de mil novecien-
tos cuarenta y siete; circunstancia que dificulta estable-
cer la intención de dicho Tribunal pues si para los fines 
del saneamiento del solar N" 19 ignoró el estado de viudez 
de María Justa Morla, en cambio lo admite para rechazar 
el pedimento de los recurrentes; 

Considerando, que al ignorar el Tribunal Superior de 
Tierras en el primer caso el estado de viudez de María de 
Morla, y al admitirlo en el segundo, basándose en el mismo 
acto, sin exponer los motivos de hecho que ha tenido para 
adoptar esa posición contradictoria, ha privado a esta Cor-
te de elementos de jucio que le permitan apreciar si la ley 
ha sido bien o mal aplicada; que en consecuencia, sin que 
sea necesario examinar los medios propuestos por los re-
currentes, procede casar la sentencia recurrida por falta de 
base legal; 
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Por tales motivos, Primero: Casa la Decisión N° 2 pro-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha trein 
ta de julio de mil novecientos cincuenta y cuatro cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto al mismo tribunal; y Segundo: Compensa las costas 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar. 
—Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez 
y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

ncia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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currentes, procede casar la sentencia recurrida por falta de 
base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la Decisión N° 2 pro-
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

cha 12 de marzo de 1954. 

Recurrente; Rita Ramírez Vda. Maggiolo y compartes.—Abo2 

do: Dr. Secundino Ramírez Pérez. 

Recurrido: Aníbal Félix Acosta.— Abogado: Lic. Digno Sánch‘ 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
ticia, rebularmente constituida por los Jueces licenciados 5 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, P_ 
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. IVIorel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinte del mes de abril de mil noévcientos cincuen-
ta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' cíe 
la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casaci6n 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rita Ra-
mírez Vda. Maggiolo, dominicana, mayor de edad, soltera 
por viudez, de ocupación quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en la casa N°  4 de la calle "Cambronal" 
de la ciudad de Barahona, común y provincia del mismo 
nombre, portadora de la cédula personal de identidad nú-
mero 4270, serie 18, debidamente renovada; Maximina 
Maggiolo Ramírez, mayor de edad, dominicana, soltera, de 
ocupación quehaceres domésticos, domiciliada y residente 
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en la misma casa arriba citada, marcada con el número 4, 
de la calle "Cambronal", ciudad de Barahona, portdora de 
la cédula personal 'de identidad número 3964, serie 18, con 
sello número 1556440, y Haydée Rita Maggiolo Ramírez, 
mayor de edad, dominicana, soltera, de ocupación quehace-
res domésticos, del mismo domicilio y residencia dé las an-
teriormente citadas recurrentes, portadora de la cédula 
personal de identidad número 3846, serie 18, con sello nú-
mero 1156439, contra sentencia civil de la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, pronunciada en fecha doce del mes 
de marzo del año mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Salvador Cornielle, portador de la cédula 
personal de identidad número 1739. serie 18, con sello nú-
mero 14959, en representación del Dr. Secundino Ramírez 
Pérez, abogado de las recurrentes, portador de la' cédula 
personal de identidad número 539, serie 18, con sello nú-
mero 1244, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rogelio Sánchez, portador de la cédula per- 
- sonal de identidad,  número 8156, serie 1, con selló número 

21999, en representación del Lic. Digno Sánchez, portador 
de la cédula personal de identidad número 2819, serie 1, 
con sello número 24787, abogado del recurrido Aníbal Féliz 
Acosta, mayor de edad, dominicano, casado, negociante, 
domiciliado y residente en la ciudad de Azua, portador de 
la cédula personal de identidad número 339, serie 10, con 
sello número 9105, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha cinco 
de agosto del mil novecientos cincuenta y cuatro, y depo-
sitado en fecha nueve del mismo mes, por el mencionado 
abogado de las recurrentes, en el cual se invocan los medios 
que más adelante serán especificados; 

KÍV 



       

726 	 BOLETÍN JUDICIAL 

   

BOLETÍN JUDICIAL 727 

       

       

       

SENTENCIA DE FECHA 20 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de '-

cha 12 de marzo de 1954. 

Recurrente; Rita Ramírez Vda. Maggiolo y compartes.—Aboga. 

do: Dr. Secundino Ramírez Pérez. 

Recurrido: Aníbal Félix Acosta.- Abogado: Lic. Digno Sánch ,  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, rebularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veinte del mes de abril de mil noevcientos cincuen-
ta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de 
la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
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en la misma casa arriba citada, marcada con el número 4, 
de la calle "Cambronal", ciudad de Barahona, portdora de 
la cédula personal de identidad número 3964, serie 18, con 
sello número 1556440, y Haydée Rita Maggiolo Ramírez, 
mayor de edad, dominicana, soltera, de ocupación quehace-
res domésticos. del mismo domicilio y residencia de las an-
teriormente citadas recurrentes, portadora de la cédula 
personal de identidad número 3846, serie 18, con sello nú-
mero 1156439, contra sentencia civil de la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, pronunciada en fecha doce del mes 
de marzo del año mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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mero 14959, en representación del Dr. Secundino Ramírez 
Pérez, abogado de las recurrentes, portador de la cédula 
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Oído el Dr. Rogelio Sánchez, portador de la cédula per-
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Visto el memorial de defensa del intimado, suscrito po 
su referido abogado en fecha diecisiete del mes de septiem-
bre del mil novecientos cincuenta y cuatro, en el caul pi 
el rechazo del indicado recurso de casación;' 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 6, 544, 900. 902, 1131 y 1133 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta 
y dos, el Presbítero Emilio Maggiolo Vidal, Cura Párr 
de la común de Duvergé, formalizó un testamento por ante 
el ciudadano 'lidio Lesme Pérez, Juez Alcalde de la citad 
común, en funciones de Notario Público a 'falta de titular 
en dicho lugar, por medio del cual instituyó como su lega-
taria universal, como "única dueña de todos sus bienes, 
muebles e inmuebles", a Raimunda Pérez, consistentes en. 
1) una casa, marcada con el número 1 (uno), de la calle 
"Caridad" de la Ciudad de Barahona, de madera criolla, 
techada de zinc, construida en solar propio; 2) otra casa 
en construcción, situada en la calle "Anacaona" esquina 
la calle "Caridad", de la misma ciudad de Barahona, techa 
da de zinc, y ubicada en solar propio; 3) un potrero cercad -Y 
de alambres de púas, de pasto natural y "hierbas de páez" 
situado en "Salado Largo", jurisdicción de la Villa y C 
mún de Duvergé, con una medida de ciento treinta tareas 
y 4) los muebles siguientes: dos cajas de ahorro, una maquí 
nilla "Underwood" y todos los demás objetos de su propi 
dad, a la hora de su muerte, muebles e inmuebles, "habi 
dos y por haber", "todo en agradecimiento de los servicios 
y atenciones que me ha venido prestando de una manera 
expontánea, antes y después de mi enfermedad" (sic); b) 
que en fecha siete de abril del mil novecientos cuarenta - 
nueve, a edad ignorada, murió el testador, Pbro. Emilio' 
Maggiolo Vidal, en la misma común de Duvergé, en la cw  

número 40 de la calle "Arzobispo Meriño" de la misma, hi-
jo del señor Bartolo Maggiolo y de la señora Carmen Vidal, 
ambos difuntos, según reza la correspondiente acta de de-
función; c) que por acto del nueve de septiembre del mil 
novecientos cuarenta y nueve, instrumentado por Bienve-
nido Medrano, Alguacil de Estrados del Juzgado de Bara-
hona, la legataria Raymunda Pérez, notificó a la señora 
Rita Ramírez Viuda Maggiolo, copia íntegra del referido 
testamento; d) que en fecha treinta de marzo del mil no-
vecientos cincuenta y uno, la citada legataria Raymunda 
Pérez, vendió al hoy recurrido Aníbal Féliz Acosta, por la 

r • suma de RD$1000,00, las dos casas objeto del legado de que 
ella era beneficiaria; e) que, en ejercicio de su derecho de 
propiedad, el comprador Aníbal Féliz Acosta, demandó en 
desalojo, en fecha veinticinco de mayo del mil novecientos 
cincuenta y uno a Rita Ramírez Vda. Maggiolo, Maximina 
Maggiolo Ramírez y Haydée Maggiolo Ramírez, citándolas 
y emplazándolas por ante ,el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, en sus atribuciones ci- 
viles, a fin de que se oyeran condenar a la expulsión inme- 
diata de la casa N 9  1 (uno) de la calle "Caridad" de la Ciu- 
dad de Barahona, por ocuparlas las requeridas indebida- 
mente, sin ningún título ni derecho; f) que obre esta de- 
manda, el tribunal amparado, en fecha tres de mayo del 
mil novecientos cincuenta y dos, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
pronunciar y pronuncia, el defecto por Taita de concluir, 
contra las señoras Rita Ramírez Viuda Maggiolo, Maximi- 
na Maggiolo Ramírez y Haydée Rita Maggiolo Ramírez, 
parte demandada; Segundo: Que debe condenar y condena 
,1 las mismas señoras Rita Ramírez Vda. Maggiolo, Maxi- 
mina Maggiolo Ramírez, y Haydés Rita Maggiolo Ramírez, 
.11a expulsión o desalojo inmediato de la casa N° 4, de la ca- 
le Cambronal, antiguamente N° 1, de la calle "Caridad" 
le esta ciudad, techada de hojas de cana, construida con 
--, deras criollas, con cocina, letrina de los mismos materia- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta 
y dos, el Presbítero Emilio Maggiolo Vidal, Cura Párroco 
de la común de Duvergé, formalizó un testamento por ante 
el ciudadano 'lidio Lesme Pérez, Juez Alcalde de la citad 
común, en funciones de Notario Público a 'falta de titular 
en dicho lugar, por medio del cual instituyó como su lega-
taria universal, como "única dueña de todos sus bienes, 
muebles e inmuebles", a Raimunda Pérez, consistentes en. 
1) una casa, marcada con el número 1 (uno), de la calle 
"Caridad" de la Ciudad de Barahona, de madera criolla, 
techada de zinc, construida en solar propio; 2) otra casa, 
en construcción, situada en la calle "Anacaona" esquina a 
la calle "Caridad", de la misma ciudad de Barahona, techa 
da de zinc, y ubicada en solar propio; 3) un potrero cercad 
de alambres de púas, de pasto natural y "hierbas de páez" 
situado en "Salado Largo", jurisdicción de la Villa y C 
mún de Duvergé, con una medida de ciento treinta tareas, 
y 4) los muebles siguientes: dos cajas de ahorro; una maqui-
nilla "Underwood" y todos los demás objetos de su propie-
dad, a la hora de su muerte, muebles e inmuebles, "habi-
dos y por haber", "todo en agradecimiento de los servicios 
y atenciones que me ha venido prestando de una manera 
expontánea, antes y después de mi enfermedad" (sic); b) 
que en fecha siete de abril del mil novecientos cuarenta 
nueve, a edad ignorada, murió el testador, Pbro. Emili 
Maggiolo Vidal, en la misma común de Duvergé, en la c 
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número 40 de la calle "Arzobispo Meriño" de la misma, hi-
jo del señor Bartolo Maggiolo y de la señora Carmen Vidal, 
ambos difuntos, según reza la correspondiente acta de de-
función; e) que por acto del nueve de septiembre del mil 
novecientos cuarenta y nueve, instrumentado por Bienve-
nido Medrano, Alguacil de Estrados del Juzgado de Bara-
hona, la legataria Raymunda Pérez, notificó a la señora 
Rita Ramírez Viuda Maggiolo, copia íntegra del referido 
testamento; d) que en fecha treinta de marzo del mil no-
vecientos cincuenta y uno, la citada legataria Raymunda 
Pérez, vendió al hoy recurrido Aníbal Féliz Acosta, por la 
Suma de RD$1000,00, las dos casas objeto del legado de que 
ella era beneficiaria; e) que, en ejercicio de su derecho de 
propiedad, el comprador Aníbal Féliz Acosta, demandó en 
desalojo, en fecha veinticinco de mayo del mil novecientos 
cincuenta y uno a Rita Ramírez Vda. Maggiolo, Maximina 
Maggiolo Ramírez y Haydée Maggiolo Ramírez, citándolas 
y emplazándolas por ante ,el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, en sus atribuciones ci-
viles, a fin de que se oyeran condenar a la expulsión inme-
diata de la casa N9  1 (uno) de la calle "Caridad" de la Ciu-
dad de Barahona, por ocuparlas las requeridas indebida-
mente, sin ningún título ni derecho; f) que obre esta de-
manda, el tribunal amparado, en fecha tres de mayo del 
mil novecientos cincuenta y dos, dictó una sentencia cuyo 

- dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
pronunciar y pronuncia, el defecto por falta de concluir, 
contra las señoras Rita Ramírez Viuda Maggiolo, Maximi-
na Maggiolo Ramírez y Haydée Rita Maggiolo Ramírez, 
parte demandada; Segundo: Que debe condenar y condena 
a las mismas señoras Rita Ramírez Vda. Maggiolo, Maxi-
mina Maggiolo Ramírez, y Haydés Rita Maggiolo Ramírez, 
a la expulsión o desalojo inmediato de la casa N° 4, de la ca-
lle Cambronal, antiguamente N 9  1, de la calle "Caridad" 
.de esta ciudad, techada de hojas de cana, construida con 
maderas criollas, con cocina, letrina de los mismos materia- 
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les, que mide nueve varas de largo por nueve de ancho, 
enclavada en solar propio, dentro de las siguientes colin-
dancias: al Norte, Calle Caridad hoy Cambronal; al Sur, 
Río Birán; al Este, Casa en construcción del impetrante, 
y al Oeste, solar que es o fué de la Sucesión Suero; la cual 
ocupan ellas sin ningún título ni derecho, en perjuicio de 
su legítimo propietario, el señor Aníbal Feliz Acosta, de-
mandante; TERCERO: que debe, condenar y condena, a la 
señora Rita Ramírez Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo 
Ramírez y Haydée Magiolo Ramírez, al pago de las costas"; 
g) que sobre oposición formalmente interpuesta por las 
demandadas, hoy recurrentes, en fecha veintidós de julio 
del mil novecientos cincuenta y dos, el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Barahona, apoderado 
del caso, pronunció sentencia contradictoria en fecha trein-
ta de junio de mil novecientos cincuenta y tres, por la cual 
dispuso lo siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe decla-
tar y al efecto declara regular en la forma y justo en el 
fondo el presente recurso de oposición; SEGUNDO: que de-
be devocar y al efecto revoca en todas sus partes la sen-
tencia civil número 31 dictada por este Tribunal en fecha 3 
del mes de mayo del año 1952, (cuyo dispositivo aparece 
copia en otro lugar del presente fallo), en favor del señor 
Aníbal Féliz Acosta y contra las recurrentes Rita Ramírez 
Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée Ri-
ta Maggiolo Ramírez, por haber hecho dicha sentencia un¿ 
mala apreciación de los hechos y una mala aplicación de 
derecho; TERCERO: que debe rechazar y al efecto recha-
za la demanda intentada por el señor Aníbal Féliz Acosta. 
en desalojo contra las recurrentes, señoras Rita Ramírez 
Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée Ri-
ta Maggiolo Ramírez, en fecha 25 de mayo del año 1951 
por improcedente, ya que el testamento de que se trata es 
nulo por tener una causa ilícita, circunstancia oponible al 
demandante, señor Aníbal Feliz Acosta, al igual que a su 
suegra su causante, señora Raymunda Pérez; CUARTO: 

que debe condenar y.  al efecto condena al referido deman-
dante Aníbal Féliz Acosta, al pago de las costas del proce-
dimiento, ordenando su distracción en favor del doctor Se-
cundino Ramírez Pérez, quien afirma haberlas avanzado 

en su mayor parte"; h) que inconforme con dicho fallo 
el comprador Aníbal Féliz Acosta, interpuso formal recur-
so de apelación contra el mismo, en fecha quince de octu-
bre del año mil novecientos cincuenta y tres, emplazando 
a Rita Ramírez Vda. Maggiolo, a Maximina Maggiolo Ra-
mérez y a Haydée Rita Maggiolo Ramírez, por ante la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, la cual conoció del citado 
recurso en la audiencia del día primero de diciembre del mil 
novecientos cincuenta y tres; 

Considerando que así apoderada, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal falló el citado recurso, por la sentencia 
ahora impugnada, como se ha dicho, en fecha doce de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y cuatro, en la forma si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en la forma y justo en el fondo el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Aníbal Feliz Acosta, en fecha guin-
de octubre del año mil novecientos cincuenta y tres, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado dé Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, en atribuciones civiles, 
en fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo;— SEGUNDO: Revoca en todas sus partes 
la sentencia apelada ya mencionada en el párrafo anterior, 
y confirma los ordinales segundo y tc.rcero de la sentencia 
en defecto dictada en fecha tres de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y tres, por le Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, que condenó a las se-
ñoras Rita Ramírez viuda Maggiolo. Maximina Maggiolo 
Ramírez y Haydée Rita Maggiolo Ramírez: a) a la expul-
sión o desalojo inmediato de la casa número 4 de la calle 
Cambronal, antiguamente número 1 de la calle Caridad, de 
la ciudad de Barahona, por ocuparla dichas intimadas sin 
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les, que mide nueve varas de largo por nueve de ancho, 
enclavada en solar propio, dentro de las siguientes colin-
dancias: al Norte, Calle Caridad hoy Cambronal; al Sur, 
Río Birán; al Este, Casa en construcción del impetrante, 
y al Oeste, solar que es o fué de la Sucesión Suero; la cual 
ocupan ellas sin ningún título ni derecho, en perjuicio de 
su legítimo propietario, el señor Aníbal Féliz Acosta, de-
mandante; TERCERO: que debe, condenar y condena, a la 
señora Rita Ramírez Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo 
Ramírez y Haydée Magiolo Ramírez, al pago de las costas"; 
g) que sobre oposición formalmente interpuesta por las 
demandadas, hoy recurrentes, en fecha veintidós de julio 
del mil novecientos cincuenta y dos, el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Barahona, apoderado 
del caso, pronunció sentencia contradictoria en fecha trein-
ta de junio de mil novecientos cincuenta y tres, por la cual 
dispuso lo siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe decla-
ar y al efecto declara regular en la forma y justo en el 

fondo el presente recurso de oposición; SEGUNDO: que de-
be devocar y al efecto revoca en todas sus partes la sen-
tencia civil número 31 dictada por este Tribunal en fecha 3 
del mes de mayo del año 1952, (cuyo dispositivo aparece 
copia en otro lugar del presente fallo), en favor del señor 
Aníbal Féliz Acosta y contra las recurrentes Rita Ramírez 
Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée Ri-
ta Maggiolo.  Ramírez, por haber hecho dicha sentencia una 
mala apreciación de los hechos y una mala aplicación de' 
derecho; TERCERO: que debe rechazar y al efecto recha-
za la demanda intentada por el señor Aníbal Féliz Acosta 
en desalojo contra las recurrentes, señoras Rita Ramírez 
Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée Ri-
ta Maggiolo Ramírez, en fecha 25 de mayo del año 1951, 
por improcedente, ya que el testamento de que se trata es 
nulo por tener una causa ilícita, circunstancia oponible al 
demandante, señor Aníbal Féliz Acosta, al igual que a su 
suegra su causante, señora Raymunda Pérez; CUARTO: 

que debe condenar y al efecto condena al referido deman-
dante Aníbal Féliz Acosta, al pago de las costas del proce-
dimiento, ordenando su distracción en favor del doctor Se- 

dino Ramírez Pérez, quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte"; h) que inconforme con dicho fallo 
el comprador Aníbal Féliz Acosta, interpuso formal recur-
so de apelación contra el mismo, en fecha quince de octu-
bre del año mil novecientos cincuenta y tres, emplazando 
a Rita Ramírez Vda. Maggiolo, a Maximina Maggiolo Ra-
mérez y a Haydée Rita Maggiolo Ramírez, por ante la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, la cual conoció del citado 
recurso en la audiencia del día primero de diciembre del mil 
novecientos cincuenta y tres; 

Considerando que así apoderada, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal falló el citado recurso, por la sentencia 
ahora impugnada, como se ha dicho, en fecha doce de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y cuatro, en la forma si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en la forma y justo en el fóndo el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Aníbal Féliz Acosta, en fecha guin-
de octubre del año mil novecientos cincuenta y tres, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado dé Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, en atribuciones civiles, 
en fecha treinta de junio de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo;— SEGUNDO: Revoca en todas sus partes 
la sentencia apelada ya mencionada en el párrafo anterior, 
y confirma los ordinales segundo y tercero de la sentencia 
en defecto dictada en fecha tres de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y tres, por le Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, que condenó a las se-
ñoras Rita Ramírez viuda Maggiolo. Maximina Maggiolo 
Ramírez y Haydée Rita Maggiolo Ramírez: a) a la expul-
sión o desalojo inmediato de la casa número 4 de la calle 
Cambronal, antiguamente número 1 de la calle Caridad, de 
la ciudad de Barahona, por ocuparla dichas intimadas sin 
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ningún título ni derecho, en perjuicio de su legítimo propie-
tario, que lo es el demandante Aníbal Feliz Acosta, en ra-
zón de ser válido el testamento de fecha veinte y ocho .de 
mayo de mil novecientos cuarenta y dos, otorgado en favor 
de su causante, la señora Raymunda Pérez, por el Presbí-
tero Emilio Maggiolo; y, b) al pago de las costas; y TER-
CERO: Condena a las señoras Rita Ramírez Viuda Maggio-
lo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée Rita Maggiolo 
Ramírez, al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que contra esta sentencia, Rita Ramírez 
Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée 
Rita Maggiolo Ramírez, interpusieron, en la forma y fecha 
arriba indicadas, el presente recurso de casación, invo-
cando los siguientes agravios: "Primer Medio:— Violación 
a los artículos 6, 1131, 1133 y 900 del Código Civil; Segundo 
Medio: Violación del artículo 902 del Código Civil; y Ter-
cer Medio: Insuficiencia de motivos. Falta de base legal. 
Violación al derecho de la defensa. Desnaturalización de 
los hechos"; 

Considerando que por el primer medio las recurrentes 
invocan la violación de los artículos 6. 1131, 1133 y 900 del 
Código Civil, y alegan en resumen, que la sentencia impug-
nada, al considerar "que en los contratos de beneficencia 
'la causa de la obligación está en la voluntad de una de las 
partes de procurar una ventaja a la otra'; y al proclamar, 
en consecuencia, 'que es suficiente que el testador tenga la 

, voluntad de legar', 'que los motivos que han determinado 
esa volunlad no son, en un sentido jurídico, la causa de la 
liberalidad', y `no pueden tener influencia en la validez' del 
testamento"; dicha sentencia "ha confundido la influencia 
de los móviles o motivos de un contrato oneroso, con la in-
fluencia de los mismos en un contrato gratuito, CQMO el de 
la especie de que se trata; pues, si es cierto que en los one-
rosos no deben tomarse en cuenta los móviles o motivos, 
por el contrario, en los contratos a título gratuito, sí deben • 
tomarse en cuenta"; porque "en los casos de donación y  

legado" "es de la economía de los mismos que se saca 
explicación del acto de voluntad" y "el que hace la do-

nación o el legado, s eha movido por las razones particu-
lares que tiene para gratificar"; "que, así mismo, la sen-
tencia recurrida expresa, 'que no existe en nuesrta legisla-
ción ley alguna que invalide las disposiciones entre vivos o 
testamentarias entre concubinos' y además, "admitiendo, 
dicha sentencia, como lo hizo la que fué dictada en defec-
to  por el Juzgado de Primera Instancia de Barahona. 
el 3 de Mayo de 1952, la existencia de un concubinato en-
tre el testador y la legataria, así como, que el mismo con-
cubinato fué el motivo del legado, pero que ello no influye» 
en nada", dicha sentencia, al decir de las mismas recu-
currentes, ha violado los artícuos 6, 1131 37, 1133 del Có-
digo Civil que establecen que las leyes que interesan al or-
den público y a las buenas costumbres no pueden ser dero-
gadas por convenciones particulares y que la obligación 
que se funda sobre una causa ilícita no puede tener efecto. 
alguno, especificándose que es ilícita la causa que es con-
traria a las buenas costumbres"; pero, 

Considerando que la Corte a qua para mantener la va-
lidez del testamento de que se trata, ha dado una razón 
decisiva, y es ,que dicho testamento "tiene su causa en la 
voluntad libremente expresada", por el testador, de legar 
todos sus bienes a la señora Raimunda Pérez, "en agrade-
cimiento de los servicios y atenciones que ésta le prestó" a 
aquel, "antes y después de una enfermedad que padeciera"; 
que, la Corte a qua también ha comprobado, en hecho, que 
aquellas relaciones "no sirvieron corno elemento de capta-
ción para determinar la voluntad del testador, ni que la be-
neficiaria empleara maniobras fraudulentas para la obten-
ción del legado"; que en tal situación, la validez de la libe-
ralidad de que se trata, ha sido apreciada por la Corte a 
qua según el resultado de las enunciaciones del testamento, 
del contenido del acto mismo, sin que exista por otra parte, 
en la sentencia impugnada, dato o prueba alguna que revele 
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de legado" "es de la economía de los mismos que se saca 
la explicación del acto de voluntad" y "el que hace la do-
nación o el legado, s eha movido por las razones particu-
lares que tiene para gratificar"; "que, así mismo, la sen-
tencia recurrida expresa, 'que no existe en nuesrta legisla-
ción ley alguna que invalide las disposiciones entre vivos 
testamentarias entre concubinos' y además, "admitiendo. 
dicha sentencia, como lo hizo la que fué dictada en defec-
to por el Juzgado de Primera Instancia de Barahona 
el 3 de Mayo de 1952, la existencia de un concubinato en-
tre el testador y la legataria, así como, que el mismo con-
cubinato fué el motivo del legado, pero que ello no influye 
en nada", dicha sentencia, al decir de las mismas recu-
currentes, ha violado los artícuos 6, 1131 y, 1133 del Có-
digo Civil que establecen que las leyes que interesan al or-
den público y a las buenas costumbres no pueden ser dero-
gadas por convenciones particulares y que la obligación 
que se funda sobre una causa ilícita no puede tener efecto , 

 alguno, especificándose que es ilícita la causa que es con-
traria a las buenas costumbres"; pero, 

Considerando que la Corte a qua para mantener la va-
•idez del testamento de que se trata, ha dado una razón 
decisiva, y es ,que dicho testamento "tiene su causa en la 
voluntad libremente expresada", por el testador, de legar 
todos sus bienes a la señora Raimunda Pérez, "en agrade-
cimiento de los servicios y atenciones que ésta le prestó" a 
aquel, "antes y después de una enfermedad que padeciera"; 
que, la Corte a qua también ha comprobado, en hecho, que 
aquellas relaciones "no sirvieron corno elemento de capta-
ción para determinar la voluntad del testador, ni que la be-
neficiaria empleara maniobras fraudulentas para la obten-
ción del legado"; que en tal situación, la validez de la libe-
ralidad de que se trata, ha sido apreciada por la Corte a 
qua según el resultado de las enunciaciones del testamento, 
del contenido del acto mismo, sin que exista por otra parte, 
en la sentencia impugnada, dato o prueba alguna que revele 
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ningún título ni derecho, en perjuicio de su legítimo propie-
tario, que lo es el demandante Aníbal Feliz Acosta, en ra-
zón de ser válido el testamento de fecha veinte y ocho de 
mayo de mil novecientos cuarenta y dos, otorgado en favor 
de su causante, la señora Raymunda Pérez, por el Presbí-
tero Emilio Maggiolo; y, b) al pago de las costas; y TER-
CERO: Condena a las señoras Rita Ramírez Viuda Maggio-
lo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée Rita Maggiolo 
Ramírez, al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que contra esta sentencia, Rita Ramírez 
Viuda Maggiolo, Maximina Maggiolo Ramírez y Haydée 
Rita Maggiolo Ramírez, interpusieron, en la forma y fecha 
arriba indicadas, el presente recurso de casación, invo-
cando los siguientes agravios: "Primer Medio:— Violación 
a los artículos 6, 1131, 1133 y 900 del Código Civil; Segundo 
Medio: Violación del artículo 902 del Código Civil; y Ter-
cer Medio: Insuficiencia de motivos. Falta de base legal. 
Violación al derecho de la defensa. Desnaturalización de 
los hechos"; 

Considerando que por el primer medio las recurrentes 
invocan la violación de los artículos 6. 1131, 1133 y 900 del 
Código Civil, y alegan en resumen, que la sentencia impug-
nada, al considerar "que en los contratos de beneficencia 
'la causa de la obligación está en la voluntad de una de las 
partes de procurar una ventaja a la otra'; y al proclamar, 
en consecuencia, 'que es suficiente que el testador tenga la 

, voluntad de legar', 'que los motivos que han determinado 
esa voluntad no son, en un sentido jurídico, la causa de la 
liberalidad', y `no pueden tener influencia en la validez' del 
testamento"; dicha sentencia "ha confundido la influencia 
de los móviles o motivos de un contrato oneroso, con la in-
fluencia de los mismos en un contrato gratuito, COMO el de 
la especie de que se trata; pues, si es cierto que en los one-
rosos no deben tomarse en cuenta los móviles o motivos, 
por el contrario, en los contratos a título gratuito, sí deben 
tomarse en cuenta"; porque "en los casos de donación y 
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que sea otra la causa y no la expresada en dicho acto; que, 
en este sentido, el sólo hecho de la existencia de un concu-
binato, no es suficiente para invalidar el legado, sino que 
es necesario, para la nulidad del mismo, que dicho legado 
tenga su causa en el mantenimiento, la renovación, la con-
tinuación, o la remuneración de esas relaciones; que, en 
la especie, los jueces del fondo han reconocido esencialmen-
te que el legado de que se trata tiene su causa en un deber 
de conciencia, tal como resulta de las propias expresiones 
del testamento, según el cual la liberalidad fué consentida 
"en agradecimiento de los servicios y atenciones prestados 
antes y después de una enfermedad que padeciera" el tes-
tador; que, en consecuencia, la Corte a qua no ha violado 
los referidos artículos 6, 1131 y 1133 del Código Civil, ni 
tampoco el artículo 900 del mismo Código, relativo a la es-
tipulación de una condición imposible, inmoral o ilícita; 

Considerando que por el segundo medio las recurrentes 
invocan la violación del artículo 902 del Código Civil y adu-
cen en síntesis, que ha sido aplicado a un caso extraño a 
las disposiciones del mismo; "que ante los jueces del fondo 
ellas no alegaron en relación con el testamento de que se 
trata la incapacidad de las partes para legar y recibir, sino 
que han alegado en primera instancia y en apelación, que 
dicho "legado tuvo una causa ilícita como contraria al or-
den público y a las buenas costumbres' porque 'el concubi-
nato ha sido el motivo del legado' y por ello 'solicitaron en 
primer grado de jurisdicción que se ordenara un informati-
tivo para probar dicho concubinato entre testador y legata-
ria y que éste fué el móvil del legado y no el que señala el 
testamento"; pero. 

Considerando que reducido el medio de casación a 
te único alegato, resulta ser una mera repetición de lo ar- 
güido en el primer medio; que las recurrentes no hacen nin- 
guna crítica a la sentencia impugnada en cuanto se refiere 
al informativo que ellas mencionan, y por consiguiente, 
por las mismas razones que se ha nexpuesto precedente - 

ente con motivo del examen del primer medio de casación, 
e segundo medio debe ser también desestimado; 

Considerando en cuanto al tercero y último medio, por 
el que las recurrentes alegan "insuficiencia de motivos, fal-
ta de base legal, violación del derecho de defensa y des 
naturalización de los hechos", que según queda demostrado 
por el examen de los medios anteriores, en la sentencia im-
pugnada no se han desnaturalizado los hechos de la causa; 
que, además, dicha sentencia contiene motivos suficientes 
que justifican plenamente su dispositivo, así como una ex-
posición completa de los hechos y una descripción de las 
circunstancias de la causa que han permitido verificar que 
la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley a los 
hechos comprobados, sin que se haya violado, como erró-
neamente lo alegan las recurrentes, el derecho de defensa; 
que, por tanto, este medio debe ser, al igual que los anterio-
res, desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por las recurrentes Rita Ramírez Viuda 
• laggiolo, MaNlimina Maggiolo Ramírez y Haydée Rita 
Maggiolo Ramírez, contra la sentencia pronunciada, en 
fecha doce de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en otro lugar del presente 'fallo, y Segundo: 
Condena a las recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Mcrel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hi-
jo. Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

. J certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
• 

,1 
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que sea otra la causa y no la expresada en dicho acto; que, 
en este sentido, el sólo hecho de la existencia de un concu-
binato, no es suficiente para invalidar el legado, sino que 
es necesario, para la nulidad del mismo, que dicho legado 
tenga su causa en el mantenimiento, la renovación, la con-
tinuación, o la remuneración de esas relaciones; que, en 
la especie, los jueces del fondo han reconocido esencialmen-
te que el legado de que se trata tiene su causa en un deber 
de conciencia, tal como resulta de las propias expresiones 
del testamento, según el cual la liberalidad fué consentida 
"en agradecimiento de los servicios y atenciones prestados 
antes y después de una enfermedad que padeciera" el tes-
tador; que, en consecuencia, la Corte a qua no ha violado 
los referidos artículos 6, 1131 y 1133 del Código Civil, ni 
tampoco el artículo 900 del mismo Código, relativo a la es-
tipulación de una condición imposible, inmoral o ilícita; 

Considerando que por el segundo medio las recurrentes 
invocan la violación del artículo 902 del Código Civil y adu-
cen en síntesis, que ha sido aplicado a un caso extraño a 
las disposiciones del mismo: "que ante los jueces del fondo 
ellas no alegaron en relación con el testamento de que se 
trata la incapacidad de las partes para legar y recibir, sino 
que han alegado en primera instancia y en apelación, que 
dicho "legado tuvo una causa ilícita como contraria al or-
den público y a las buenas costumbres' porque 'el concubi-
nato ha sido el motivo del legado' y por ello 'solicitaron en 
primer grado de jurisdicción que se ordenara un informati-
tivo para probar dicho concubinato entre testador y legata-
ria y que éste fué el móvil del legado y no el que señala el 
testamento"; pero. 

Considerando que reducido el medio de casación a t ,  -
te único alegato, resulta ser una mera repetición de lo al-
güido en el primer medio; que las recurrentes no hacen nii 
guna crítica a la sentencia impugnada en cuanto se refier 
al informativo que ellas mencionan, y por consiguiente, 
por las mismas razones que se ha nexpuesto precedente- 
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ente con motivo del examen del primer medio de casación, 
e segundo medio debe ser también desestimado; 

Considerando en cuanto al tercero y último medio, por 
el que las recurrentes alegan "insuficiencia de motivos, fal-
ta de base legal, violación del derecho de defensa y des 
naturalización de los hechos", que según queda demostrado 
por el examen de los medios anteriores, en la sentencia im-
pugnada no se han desnaturalizado los hechos de la causa; 
que, además, dicha sentencia contiene motivos suficientes 
que justifican plenamente su dispositivo, así como una ex-
posición completa de los hechos y una descripción de las 
circunstancias de la causa que han permitido verificar que 
la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la ley a los 
hechos comprobados, sin que se haya violado, como erró-
neamente lo alegan las recurrentes, el derecho de defensa; 
que, por tanto, este medio debe ser, al igual que los anterio-
res, desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por las recurrentes Rita Ramírez Viuda 
•Maggiolo, Maxlimina Maggiolo Ramírez y Haydée Rita 
Maggiolo Ramírez, contra la sentencia pronunciada, en 
fecha doce de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en otro lugar del presente Tallo, y Segundo: 
Condena a las recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Mcrel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hi-
jo. Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



736 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 737 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1955 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Manuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y Sán-
chez y licenciado Víctor Garrido, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiuno 
de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Be-
nefactor de la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' 
de la Restauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Silvano 
Cabral, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, na-
tural de Villa González, y domiciliado y residente en "Yer-
ba Buena" de la común de San José de Las Matas, de la 
Provincia de Santiago, portador de la cédula personal de 
identidad número 1872, serie 36, sello de Rentas Internan 
número 4998 para el año 1944, contra sentencia de la Corl 
de Apelación de Santiago de fecha trece de enero de mil no-
vecientos cincuenta y cinco, dictada en atribuciones correc-' 
cionales cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua en fecha veinticuatro de enero 
de mil novecientos cincuenta y cinco a requerimiento del 

recurrente, en la cual no se expresa ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el escrito transmitido directamente a la Suprema 
Corte de Justicia por el recurrente, en fecha dieciocho de 
febrero de mil novecientos cinceunta y cinco, en el que se 
exponen los medios de casación que más adelante se se-
ñalan; 

Visto el recibo que comprueba el pago en manos del 
Fiscalizador del Juzgado de Paz de la Común de San José 
de las Matas efectuado por el prevenido, por concepto de 
las pensiones alimenticias que adeudaba de conformidad y 
en cumplimiento con lo ordenado por la sentencia contra 
la cual se recurre; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 1, 2 y 4, párrafo III de la Ley 

o 2402, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ión; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 

r ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacional en San 
osé de las Matas compareció en fecha dieciocho de marzo 

de mil novecientos cincuenta y cuatro la señora María Ade-
lina Peña, dominicana, mayor de edad, ocupada en los que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en la sección 
de 'Yerba Buena', y se querelló contra Silvano Cabra], de 
generales ignoradas, residente en la misma sección rural, 
por éste no cumplir con sus obligaciones de padre con res-
Pecto a la menor Sergia Mercedes Peña de siete meses de 
edad, procreada con la querellante, quien a su vez expresó 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de techa 
13 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Silvano Cabral. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
13 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Silvano Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H . 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Manuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y Sán- . 

chez y licenciado Víctor Garrido, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiuno 
de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Be-
nefactor de la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' 
de la Restauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Silvano 
Cabral, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, na-
tural de Villa González, y domiciliado y residente en "Yer-
ba Buena" de la común de San José de Las Matas, de la 
Provincia de Santiago, portador de la cédula personal de 
identidad número 1872, serie 36, sello de Rentas Internas 
número 4998 para el año 1944, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Santiago de fecha trece de enero de mil no-
vecientos cincuenta y cinco, dictada en atribuciones corres 
cionales cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua en fecha veinticuatro de enero 
de mil novecientos cincuenta y cinco a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se expresa ningún medio determi-

nado vdisetoc aeslaecsi córni t; 

o transmitido directamente a la Suprema 
Corte de Justicia por el recurrente, en fecha dieciocho de 
febrero de mil novecientos cinceunta y cinco, en el que se 
exponen los medios de casación que más adelante se se-
ñalan; 

 el recibo que comprueba el pago en manos del 
Fiscalizador del Juzgado de Paz de la Común de San José 
de las Matas efectuado por el prevenido, por concepto de 
las pensiones alimenticias que adeudaba de conformidad y 
en cumplimiento con lo ordenado por la sentencia contra 
la cual se recurre; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 1, 2 y 4, párrafo III de la Ley 

9 2402, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ón; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
por ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacional en San 
José de las Matas compareció en fecha dieciocho de marzo 
de mil novecientos cincuenta y cuatro la señora María Ade-
lina Peña, dominicana, mayor de edad, ocupada en los que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en la sección 
(ie 'Yerba Buena', y se querelló contra Silvano Cabral, de 
generales ignoradas, residente en la misma sección rural, 
por éste no cumplir con sus obligaciones de padre con res-
pecto a la menor Sergia Mercedes Peña de siete meses de 
edad, procreada con la querellante, quien a su vez expresó 
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su deseo de que le asigne una pensión de seis pesos (Rb$ 
6.00) mensuales para la manutención de la referida menor" ; 

 b) "que citado por ante el Juez de Paz de la común, Silva. 
no Cabral no se concilió, manifestando que 'no está dis. 

puesto a fijarle ninguna pensión a la menor en referencia, 
por que no es hija suyo, por lo que dicha menor sea some. 
tida a la prueba de análisis de sangre"; c) "que remitido 
el expediente al Magistrado Procurador Fiscal de la Segun. 
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, y apoderada por dicho Ma. 
gistrado la expresada Cámara, ésta resolvió el caso por su 
sentencia dictada en fecha quince de julio de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro cuyo dispositivo textualmente 
copiado dice así: "FALLA: Primero: Que debe pronunciar 
y pronuncia el defecto contra el nombrado Silvano Cabral, 
de generales ignoradas, por no haber comparecido a la au-
diencia, habiendo sido legalmente citado; Segundo: Declara 
al mencionado inculpado, culpable de haber violado la Ley 
N' 2402, en perjuicio de una menor procreada con la seño-
ra María Adelina Peña; y en consecuencia, condena a dicho 
inculpado a sufrir dos años de prisión correccional; Terce-
ro: fija en la suma de RD$4.00 oro la pensión que debe pa-
sar el prevenido a la menor procreada con la querellante; 
Cuarto: Ordena la ejecución provisional de la presente sen-
tencia, no obstante cualquier recurso y Quinto: Condena 44 
además, al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto en fecha dieciséis de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro por el prevenido, la Corte de Apelación 
de Santiago apoderada del caso fijó la audiencia pública 
del día nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y cuatro para conocer de la causa, dictó ese mismo día una 
sentencia ordenando el reenvío de la misma y ordenando 
un experticio médico de las sangres del procesado, de la 
querellante y de la menor cuya paternidad se niega, con el 
objeto de determinar "si existe afinidad sanguínea entre di- 

cha menor y el inculpado, que pueda servir como indicio 
de la paternidad que se investiga", a la vez que comisionó 
al Dr. José de Jesús Alvarez para que realizara dicho ex-
perticio; y luego que fué realizada dicha medida, dicha Cor-
te conoció nuevamente el caso y lo decidió por su sentencia 
de fecha trece de enero de mil novecientos cincuenta y cin-
co  ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo textual-
mente copiado dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia apelada dictada en fecha quince del mes 
de junio del año mil novecientos cincuenta y cuatro, erg atri-
buciones correccionales, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, que condenó al procesado Silvano Cabral de generalas 
anotadas, a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal y al pago de las costas, por el delito de violación a la ley 
N' 2402, en perjuicio de una menor procreada con la seño-
ra María Adelina Peña, le fijó en la cantidad de cuatro 
pesos oro (RD$4.00) mensuales la pensión que debe pasar 
a la madre querellante para ayudar al sostenimiento de la 
expresada menor, y ordenó la ejecución provisional de la 
sentencia, no obstante cualquier recurso; TERCERO: Con-
dena al procesado y apelante Silvano Cabral, al pago de las 
costas de esta alzada"; 

Considerando que por el escrito que contiene los me-
dios de casación remitido directamente por el recurrente a 
la Suprema Corte de Justicia, se invoca: "además del alcan-
ce general del presente recurso de casación, la violación 
del artículo 189 del Código de Procedimiento Criminal, o 
sea la violación de las reglas concernientes a las pruebas 
en las materias penal correccional, suministro de ellas, 
Y falta de base legal"; 

Considerando que en apoyo de los medios de casación 
especialmente propuestos por el recurrente, éste aduce en 
resumen: "que se le ha adjudicado una paternidad dene-
gada por él y no comprobada en justicia"; "que se pretende 
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su deseo de que le asigne una pensión de seis pesos (RD$ 
6.00) mensuales para la manutención de la referida menor" ; 

 b) "que citado por ante el Juez de Paz de la común, Silva. 
no Cabral no se concilió, manifestando que 'no está dis, 
puesto a fijarle ninguna pensión a la menor en referencia, 
por que no es hija suyo, por lo que dicha menor sea some-
tida a la prueba de análisis de sangre"; c) "que remitido 
el expediente al Magistrado Procurador Fiscal de la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, y apoderada por dicho Ma-
gistrado la expresada Cámara, ésta resolvió el caso por su 
sentencia dictada en fecha quince de julio de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro cuyo dispositivo textualmente 
copiado dice así: "FALLA: Primero: Que debe pronunciar 
y pronuncia el defecto contra el nombrado Silvano Cabral, 
de generales ignoradas, por no haber comparecido a la au-
diencia, habiendo sido legalmente citado; Segundo: Declara 
al mencionado inculpado, culpable de haber violado la Ley 
N' 2402, en perjuicio de una menor procreada con la seño-
ra María Adelina Peña; y en consecuencia, condena a dicho 
inculpado a sufrir dos años de prisión correccional; Terce-
ro: fija en la suma de RD$4.00 oro la pensión que debe pa-
sar el prevenido a la menor procreada con la querellante; 
Cuarto: Ordena la ejecución provisional de la presente sen-
tencia, no obstante cualquier recurso y Quinto: Condena 
además, al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto en fecha dieciséis de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro por el prevenido, la Corte de Apelación 
de Santiago apoderada del caso fijó la audiencia pública 
del día . nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y cuatro para conocer de la causa, dictó ese mismo día una 
sentencia ordenando el reenvío de la misma y ordenando 
un experticio médico de las sangres del procesado. de la 
querellante y de la menor cuya paternidad se niega, con el 
objeto de determinar "si existe afinidad sanguínea entre di- 

cha menor y el inculpado, que pueda servir como indicio 
de la paternidad que se investiga", a la vez que comisionó 
al Dr. José de Jesús Alvarez para que realizara dicho ex-
perticio; y luego que fué realizada dicha medida, dicha Cor-
te conoció nuevamente el caso y lo decidió por su sentencia 
de fecha trece de enero de mil novecientos cincuenta y cin-
co  ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo textual-
mente copiado dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia apelada dictada en fecha quince del mes 
de junio del año mil novecientos cincuenta y cuatro, en atri-
buciones correccionales, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, que condenó al procesado Silvano Cabral de generalas 
anotadas, a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal y al pago de las costas, por el delito de violación a la ley 
N° 2402, en perjuicio de una menor nrocreada con la seño-
ra María Adelina Peña, le fijó en la cantidad de cuatro 
pesos oro (RD$4.00) mensuales la pensión que debe pasar 
a la madre querellante para ayudar al sostenimiento de la 
expresada menor, y ordenó la ejecución provisional de la 
sentencia, no obstante cualquier recurso; TERCERO: Con-
dena al procesado y apelante Silvano Cabral, al pago de las 
costas de esta alzada"; 

Considerando que por el escrito que contiene los me-
dios de casación remitido directamente por el recurrente a 
la Suprema Corte de Justicia, se invoca: "además del alcan-
ce general del presente recurso de casación, la violación 
del artículo 189 del Código de Procedimiento Criminal, o 
sea la violación de las reglas concernientes a las pruebas 
en las materias penal correccional, suministro de ellas, 
Y falta de base legal"; 

Considerando que en apoyo de los medios de casación 
especialmente propuestos por el recurrente, éste aduce en 
resumen: "que se le ha adjudicado una paternidad dene-
gada por él y no comprobada en justicia"; "que se pretende 
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justificar esta paternidad por el certificado médico del 
lisis de las sangres que se le practicó a él, a la menor y 
la madre querellante, el cual no dió una prueba excluyen 
de paternidad; pero que esta última circunstancia no 

suficiente, puesto que pueden ser miles de personas del 
masculino que no estén excluidos por esa prueba"; "y sob 
todo sin que se estableciera el hecho sustancial del contar: 
to carnal entre él y la querellante"; aue, ésta ha sostenido 
esas relaciones con otros hombres y su declaración no pue-, 
de ser tomada como suplemento de prueba en relación coa 
el certificado médico. .."; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada no se basa 
únicamente como lo pretende el recurrente en loá elementos 
de prueba que él señala, sino que se da por establecido, ade-

más del resultado del análisis de las sangres que no excluye 
al prevenido como posible padre de la menor de que se tra-

ta, el conjunto de diversos hechos y circunstancias como son 
entre otros: "que la señora María Adelina Peña ha manifes-
tado que mantuvo contacto carnal con el inculpado Sil 
Cabral en una finca de café propiedad de él y aunque die 
inculpado ha negado haber sostenido contacto carnal con 
ella, no niega que conociera a la querellante y admite 
es cierto que ella recogía café en la finca de su propie 
"que la declaración de la señora Peña es sincera, po 
no ve ningún motivo para presumir que la mencionada 
ñora tenga interés en atribuirle al procesado la paterni 
de una hija que no le pertenece, pues en la especie, se 
de una mujer de avanzada edad y escasa inteligencia q 
en ningún momento del proceso ha revelado tener el 
de perversidad que la haga capaz de cometer una a 
tan reprobable como lo es el hecho de sostener que 
contacto carnal con un hombre sin ser cierto y luego 
buirle a dicho individuo la paternidad de una hija que 
tenece a otro, como ha querido hacerlo creer el incul 
Cabral"; "que por la declaración de dicha señora, po 

parecido 'físico existente entre la menor cuya paternida 

-ribuye a Silvano Cabral y éste, por el experticio de la 
:re y por las circunstancias que han rodeado el hecho, 
formado su íntima convicción en el sentido de que el 
venido es el padre de la menor" 

Considerando que los jueces del fondo están investidos 
e un poder soberano para apreciar y ponderar el resultado 

ts pruebas que le son regularmente sometidas al debate 
ha sido en virtud de este poder que la Corte a qua ha 

stablecido los hechos y circunstancias anteriormente ex-
Juestos como comprobados y admitidos por ella, y no ha 
violado consecuentemente el artículo 189 del Código de 
›'rocedimiento Criminal relativo a la prueba en materia co-
reccional como lo pretente el recurrente; 

Considerando en cuanto a la faita de base legal, que 
'a sentencia impugnada contiene por otra parte, una ex-
posición completa de los hechos y descripción de las cir- • 
tunstancias de la causa," que han permitido verificar que 

«cho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la ley 
los hechos que fueron soberanamente comprobados por 

jueces del fondo ; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del 

rrente, no contiene ningún vicio que justifique su ea-
on; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
jón interpuesto por Silvano Cabral contra sentencia de 
Corte de Apelación de Santiago de fecha trece de enero 
mil novecientos cincuenta y cinco, dictada en atribu-

nes correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
o lugar del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
nte al pago de las costas. 

(Firmados) 1-1. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— 
esto Curiel hijo, Secretario General.-- 

N 
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justificar esta paternidad por el certificado médico del 
lisis de las sangres que se le practicó a él, a la menor y 

la madre querellante, el cual no dió una prueba excluyente 
de paternidad; pero que esta última circunstancia no es 

 suficiente, puesto que pueden ser miles de personas del sexo 

masculino que no estén excluidos por esa prueba"; "y sobre 

todo sin que se estableciera el hecho sustancial del contar. 
to carnal entre él y la querellante"; que, ésta ha sostenido 
esas relaciones con otros hombres y su declaración no pue. 
de ser tomada como suplemento de prueba en relación con 
el certificado médico. . ."; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada no se basa 

únicamente como lo pretende el recurrente en los elementos 
de prueba que él señala, sino que se da por establecido, ade-

más del resultado del análisis de las sangres que no excluye 

al prevenido como posible padre de la menor de que se tra-

ta, el conjunto de diversos hechos y circunstancias como son 

entre otros: "que la señora María Adelina Peña ha manifes-
tado que mantuvo contacto carnal con el inculpado Silvano 
Cabral en una finca de café propiedad de él y aunque dicho 

inculpado ha negado haber sostenido contacto carnal con 

ella, no niega que conociera a la querellante y admite que 
es cierto que ella recogía café en la finca de su propiedad"; 
"que la declaración de la señora Peña es sincera, porque 
no ve ningún motivo para presumir que la mencionada se-
ñora tenga interés en atribuirle al procesado la paternidad 
de una hija que no le pertenece, pues en la especie, se trata 

de una mujer de avanzada edad y escasa inteligencia quien 
en ningún momento del proceso ha revelado tener el ;fado 
de perversidad que la haga capaz de cometer una acción 
tan reprobable como lo es el hecho de sostener que tuve 
contacto carnal con un hombre sin ser cierto y luego atri 
buirle a dicho individuo la paternidad de una hija que y 

tenece a otro, como ha querido hacerlo creer el incul 
Cabral"; "que por la declaración de dicha señora, po 
parecido 'físico existente entre la menor cuya paternida  

le atribuye a Silvano Cabral y éste, por el experticio de la 
sangre y por las circunstancias que han rodeado el hecho, 
ha formado su íntima convicción en el sentido de que el 
°revenido es el padre de la menor"; 

Considerando que los jueces del fondo están investidos 
de un poder soberano para apreciar y ponderar el resultado 
de las pruebas que le son regularmente sometidas al debate 
5 que ha sido en virtud de este poder que la Corte a qua ha 
-c-stablecido los hechos y circunstancias anteriormente ex-
Juestos como comprobados y admitidos por ella, y no ha 
violado consecuentemente el artículo 189 del Código de 
7rocedimiento Criminal relativo a la prueba en materia co- 
i reccional como lo pretente el recurrente; 

411, 	Considerando en cuanto a la falta de base legal, que 
'a sentencia impugnada contiene por otra parte, una ex-
aosición completa de los hechos y descripción de las cir- • 
( unstancias de la causa,' que han permitido verificar que 
dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la ley 
a los hechos que fueron soberanamente comprobados por 
los jueces del fondo ; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del 
t ocurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca- 
sación; 

Olik
,í: Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
a' clon interpuesto por Silvano Cabral contra sentencia de 

la Corte de Apelación de Santiago de fecha trece de enero 
di' mil novecientos cincuenta y cinco, dictada en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 

o lugar del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
nte al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— 
esto Curiel hijo, Secretario General.— 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1955 

ncia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
19 de enero de 1955. - 

: Penal. 

nte: Consuelo Cárdenas de Rodriguez.— 

Dios, Patria y . Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Manuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y Sán-
chez y licenciado Víctor Garrido "asistidos del Secretario 
General, 4n la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiuno de 
abril de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Bene-
factor de la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' de 
la Restauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Consue-
lo Cárdenas de Rodríguez, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, natural de "Las Hundideras", 
de la común de Valverde, domiciliada y residente en la ca-
sa número 169 de la calle "Cuba" de la ciudad de Santiago 
de los Caballeros, con cédula personal de identidad número 
31230, serie 31, contra la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santiago de fecha diecinueve de enero de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, dictada en atribuciones correc-
cionales cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1955 

svni e ncia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
19 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

nreurrente: Consuelo Cárdenas de Rodríguez.— 

Dios, Patria y.Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrero. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Manuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y Sán-
chez y licenciado Víctor Garrido ,,asistidos del Secretario 
General, 4n la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veintiuno de 
abril de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Bene-
factor de la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' de 
la Restauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Consue-
lo Cárdenas de Rodríguez, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, natural de "Las Hundideras", 
de la común de Valverde, domiciliada y residente en la ca-
sa número 169 de la calle "Cuba" de la ciudad de Santiago 
de los Caballeros, con cédula personal de identidad número 
31230, serie 31, contra la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santiago de fecha diecinueve de enero de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, dictada en atribuciones correc-
cionales cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Prcourador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cortea qua„ en fecha diecinueve de enero 
de mil novecientos cincuenta y cinco, en la que se expresa 
que "interpone dicho recurso por no estar conforme con 

la mencionada sentencia" sin exponer ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 1, 2 y 4 párrafo II y IV de la 
Ley 1\1•>2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
"que en fecha tres de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y cuatro compareció al Cuartel General de la 11 ,  
Compañía Policía Nacioñal en la ciudad de Santiago de 
Caballeros, la señora Juana Consuelo Cárdenas de Rodrí- 
guez y se querelló contra Arsenio Rodríguez por no aten- 
der a sus obligaciones de padre de los menores Ramón A-- 

tonio, Luis Arsenio, y Milady Altagracia de 6, 4 y 2 años y. 
8 meses de edad, respectivamente, procreados con ella, de- 
seando que le asigne la suma de $30.00 mensuales col 
pensión alimenticia para la manutención de los referid 
menores"; "que citado en conciliación por ante el Juez de 
Paz de la Primera Circunscripción de la Común de Santi - 
go, Arsenio Rodríguez nO compareció"; c) que apodera ,  b, 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 
cia del Distrito Judicial de Santiago, y fijada la audiencia 
pública del veintiséis de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y cuatro para el conocimiento de la causa, diel" , 

 Juzgado resolvió el caso por su sentencia del mismo día 
yo dispositivo textualmente copiado dice así: "Falla: Pri 
mero: que debe declarar y declara al nombrado Arseni 

ez culpable del delito de violación a la Ley 2402 en 
rjuicio de tres menores procreados con la señora Juana 
nsuelo Cárdenas de Rodríguez, y en consecuencia lo con- 
na a sufrir la pena de dos años de prisión correccional; 
gundo: Le fija una pensión mensual de $21.00 (veintiún 

pesos oro) para las necesidades alimenticias de dichos me- 
nores; Tercero: Ordena la ejecución provisional de la sen- 
tencia, y Cuarto: Lo condena al pago de las costas"; 

Illy 
puesto por el prevenido la Corte de Apelación de Santiago 

, Considerando que sobre el recurso de apelación inter- 

apoderada de dicho recurso lo resolvió por su sentencia de 
fecha diecinueve de enero de mil novecientos cincuenta y 
cinco ahora impugnada en casación cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la sentencia ape 
.ada dictada en fecha veintiséis del mes de noviembre cie 

mil novecientos cincuenta y cuatro, en atribuciones co-
•reccionales, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, que 
condenó al procesado Arsenio Rodríguez, de generales ano-
tadas, a sufrir la pena de dos años de prisión correccional 
y al pago de las costas, por el delito de violación a la Ley 
1\19 2402, en perjuicio de tres menores procreados con la se-
ñora Juana Consuelo Cárdenas de Rodríguez, le fijó en la 
cantidad de veintiún pesos oro la pensión que debía pasar 
a la madre querellante, para ayudar al sostenimiento de 
los expresados menores y ordenó la ejecución porvisional 
de la sentencia, no obstante cualquier recurso, en el sentido 
de rebajar la pensión a la cantidad de dieciocho pesos oro 

,,nsuales; TERCERO: Condena al procesado al pago de 
costas de esta alzada"; 
Considerando que habiéndole sido -confirmada al pre-

vnnido la condenación de dos años de prisión correccional 
ti,.e le fué impuesta por el primer juez, el recurso de la re- 

nte queda necesariamente restringido al aspecto rela- 
o a a pensión fijada al prevenido; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Preourador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cortea qua, en fecha diecinueve de enero 
de mil novecientos cincuenta y cinco, en la que se expresa . 

que "interpone dicho recurso por no estar conforme coa 

la mencionada sentencia" sin exponer ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado, y vistos los artículos 1, 2 y 4 párrafo II y IV de la 
Ley N"2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien- 
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
"que en fecha tres de noviembre de mil novecientos e 
cuenta y cuatro compareció al Cuartel General de la 1 
Compañía Policía Naciohal en la ciudad de Santiago de 1, 

Caballeros, la señora Juana Consuelo Cárdenas de Rodrí-
guez y se querelló contra Arsenio Rodríguez por no aten-
der a sus obligaciones de padre de los menores Ramón An-
tonio, Luis Arsenio, y Milady Altagracia de 6, 4 y 2 años y 
8 meses de edad, respectivamente, procreados con ella, de-
seando que le asigne la suma de $30.00 mensuales como 
pensión alimenticia para la manutención de los referid' 
menores"; "que citado en conciliación por ante el Juez de 
Paz de la Primera Circunscripción de la Común de Santh - 
go, Arsenio Rodríguez nó compareció"; c) que apoden , 

 la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Inste 
cia del Distrito Judicial de Santiago, y fijada la audiencia 
pública del veintiséis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro para el conocimiento de la causa, 
Juzgado resolvió el caso por su sentencia del mismo día 
yo dispositivo textualmente copiado dice así: "Falla: Pri 
mero: que debe declarar y declara al nombrado Arseni 

ez culpable del delito de violación a la Ley 2402 en 
rjuicio de tres menores procreados con la señora Juana 
nsuelo Cárdenas de Rodríguez, y en consecuencia lo con-
na a sufrir la pena de dos años de prisión correccional; 
gundo: Le fija una pensión mensual de $21.00 (veintiún 

pesos oro) para las necesidades alimenticias de dichos me-
ores; Tercero: Ordena la ejecución provisional de la sen-

da, y Cuarto: Lo condena al pago de las costas"; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

esto por el prevenido la Corte de Apelación de Santiago 
apoderada de dicho recurso lo resolvió por su sentencia de 
fecha diecinueve de enero de mil novecientos cincuenta y 
cinco ahora impugnada en casación cuyo dispositivo dice • 
así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la sentencia ape 
lada dictada en fecha veintiséis del mes de noviembre ue 
mil novecientos cincuenta y cuatro, en atribuciones co-
reccionales, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
te Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, que 
ondenó al procesado Arsenio Rodríguez, de generales anc-
,tdas, a sufrir la pena de dos años de prisión correccional 

y al pago de las costas, por el delito de violación a la Ley 
N9  2402, en perjuicio de tres menores procreados con la se-
ñora Juana Consuelo Cárdenas de Rodríguez, le fijó en la 
cantidad de veintiún pesos oro la pensión que debía pasar 
a la madre querellante, para ayudar al sostenimiento de 
los expresados menores y ordenó la ejecución porvisional 
de la sentencia, no obstante cualquier recurso, en el sentido 
de rebajar la pensión a la cantidad de dieciocho pesos oro 

nsuales; TERCERO: Condena al procesado al pago de 
costas de esta alzada"; 
Considerando que habiéndole sido -confirmada al pre-

wmido la condenación de dos años de prisión correccional 
(1 ,;e le fué impuesta por el primer juez, el recurso de la re- 

nte queda necesariamente restringido al aspecto rela- 
o a a pensión fijada al prevenido; 
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Considerando que los jueces del fondo para fijar el 
monto de la pensión, en esta materia, deben tener en cuen-
ta tanto las necesidades del o de los menores de que se tra-
te, como los medios de que puedan disponer ambos padres; 

Considerando que para justificar su decisión los jue-
ces de la apelación, en la sentencia impugnada han dado 
los siguientes motivos: "que la señora Juana Consuelo Cár 
denas de Rodríguez, madre de los menores de que se trata, 
está trabajando en la Farmacia Nueva y gana la cantidad 
de RD$3.50 oro semanales"; "que el prevenido tiene un au-
tomóvil al servicio público y se ocupa personalmente en el 
negocio de transporte de pasajeros, pero que aún debe par-
te del precio de ese vehículo y tiene que hacer el pago men-
sualmente de la cantidad de RD$155.00 oro para recoger pa-
gareses que tiene firmados por este concepto"; y "que (seg 
lo ha apreciado dicha Corte), el prevenido Arsenio Rodri-
guez no está en condiciones de pagar la pensión de veintiún 
pesos oro que le fué impuesta por !a sentencia apelada, 
y que de acuerdo con los medios económicos de que él (. -
pone y las necesidades de dichos menores, debe serle ref -
jada la pensión a dieciocho pesos oro mensuales"; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua hizo 

en la sentencia impugnada, y en el aspecto examinado, una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos. 
la  sentencia recurrida, en lo que concierne al interés de la 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Juana Consuelo Cárdenas de R 
dríguez, contra sentencia de la Corte de Apelación de Sa-- 
tiago de fecha diecinueve de enero de mil novecientos cf 
cuenta y cinco, dictada en atribuciones correccionales, 
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo 
Segundo: Declara de oficio las costas.  

747 

(Firmados) H. Herrera Billinil.— Fco. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez._ 
Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que los jueces del fondo para fijar el 
monto de la pensión, en esta materia, deben tener en cuen-
ta tanto las necesidades del o de los menores de que se tra-
te, como los medios de que puedan disponer ambos padres; 

Considerando que para justificar su decisión los jue-
ces de la apelación, en la sentencia impugnada han dado 
los siguientes motivos: "que la señora Juana Consuelo Cár 
denas de Rodríguez, madre de los menores de que se trata, 
está trabajando en la Farmacia Nueva y gana la cantidad 
de RD$3.50 oro semanales"; "que el prevenido tiene un au-
tomóvil al servicio público y se ocupa personalmente en el 
negocio de transporte de pasajeros, pero que aún debe par-
te del precio de ese vehículo y tiene Que hacer el pago men-
sualmente de la cantidad de RD$155.00 oro para recoger pa-
gareses que tiene firmados por este concepto"; y "que (según 
lo ha apreciado dicha Corte), el prevenido Arsenio Rodri_ 

guez no está en condiciones de pagar la pensión de veintiún 
pesos oro que le 'fue impuesta por la sentencia apelada, 
y que de acuerdo con los medios económicos de que él dis-

pone y las necesidades de dichos menores, debe serle reba-
jada la pensión a dieciocho pesos oro mensuales"; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua hizo 
en la sentencia impugnada, y en el aspeCto examinado, una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos. 
la  sentencia recurrida, en lo que concierne al interés de la 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de c 
sación interpuesto por Juana Consuelo Cárdenas de R 
dríguez, contra sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago de fecha diecinueve de enero de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, dictada en atribuciones correccionales, c 
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; _ 
Segundo: Declara de oficio las costas.  

747 

(Firmados) EL Herrera Billinil.— Feo. Elpidio Beras. 
_Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-bar.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez,— 
Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quo 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 11 de noviembre de 1954. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco E. Peña C.— Dr. Wenceslao Rafael Guerr 
ro Pou. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados a 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segunda 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvar , 

 Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Dr. Car1( 
Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asistidos del S 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
iCiudada Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
ticinco del Mes de abril de mil novecientos cincuenta y cin-

co, "Año del Benefactor de la Patria", años 112' de la 1' 

dependencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 

siguiente sentencia: 
'Sobre el recurso de casación interpuestd por Francia- 

co E. Peña C., dominicano, mayor de edad, casado, com, 
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portad 
de la cédula personal de identidad N9  19383, serie ?, e , 

 sello número 128954, contra sentencia de la Corte de AL 
lación de Ciudad Trujillo, de fecha once de noviembre 
Mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se co-

pia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-
a veinte de noviembre de mil novecientos cincuenta y cua-

en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del 
Wenceslao Rafael Guerrero Pou, portador de la cé-

a personal de identidad N9 41560, serie 1ra., sello nú-
mero 15030, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 29, 40, 41, 48 y 66 de la Ley 
de Cheques, N'  2859, del 30 de abril de 1951; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintinueve de agosto de mil novecientos cincuen-
ta y tres Francisco E. Peña C., expidió un cheque por la su-
na de RD$248.88 á cargo del Banco de Crédito y Ahorros:  
. a favor de José María Martínez, para pagar el valor de 
mercancías adeudado por Peña a Martínez; b) que al ser 
ehusado el pago del citado cheque, el beneficiario del mis-

mo requirió por acto de alguacil de fecha dieciséis de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y tres que Francisco 
E. Peña C., hiciera provisión de fondos en el plazo de dos 
días ordinarios; c) que en fecha once d ediciembre Martí-
nez hizo protestar por 'falta de pago el mencionado Cheque; 
d) que con motivo de la querella presentada por Martínez 
tanto él como Peña fueron sometidos a la acción de la jus-

, ticia, Peña como autor de estafa Martínez por violar la 
ley de cheques; e) que la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, apoderada del- hecho, dictó sentencia el veinti- 
cho de abril de mil novecientos cincuenta y cuatro de la 
:al es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe 

)eclarar, y Declara, que el nombrado Francisco E. Peña 
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siguiente sentencia: 

'Sobre el recurso de casación interpuestO por Franci-
co E. Peña C., dominicano, mayor de edad, casado, com 
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portad 
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sello número 128954, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha once de noviembre 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-
veinte de noviembre de mil novecientos cincuenta y cua-
en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del 
Wenceslao Rafael Guerrero Pou, portador de la cé-

a personal de identidad N9 41560, serie 1ra., sello nú-
ero 15030, en la cual no se invoca ningún medio determi-
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 29, 40, 41, 48 y 66 de la Ley 
Cheques, N° 2859, del 30 de abril de 1951; y 1 y 65 de la 

Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los. 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintinueve de agosto de mil novecientos cincuen-
d y tres Francisco E. Peña C., expidió un cheque por la su-

ma de RD$248.88 g. cargo del Banco de Crédito y Ahorros:  
y a favor de José María Martínez, para pagar el valor de 
mercancías adeudado por Peña a Martínez; b) que al ser 
rehusado el pago del citado cheque, el beneficiario del mis-
mo requirió por acto de alguacil de fecha dieciséis de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y tres que Francisco 
E. Peña C., hiciera provisión de fondos en el plazo dé dos 
días ordinarios; c) que en fecha once d ediciembre Martí-
nez hizo protestar por 'falta de pago el mencionado cheque; 
d) que con motivo de la querella presentada por Martínez 
tanto él como Peña fueron sometidos a la acción de la jus-
ticia, Peña como autor de estafa Martínez por violar la 
ley de cheques; e) que la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, apoderada del hecho, dictó sentencia el veinti-
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y cuatro de la 
cual es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe 
Declarar, y Declara, que el nombrado Francisco E. Peña 
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C., de generales anotadas, no es culpable del delito de Vio.. 
lación a la Ley de Cheques N 9  2859; y como tal, lo Desear. 
ga del mencionado delito en razón de que el predicho che-
que fué presentado al cobro fuera del plazo legal estable-
cido por el artículo 29 de la citada ley, declarando en este 
aspecto las costas de oficio; Segundo: que debe Declarar, 
como en efecto Declara, regular y válido en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil del co-prevenido José 
María Martíne , contra el prevenido Francisco E. Peña C.; 
Tercero: que debe Condenar, y Condena, al prenombrado 
Francisco E. Peña C., al pago de una indemnización de Dos-
cientos Cuarenta y Ocho Pesos con Ochenta y Ocho cen-
tavos Oro (RD$248.88) suma equivalente al valor del re-
petido cheque dejado de pagar, y tomando en considera-
ción: que a pesar del descargo en el aspecto penal subsiste 
una falta civil, generadora de un perjuicio imputable al su-
sodicho prevenido Francisco E. Peña C,; Cuarto: que debe 
Condenar, y Condena, al referido Francisco E. Peña C., 
al pago de las costas civiles, con distracción en provecho del 
Lic. Salvador Espinal Miranda, abocrado de la parte civil 
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Quinto: que debe Declinar, y Declina, el conocimiento 
de la causa seguida al nombrado José María Martínez, pre-
venido del delito de Violación al artículo 66, letra b) de la 
aludida ley, en razón de que dicho prevenido reside fuera 
de la jurisdicción de esta Cámara Penal; y Sexto: que debe 
Reservar, y Reserva, las costas para que sean falladas con-
juntamente con el fondo"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Francisco E. Peña C., la Corte a qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Francisco E. Peña C.; Segundo: En cuanto al fondo. 
Rechaza el referido recurso de apelación por improceden-
te y mal fundado; y, en consecuencia, Confirma los ordina- 

 

les  segundo, Tercero y Cuarto de la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Segunda Cámara Penal 
del juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
santo Domingo, en fecha veintiocho (28) del mes de Abril 

de  mil novecientos cincuenta y cuatro, que copiados dicen 

así: 'Falla: Segundo: que debe Declarar, como en efecto 
Declara, regular y válido, en cuanto a la forma, la consti-
tución en parte civil del co-prevenido José María Martínez, 
contra el prevenido Francisco E. Peña C.; Tercero: que de-
be Condenar, y Condena, al prenombrado Francisco E. Pe-

ña C., al pago de una indemnización de Doscientos Cuaren-
ta y Ocho Pesos con Ochenta y Ocho Centavos Oro (RD$ 
248.88) suma equivalente al valor del repetido cheque deja-
do de pagar, y tomando en consideración: que a pesar del 
descargo en el aspecto penal subsiste una falta civil, gene-
radora de un perjuicio imputable al susodicho prevenido 
Francisco E. Peña C.; Cuarto: que debe Condenar, y Conde-
na, al referido Francisco E. Peña C., al pago de las costas 
civiles, con distracción en provecho del Lic. Salvador Espi-
nal Miranda, abogado de la parte civil constituida, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad'; Tercero: Con-
dena al prevenido Francisco E. Peña C., al pago de las 
costas civiles de apelación, con distracción en favor del 
Licenciado Salvador Espinal Miranda, abogado de la parte 
civil cstituida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

 que en la especie procede examinar la 
sentencia impugnada en todo el alcance necesario para de-
ducir las consecuencias jurídicas referente a las condenacio-
nes civiles pronunciadas contra el recurrente, ya que el des-
cargo de Francisco E. Peña C., no puede ser puesto en cau-
sa, desde el punto de vista penal, en virtud de que la deci-
sión intervenida sobre el particular tiene en este aspecto, la 
autoridad de la cosa juzgada al no haber apelado el minis-
terio público contra el fallo de primer grado; 
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C., de generales anotadas, no es culpable del delito de Vio.. 
lación a la Ley de Cheques N 9  2859; y como tal, lo Desear. 
ga del mencionado delito en razón de que el predicho che-
que fué presentado al cobro fuera del plazo legal estable. 
cido por el artículo 29 de la citada ley, declarando en este 
aspecto las costas de oficio; Segundo: que debe Declarar, 
como en efecto Declara, regular y válido en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil del co-prevenido José 
María Martíne , contra el prevenido Francisco E. Peña C.; 
Tercero: que debe Condenar, y Condena, al prenombrado 
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cientos Cuarenta y Ocho Pesos con Ochenta y Ocho cen-
tavos Oro (RD$248.88) suma equivalente al valor del re-
petido cheque dejado de pagar, y tomando en considera-
ción: que a pesar del descargo en el aspecto penal subsiste 
una falta civil, generadora de un perjuicio imputable al su-
sodicho prevenido Francisco E. Peña C,; Cuarto: que debe 
Condenar, y Condena, al referido Francisco E. Peña C., 
al pago de las costas civiles, con distracción en provecho del 
Lic. Salvador Espinal Miranda, abocrado de la parte civil 
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Quinto: que debe Declinar, y Declina, el conocimiento 
de la causa seguida al nombrado José María Martínez, pre-
venido del delito de Violación al artículo 66, letra b) de la 
aludida ley, en razón de que dicho prevenido reside fuera 
de la jurisdicción de esta Cámara Penal; y Sexto: que debe 
Reservar, y Reserva, las costas para que sean falladas con-
juntamente con el fondo"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Francisco E. Peña C., la Corte a qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Francisco E. Peña C.; Segundo: En cuanto al fondo, 
Rechaza el referido recurso de apelación por improceden-
te y mal fundado; y, en consecuencia, Confirma los ordina- 

les 
segundo, Tercero y Cuarto de la sentencia dictada en 

atribuciones correccionales por la Segunda Cámara Penal 
del juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, en fecha veintiocho (28) del mes de Abril 

de  mil novecientos cincuenta y cuatro, que copiados dicen 

así: 'Falla: Segundo: que debe Declarar, como en efecto 
Declara, regular y válido, en cuanto a la forma, la consti-
tución en parte civil del co-prevenido José Maria Martínez, 
contra el prevenido Francisco E. Peña C.; Tercero: que de-
be Condenar, y Condena, al prenombrado Francisco E. Pe-
ña C., al pago de una indemnización de Doscientos Cuaren-
ta y Ocho Pesos con Ochenta y Ocho Centavos Oro (RD$ 
248.88) suma equivalente al valor del repetido cheque deja-
do de pagar, y tomando en consideración: que a pesar del 
descargo en el aspecto penal subsiste una falta civil, gene-
radora de un perjuicio imputable al susodicho prevenido 
Francisco E. Peña C.; Cuarto: que debe Condenar, y Conde-
na, al referido Francisco E. Peña C., al pago de las costas 
civiles, con distracción en provecho del Lic. Salvador Espi-
nal Miranda, abogado de la parte civil constituida, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad'; Tercero: Con-
dena al prevenido Francisco E. Peña C., al pago de las 
costas civiles de apelación, con distracción en favor del 
Licenciado Salvador Espinal Miranda, abogado de la parte 
civil cstituida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

 que en la especie procede examinar la 
sentencia impugnada en todo el alcance necesario para de-
ducir las consecuencias jurídicas referente a las condenacio-
nes civiles pronunciadas contra el recurrente, ya que el des-
cargo de Francisco E. Peña C., no puede ser puesto en cau-
sa, desde el punto de vista penal. en virtud de que la deci-
sión intervenida sobre el particular tiene en este aspecto, la 
autoridad de la cosa juzgada al no haber apelado el minis-
terio público contra el fallo de primer grado; 
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Considerando que la Corte a qua al confirmar el des, 
cargo de Francisco E. Peña C., expresa que: a) "contraria, 
mente a como lo pretende el prevenido señor Francisco E, 
Peña C., para la existencia del delito de emisión de cheque 
sin provisión tal como ha sido admitido por nuestra Supre. 
ma Corte de Justicia, en varias ocasiones no se requiere 
que previamente se haga el protesto del cheque ya que la 
prueba de la 'falta de previsión puede hacerse por todos 
los medios; que, por otra parte el señor Peña C., ha admi-
tido con su abogado el Dr. Guerrero Pou la falta de 
visión, para el cheque expedido por el prevenido señor Pe-
ña C., en favor del señor José María Martínez; que por 
otra parte ha sido admitido por nuestra Suprema Corte de 
Justicia también que es infundado pretender que si el pro-
testo de un cheque no se hace como en el caso sometido '4 
consideración de esta Corte, en el plazo indicado por el 'T 

29 de la Ley N" 2859 sobre cheques, el beneficiario del ra.s-
mo que en el caso, lo es el señor José María Martínez, per-
diera de conformidad con el art. 40 de la misma ley toda 
clase de acción contra el librador, pues esa disposición legal, 
que se aplica únicamente a los recursos por falta de pago 
solo beneficiaria al librador en el caso de que haiendo he-
cho y mantenido la provisión ésta perezca por culpa del li-
brador, después de expirar el plazo legal sin ser presentado 
el cheque lo que no ha ocurrido en este caso sometido"  
b) que, contrariamente a como lo apreció el Juez de 
mer grado, en la especie el prevenido Peña C., había incu-
rrido en la violación de la ley de cheques y no procedía. 
en consecuencia su descargo, pero que como no había ape-
lación del ministerio público, la existencia del delito solo 
se retenía para derivar de él las consecuenci -ts pertinentes 
desde el punto de vista civil; 

Considerando que en las precedentes comprobacion 
apreciaciones de hecho y de derecho la Corte a qua no 
incurrido en violación alguna de la ley, sino que; por lo con- 
trario ha hecho una correcta interpretación de la misma. 

revelándose, en consecuencia, una falta imputable a Fran-
cisco E. Peña C., falta que compromete su responsavilidad 

civil; 
Considerando que, en este orden de ideas, al confir-

mar la Corte a qua las condenaciones civiles, consistentes 
en el pago de una suma de RD$248.88, equivalente al valor 
del cheque emitido sin que el expedidor tuviera provisión de 
fondos, fundándose en que la "demanda en pago del impor-
te del cheque ante los jueces de la acción pública, es una 
acción sui géneris en restitución, que aún cuando está fun-
dada sobre la existencia del crédito en ocasión del cual el 
cheque ha sido emitido, surge con la infracción penal", en el 
fallo impugnado se ha hecho una correcta aplicación del 
Artículo 66, párrafo penúltimo, de la Ley de Cheques, N° 
2859, del 30 de abril de 1951; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne 
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco E. Peña C., contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 
once de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.-- Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué - 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que la Corte a qua al confirmar el 
cargo de Francisco E. Peña C., expresa que: a) "contra 
mente a como lo pretende el prevenido señor Francisco 
Peña C., para la existencia del delito de emisión de cheque 
sin provisión tal como ha sido admitido por nuestra Supre., 
ma Corte de Justicia, en varias ocasiones no se requiere 
que previamente se haga el protesto del cheque ya que la 
prueba de la 'falta de previsión puede hacerse por todos 
los medios; que, por otra parte el señor Peña C., ha admi- 
tido con su abogado el Dr. Guerrero Pou la falta de )- 

. 
visión, para el cheque expedido por el prevenido señor Pe- 
ña C., en favor del señor José María Martínez; que por 
otra parte ha sido admitido por nuestra Suprema Corte de 
Justicia también que es infundado pretender que si el pro-
testo de un cheque no se hace como en el caso sometido la 
consideración de esta Corte, en el plazo indicado por el 
29 de la Ley N' 2859 sobre cheques, el beneficiario del 
mo que en el caso, lo es el señor José María Martínez, :r-
diera de conformidad con el art. 40 de la misma ley toda 
ylase de acción contra el librador, pues esa disposición le 
que se aplica únicamente a los recursos por falta de pago 
solo beneficiaria al librador en el caso de que haiendo he-
cho y mantenido la provisión ésta perezca por culpa del li-
brador, después de expirar el plazo legal sin ser presentado 
el cheque lo que no ha ocurrido en este caso sometida"  
b) que, contrariamente a como lo apreció el Juez dc ,  - 
mer grado, en la especie el prevenido Peña C., había incu-
rrido en la violación de la ley de cheques y no procedia. 
en consecuencia su descargo, pero que como no había ape-
lación del ministerio público, la existencia del delito solo 
se retenía para derivar de él las consecuenchs pertinentes 
desde el punto de vista civil; 

Considerando que en las precedentes comprobacion ,  y 

apreciaciones de hecho y de derecho la Corte a qua. no 1)2 , 
 incurrido en violación alguna de la ley, sino que; por lo con-

trario ha hecho una correcta interpretación de la misma.  

reyelándose, en consecuencia, una falta imputable a Fran-
• E. Peña C., falta que compromete su responsavilidad 

civil; 
Considerando que, en este orden de ideas, al confir- 

mar la Corte a qua las condenaciones civiles, consistentes 
en el pago de una suma de RD$248.88, equivalente al valor 
del cheque emitido sin que el expedidor tuviera provisión de 
fondos, fundándose en que la "demanda en pago del impor-
te del cheque ante los jueces de la acción pública, es una 
acción sui géneris en restitución, que aún cuando está fun-
dada sobre la existencia del crédito en ocasión del cual el 
cheque ha sido emitido, surge con la infracción penal", en el 
fallo impugnado se ha hecho una correcta aplicación del 
Artículo 66, párrafo penúltimo, de la Ley de Cheques, N° 
2859, del 30 de abril de 1951; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne 
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco E. Peña C., contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 
once de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) 11. Herrera Billini.— Feo. Elpidio .  Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

a 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de 1 

18 de enero de 1955. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Mena. - 

Dios, Patria y Libertad. 
Reuública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día veinticinco del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de 
la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Mena, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y resi-
dente en Navarrete, de la común de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad número 34354, serie 31, con 
sello de renovación número 53079, para el año 1954, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago en 
fecha dieciocho de enero de mil novecientos cincuenta y 
cinco, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de  la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 
Corte a qua, a requerimiento del recurrente, el día vein-

ticinco del mismo mes de enero, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 401, 405 y 408 del Código Pe-
nal, modificado por la Ley N9  46, del año 1941, en su pá-
rrafo 2"; 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en virtud de querella presentada por Ramona Mez-
quita López, contra Antonio Mena, la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, apoderada del caso, dictó en fecha catorce de 
marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, una sentencia 
en defecto, por medio de la cual condenó al prevenido An-
tonio Mena, a la pena de tres meses de prisión correccional 
y al pago de las costas, por el delito de abuso de confianza 
en perjuicio de la querellante Ramona Mezquita López; b) 
que sobre el recurso de oposición interpuesto por la parte 
condenada dichoTribunal pronunció en fecha treinta y uno 
de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro otra sen-
tencia por cuyo dispositivo declara nulo y sin ningún efecto 
el recurso de oposición interpuesto per el prevenido, por no 
haber comparecido, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; c) que sobre el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago dictó en fe-
cha diez de noviembre del mismo año mil novecientos cin-
cuenta y cuatro una sentencia cuyo dispositivo dice asi: 
"PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, 
('1 recurso de apelación intentado por el procesado Antonio 
Mena contra sentencia dictada en fecha treinta y uno del 
mes de agosto del añ oen curso, (1954), por la Segunda Cá- 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
18 de enero de 1955. 

'Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Mena. - 

Dios, Patria y Libertad. 
Reuública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Moret, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, doctor Car-
los Sánchez y Sánchez y licenciado Víctor Garrido, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día veinticinco del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria"; años 112' de 
la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era de 
Trujillo:  dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Mena, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y resi-
dente en Navarrete, de la común de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad número 34354, serie 31, con 
sello de renovación número 53079, para el año 1954, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago en 
fecha dieciocho de enero de mil novecientos cincuenta y 
cinco, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, el día vein-
ticinco del mismo mes de enero, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 401, 405 y 408 del Código Pe-
nal, modificado por la Ley N9  46, del año 1941, en su pá-
rrafo 2"; 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en virtud de querella presentada por Ramona Mez-
quita López, contra Antonio Mena, la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, apoderada del caso, dictó en fecha catorce de 
marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, una sentencia 
en defecto, por medio de la cual condenó al prevenido An-
tonio Mena, a la pena de tres meses de prisión correccional 
y al pago de las costas, por el delito de abuso de confianza 
en perjuicio de la querellante Ramona Mezquita López; b) 
que sobre el recurso de oposición interpuesto por la parte 
condenada dichoTribunal pronunció en fecha treinta y uno 
de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro otra sen-
tencia por cuyo dispositivo declara nulo y sin ningún efecto 
el recurso de oposición interpuesto per el prevenido, por no 
haber comparecido, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; c) que sobre el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago dictó en fe-
cha diez de noviembre del mismo año mil novecientos cin-
cuenta y cuatro una sentencia cuyo dispositivo dice asi: 
'PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación intentado por el procesado Antonio 
Mena contra sentencia dictada en fecha treinta y uno del 
mes de agosto del añ oen curso, (1954), por la Segunda Cá- 
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mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dist 
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: `11 

 MERO: Que debe declarar nulo y sin ningún efecto el 
curso de oposición interpuesto por el prevenido Anto 
Mena, en fecha 6 del mes de agosto del año 1954, con 
sentencia dictada en defecto por este Tribunal que lo con-
denó en fecha 14 de mayo del año en curso, a sufrir la pena 
de tres meses de prisión correccional. acogiendo en su fa-
vor el beneficio de las circunstancias atenuantes, por el de-
lito de abuso de confianza, en perjuicio de la señora Ramo-
na Mezquita López; 29. Lo condena además al pago de las 
costas'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el procesa-
do Antonio Mena, por no haber comparecido a la audiencia, 
habiendo sido legalmente citado; TERCERO: Varía la cali-
ficación dada al hecho de delito de abuso de confianza por 
la de delito de estafa; CUARTO: Confirma la sentencia e 
presada en sus demás aspectos; QUINTO: Condena al p 
cesado al pago de las costas"; d) que contra esta senten 
interpuso el prevenido recurso de oposición, el cual fué 
cidido por sentencia de la misma Corte de Apelación, 
fecha dieciocho de enero de mil novecientos cincuenta 
cinco, de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: P 
MERO: Admite en la forma el presente recurso de op 
ción; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el procesa 
Antonio Mena, por no haber comparecido a la audiencia 
para la cual fué debidamente citado;— TERCERO;— De-
clara sin ningún valor ni efecto el recurso de oposición 
tentado por el procesado Antonio Mena, contra - sentenc 
dictada en defecto por esta Corte de Apelación, en fei 
diez del mes de noviembre del año mil novecientos cinco 
ta y cuatro, que lo condenó a la pena de tres meses de 
Sión correccional y al pago de las costas, acogiendo en 
favor circunstancias atenuantes, por el delito de estafa 
perjuicio de la señora Ramona Mezquita López; CUAR 
Condena al oponente al pago de las costas"; 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
tra una sentencia correccional que declara nula la opo-
on  por no haber comparecido el oponente, se extiende al 

rinier fallo por defecto que estatuye sobre el fondo de la 
revención; 

Considerando que por su sentencia de dieciocho de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y cinco, que falló la opo-
sición del prevenido, la Cortes, qua declaró nulo y sin nin-
gún efecto ese recurso de oposición, en vista de que el opo-
nente no compareció a la audiencia de la causa, no obstan-
te haber sido legalmente citado, y de que el ministerio pú-
blico así lo solicitó, haciendo, de este modo, una correcta 
aplicación de los artículos 188 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal; que toca, pues, examinar ahora la sen-
tencia del diez de noviembre de mil novecientos cincuenta 

cuatro, que estatuyó sobre el fondo de la prevención; 

Considerindó que en esta sentencia la Corte a qua es-
bleció, mediante la ponderación de los elementos de prue-
que fueron sometidos a los debates, "que Ramona Mez-

ita López tenía cuatro latas `de manteca y se las vendió 
prevenido, al contado, para que le entregara el dinero 

ido y este sacó de la casa la manteca, y la señora Mez-
ta le dijo que le diera el dinero y él le dijo que lo tenía 
I, pero en vez de hacer ese pago inmediatamente, le tiró 
papelito sin ella saber lo que eso quería decir, y resultó 

r un vale de cincuenta y dos pesos, valor de la manteca"; 

Considerando que tanto el juez de primer grado como 
rte a qua le han dado a ese hecho una calificación erró-

, al estimar el primero que se trataba de un abuso de 
danza y la segunda de una estafa; que no ha podido 
r en la especie el delito de abuso de confianza, porque 
'sa no se encontraba en poder del prevenido en virtud 
no de los contratos limitativamente enumerados por el 
alo 408 dél Código Penal, ni tampoco el delito de esta-

. por no haberse valido el agente de maniobras fraudu- 
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mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dist 
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'PR/. 
MERO: Que debe declarar nulo y sin ningún efecto el re_ 
curso de oposición interpuesto por el prevenido Antoni 
Mena, en fecha 6 del mes de agosto del año 1954, con 
sentencia dictada en defecto por este Tribunal que lo con-
denó en fecha 14 de mayo del año en curso, a sufrir la 
de tres meses de prisión correccional. acogiendo en su fa-
vor el beneficio de las circunstancias atenuantes, por el de-
lito de abuso de cordianza, en perjuicio de la señora Ra 
na Mezquita López; 2°. Lo condena además al pago de 
costas'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pr 
do Antonio Mena, por no haber comparecido a la audien 
habiendo sido legalmente citado; TERCERO: Varía la 
ficación dada al hecho de delito de abuso de confianza 
la de delito de estafa; CUARTO: Confirma la sentencia e 
presada en sus demás aspectos; QUINTO: Condena al p 
cesado al pago de las costas"; d) que contra esta senten 
interpuso el prevenido recurso de oposición, el cual fué 
cidido por sentencia de la misma 'C')rte de Apelación, 
fecha dieciocho de enero de mil novecientos cincuenta y 
cinco, de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Admite en la forma el presente recurso de o 
ción; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el procesa 
Antonio Mena, por no haber comparecido a la audien 
para la cual fué debidamente citado;— TERCERO;—
clara sin ningún valor ni efecto el recurso de oposición in 
tentado por el procesado Antonio Mena, contra sentenc 
dictada en defecto por esta Corte de Apelación, en fec 
diez del mes de noviembre del año mil novecientos cincut 
ta y cuatro, que lo condenó a la pena de tres meses de 
Sión correccional y al pago de las cestas, acogiendo en 
favor circunstancias atenuantes, por el delito de estafa 
perjuicio de la señora Ramona Mezquita López; CUARrl 
Condena al oponente al pago de las costas"; 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia correccional que declara nula la opo-
sición por no haber comparecido el oponente, se extiende al 
rimer fallo por defecto que estatuye sobre el fondo de la 
revención; 

Considerando que por su sentencia de dieciocho de ene-
de mil novecientos cincuenta y cinco, que falló la opo-

sición del prevenido, la Cortea qua declaró nulo y sin nin-
gún efecto ese recurso de oposición, en vista de que el opo-
nente no compareció a la audiencia de la causa, no obstan-

haber sido legalmente citado, y de que el ministerio pú-
lico así lo solicitó, haciendo, de este modo, una correcta 
plicación de los artículos 188 y 208 del Código de Proce-
miento Criminal; que toca, pues, examinar ahora la sen-
ncia del diez de noviembre de mil novecientos cincuenta 
cuatro, que estatuyó sobre el fondo de la prevención; 

Considerando que en esta sentencia la Corte a qua es-
bleció, mediante la ponderación de !os elementos de prue-
que fueron sometidos a los debates, "que Ramona Mez-

uita López tenía cuatro latas ( de manteca y se las vendió 
prevenido, al contado, para que le entregara el dinero 

ido y este sacó de la casa la manteca, y la señora Mez-
ta le dijo que le diera el dinero y él le dijo que lo tenía 
pero en vez de hacer ese pago inmediatamente, le tiró 

papelito sin ella saber lo que eso quería decir, y resultó 
r un vale de cincuenta y dos pesos, valor de la manteca"; 

Considerando que tanto el juez de primer grado como 
la Corte a qua le han dado a ese hecho una calificación erró- 
nea, al estimar el primero que se trataba de un abuso de 
fInfianza y la segunda de una estafa; que no ha podido 
,ther en la especie el delito de abuso de confianza, porque 
cosa no se encontraba en poder del prevenido en virtud 
uno de los contratos limitativamente enumerados por el 
culo 408 dél Código Penal, ni tampoco el delito de esta- 
por no haberse valido el agente de maniobras fraudu- 
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lentas, 'falso nombre o falsa calidad para hacerse entrega r. 
la  cosa; 

Considerando que el hecho referido constituye j 
cemente el delito de robo; que, en efecto, preciso es a 
tir que este delito existe, aún cuando haya habido en 
voluntaria, de la cosa, si esta entrega ha sido hecha a tí 
lo de comunicación necesaria, y en general, a título de sin> 
ple detención material, o bajo condición implícita del pago 
inmediato de su precio, si se trata de una venta al contado, 
pues en este caso la entrega definitiva del objeto vendido se 
consuma con el pago del precio; que, hasta ese momento no 
hay sino un desapoderamiento provisional, que no modifica 
los derechos del vendedor; razón por la cual si el pretendido 
comprador se apropia el objeto sin pagar el precio, como en 
la especie, deja con ese hecho caracterizada la sustrae 
fraudulenta que constituye el delito de robo; 

Considerando, en consecuencia, que procede variar la 
calificación dada al delito por los jueces del fondo, por la 
cíe robo simple, previsto y sancionado por el artículo 101 
párrafo 2, del Código Penal, sin que sea necesario por 
motivo casar la sentencia impugnada, en vista de que 
pena que le ha sido impuesta al prevenido ha quedado 
galmente justificada, dentro de la nueva calificación; 

Considerando que examinado el fallo impugnado 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que lo h 
anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Mena contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha dieci-
ocho de enero de mil novceientos cincuenta y cinco, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Ber 
Pedro R. Batista C.-- Juan A. Morel.— A. Alv 
Aybar.— Damián Báez B.— Carlos Sánchez y Sánch 
Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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lentas, 'falso nombre o falsa calidad para hacerse entrega r 
 la cosa; 

Considerando que el hecho referido constituye jurídi. 
camente el delito de robo; que, en efecto, preciso es admi. 
tir que este delito existe, aún cuando haya habido entreg a 

 voluntaria, de la cosa, si esta entrega ha sido hecha a títu-
lo de comunicación necesaria, y en general, a título de sim. 
ple detención material, o bajo condición implícita del pago 
inmediato de su precio, si se trata de una venta al contado, 
pues en este caso la entrega definitiva del objeto vendido se 
consuma con el pago del precio; que, hasta ese momento no 
hay sino un desapoderamiento provisional, que no modifica 
los derechos del vendedor; razón por la cual si el pretendido 
comprador se apropia el objeto sin pagar el precio, como en 
la especie, deja con ese hecho caracterizada la sustracción 
fraudulenta que constituye el delito de robo; 

Considerando, en consecuencia, que procede variar la 
calificación dada al delito por los jueces del fondo, por 
de robo simple, previsto y sancionado por el artículo 401 
párrafo 2, del Código Penal, sin que sea necesario por tal  
motivo casar la sentencia impugnada, en vista de que la 
pena que le ha sido impuesta al prevenido ha quedado 1 
galmente justificada, dentro de la nueva calificación; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que lo haga 
anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Mena contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha dieci-
ocho de enero de mil novceientos cincuenta y cinco, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Feo. Elpidio Beras.— 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Carlos Sánchez y Sánchez.—
Víctor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General- 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico,— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fec 

2 de diciembre 1954. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Dr. Pedro Héctor Holguín Guzmán, y Fé Ramírez 
Holguín.— Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos F. 

Interviniente: La Ingenieros Asociados.— Abogados: Lic. Edmu 

mundo Batlle Viñas y Dr. Salvador Jorge Blanco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de a República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidiq Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A Morel, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Dr. Carlos 
Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asistidos del S 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias: 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de abril de mil' novecientos cincuenta 
cinco, "Año del Benefactor de la Patria", años 112' de h 
Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. 
dro Héctor Holguín Guzmán, dominicano, casado, doni: 
liado y residente en la ciudad de La Vega, portador de 
cédula personal de identidad N° 19450, serie 47, con sc 
de renovación N9  25809, para el año 1954, y Fé Ramírez 
Holguín, dominicana, casada, domiciliada y residente en  

m isma ciudad de La Vega, portadora de la cédula personal 
de identidad N° 12242, serie 47, cuyo sello de renovación 
no se menciona en el expediente, contra sentencia de la 

Ah_ Corte de Apelación de La Vega, de fecha dos de diciembre 
lipr de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se 

copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
k Oído el Dr. José María Acosta Torres, portador de la 

cédula personal de identidad N9 32511, serie 31, con sello 
de renovación N" 23369, en representación del Lic. Juan 
Pablo Ramos F., portador de la cédula personal de identi-
dad N° 13707, serie 47, con sello de renovación N° 16362, 
para el año (1954), abogado de los recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Thelmo Marciano Cordones Moreno, por-
tador de la cédula personal de identidad N" 4347, serie 8, 
con sello de renovación N 9  864, para el año 1955, en repre-
sentación del Lic. Edmundo Batlle Viñas, portador de la 
cédula personal de identidad N° 8778, serie ira., con sello 
de renovación N" 362, para el año 1954 y del Dr. Salva-
dor Jorge Blanco, portador de la cédula personal de identi-
dad N" 37108, serie 31, con sello de renovación N" 30802,  
para el año 1955, abogados de la parte interviniente La In-
genieros Asociados, sociedad civil, representada por el in-
geniero Bienvenido Martínez, dominicano, casado, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
personal de identidad N° 4861, serie 1ra., con sello de reno- 

cvlauesiióon
n eNs 120, para el año 1950, en la lectura de sus con- 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
'a República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
etaría de la Corte a qua, en fecha nueve de diciembre 
In novecientos cincuenta y cuatro, a requerimiento de 

recurrentes; 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corté de Apelación de La Vega, de fecha 

2 de diciembre 1954. 

Interviniente: La Ingenieros Asociados.— Abogados: Lic. Eómon•., 

mundo Batlle Viñas y Dr. Salvador Jorge Blanco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de a República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidig Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A, Morel, Ambrosio Alvar ,  
Aybar, Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Dr. Carlos 
Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asistidos del 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audienci: 
en Ciudad Trujillo, Distrito de' Santo Domingo, hoy día 
veinticinco del mes de abril de mil ,  novecientos cincuenta y 
cinco, "Año del Benefactor de la Patria", años 112' de la 
Independencia, 92' de la Restauración y 25' de la Era cte 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casaciórt 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. 
dro Héctor Holguín Guzmán, dominicano, casado, domici- 
liado y residente en la ciudad de La Vega, portador de la 
cédula personal de identidad N9 19450, serie 47, con sello 
de renovación N9  25809, para el año 1954, y Fé Ramírez de 
Holguín, dominicana, casada, domiciliada y residente en la 

misma ciudad de La Vega, portadora de la cédula personal 
de identidad N9 12242, serie 47, cuyo sello de renovación 
no se menciona en el expediente, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha dos de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
k Oído el Dr. José María Acosta Torres, portador de la 

cédula personal de identidad N 9  32511, serie 31, con sello 
de renovación N9 23369, en representación del Lic. Juan 
Pablo Ramos F., portador de la cédula personal de identi-
dad N" 13707, serie 47, con sello de renovación N9 16362, 
para el año (1954), abogado de los recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Thelmo Marciano Cordones Moreno, por-
tador de la cédula , personal de identidad N 9  4347, serie 8, 
con sello de renovación N9  864, para el año 1955, en repre-
sentación del Lic. Edmundo Batile Viñas, portador de la 
cédula personal de identidad N9 8778, serie 1ra., con sello 
de renovación 1\19 362, para el año 1954 y del Dr. Salva-
dor Jorge Blanco, portador de la cédula personal de identi-
dad N- 37108, serie 31, con sello de renovación N° 30802, 
para el año 1955, abogados de la parte interviniente La In-
genieros Asociados, sociedad civil, representada por el in-
geniero Bienvenido Martínez, dominicano, casado, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
personal de identidad N°  4861, serie 1ra., con sello de reno- 

cvlauesiióonn eN
s ;9 120, para el año 1950, en la lectura de sus con- 

, 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

' República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
(4aría de la Corte a qua, en fecha nueve de diciembre 
Al novecientos cincuenta y cuatro, a requerimiento de 
'ocurrentes; 

Itaterlit: Penal. 

laecurrentes: Dr. Pedro Héctor Holguín Guzmán, y Fé Ramírez 
Holguin.— Abogado: Lic. Juan Pablo Ramós F. 

ft- 
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Visto el memorial de casación suscrito por el abogada 

de los recurrentes; 
Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 

de la parte interviniente como persona civilmente respou. 

sable; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 6 y 105 de la Ley sobre Trán-
sito de Vehículos N9  3573, del ario 1953; 3, de la Ley N. 

2022, reformada por la Ley N 9  3749, del año 1954; 13244 
del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta,: 

a) que en fecha seis de agosto del año mi novecientos chi? 
cuenta y cuatro, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Primero: Que debe de-
clarar y declara al nombrado Emilio Reyes, de generales 
anotadas, culpable del delito de homicidio involuntario (Ley 
2022) en la persona de Olga Aurora Holguín, y, en conse-
cuencia, condena a dicho inculpado a sufrir la pena de Un 
Año de prisión correccional y al pago de una multa de RD$ 
250.00 y al pago de las costas penales, tomando en conside-
ración que la víctima contribuyó con su falta; Segundo: 
Que debe ordenar y ordena la cancelación de la licencia del 
nombrado Emilio Reyes, por el término de 10 años, a par-
tir de la fecha de la extinción de la pena; Tercero: Que debe 
declarar y declara buena y válida la constitución en 
Civil hecha por los señores Pedro Héctor Holguín y Fé Ra-
mírez de Holguín, en contra del prevenido y los Ingenieros 
Asociados, y, en consecuencia: a) Condena al inculp 
Emilio Reyes y a los Ingenieros Asociados, personas pk 
tas en causa como civilmente responsables del hecho 
buido a su empleado Emilio Reyes, al pago solidario de 
indemnización de RD$3,000.00, en favor de la parte 
constituida, por los daños morales y materiales sufrie., 

y b) Condena además, al inculpado y a los Ingenieros Aso-
ciados al pago solidario de las costas civiles con distracción 
de ellas en provecho del Lic. Juan Pablo Ramos Fernández, 
quien afirma haberlas avanzado"; b) que contra este fallo 
interpusieron recurso de apelación tanto el prevenido y la 
persona civilmente  responsable, como la parte civil"; 

Considerando que con motivo de los recursos de apela-
ción antes mencionados, la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos, en 
cuanto a sus respectivas formas, los presentes recursos de 
apelación; Segundo: Revoca la sentencia dictada por la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, el seis de Agosto de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, que condenó al prevenido y apelante 
Emilio Reyes, —de generales conocidas—, a sufrir la pena 
de Un Año de prisión correccional, al pago de una multa de 
Doscientos Cincuenta Pesos, a la cancelación de su licen-
cia para conducir vehículo de motor por el término de diez 
años, a partir de la 'fecha de la extinción de la pena, y al 
pago de las costas penales, por el delito de homicidio invo-
luntario causado con el manejo de un vehículo de motor 
en la persona de la menor Olga Aurora Holguín, y obrando 
por propia autoridad, descarga al referido procesado Emi-
lio Reyes del delito que se le imputa por no haberlo come-
tido y declara de oficio las costas penales; Tercero: Revoca 
además en el aspecto civil la referida sentencia, que con-
denó al indicado prevenido Emilio Reyes, conjuntamente 
con los Ingenieros Asociados, personas puestas en causa 
como civilmente responsables, al pago solidario de una in-
demnización de Tres Mil Pesos Oro en favor de la parte 
civil constituida, señores Pedro Héctor Holguín y Fé Ra-
mírez de Holguín y al pago también solidario de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho del Lic. 
uan Pablo Ramos Fernández, quien afirmó haberlas avan-
do, y obrando por propia autoridad, rechaza las conclu- 
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Visto el memorial de casación suscrito por el aboga 

de los recurrentes; 
Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 

de la parte interviniente como persona civilmente respon- 

sable; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 6 y 105 de la Ley sobre Trán-
sito de Vehículos N9  3573, del año 1953; 3, de la Ley 

2022, reformada por la Ley N 9  3749, del año 1954; 13 ,,  ; 

del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada cons 

a) que en fecha seis de agosto del año mi novecientos sil 
cuenta y cuatro, la Cámara Penal del Juzgado de Primeri 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó una s..- 
tencia con el siguiente dispositivo: "Primero: Que debe dt 
clarar y declara al nombrado Emilio Reyes, de generales 
anotadas, culpable del delito de homicidio involuntario (Ley 
2022) en la persona de Olga Aurora Holguín, y, en con- - 
cuencia, condena a dicho inculpado a sufrir la pena de Un 
Año de prisión correccional y al pago de una multa de RI 

250.00 y al pago de las costas penales, tomando en consi -
ración que la víctima contribuyó con su falta; Segundo: 
Que debe ordenar y ordena la cancelación de la licencia del 
nombrado Emilio Reyes, por el término de 10 años, a p.° r-

tir de la fecha de la extinción de la pena; Tercero: Que el ,  R' 

declarar y declara buena y válida la constitución en Parte 
Civil hecha por los señores Pedro Héctor Holguín y Fé Ra-

mírez de Holguín, en contra del prevenido y los Ingenieros 
Asociados, y, en consecuencia: a) Condena al inculp 
Emilio Reyes y a los Ingenieros Asociados, personas p 
tas en causa como civilmente responsables del hecho 
buído a su empleado Emilio Reyes, al pago solidario de 
indemnización de RD$3,000.00, en favor de la parte 
constituida, por los daños morales y materiales sufrid. 
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b) Condena además, al inculpado y a los Ingenieros Aso-
ciados al pago solidario de las costas civiles con distracción 
de ellas en provecho del Lic. Juan Pablo Ramos Fernández, 
quien afirma haberlas avanzado"; b) que contra este fallo 
interpusieron recurso de apelación tanto el prevenido y la 
persona civilmente responsable, como la parte civil"; 

Considerando que con motivo de los recursos de apela-
ción antes mencionados, la Corte a qua, dictó la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos, en 
cuanto a sus respectivas formas, los presentes recursos de 
apelación; Segundo: Revoca la sentencia dictada por la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, el seis de Agosto de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, que condenó al prevenido y apelante 
Emilio Reyes, —de generales conocidas—, a sufrir la pena 
de Un Año de prisión correccional, al pago de una multa de 
Doscientos Cincuenta Pesos, a la cancelación de su licen-
cia para conducir vehículo de motor por el término de diez 
años, a partir de la 'fecha de la extinción de la pena, y al 
pago de las costas penales, por el delito de homicidio invo-
luntario causado con el manejo de un vehículo de motor 
en la persona de la menor Olga Aurora Holguín, y obrando 
por- propia autoridad, descarga al referido procesado Emi-
lio Reyes del delito que se le imputa por no haberlo come-
tido y declara de oficio las costas penales; Tercero: Revoca 
además en el aspecto civil la referida sentencia, que con-
denó al indicado prevenido Emilio Reyes, conjuntamente 
con los Ingenieros Asociados, personas puestas en causa 
como civilmente responsables, al pago solidario de una in-
demnización de Tres Mil Pesos Oro en favor de la parte 
civil constituida, señores Pedro Héctor Holguín y Fé Ra-
mírez de Holguín y al pago también solidario de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho del Lic. 
Juan Pablo Ramos Fernández, quien afirmó haberlas avan-

do, y obrando por propia autoridad, rechaza las conclu- 
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siones de la parte civil constituída por no subsistir falt 
de ningún género imputable al prevenido, que derive de 1 
mismos hechos de la prevención; Cuarto: Condena a la par-
te civil constituida al pago de las costas civiles de amb 
instancias"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial lo que se indica a continuación: "Desnaturalización de 
los hechos de la causa.— Violación de la Ley N" 2022.— 
Violación de los artículos 6 y 105 de la Ley sobre Tránsit 
de Vehículos N9  3573, del año 1953.— Violación del artícu 
lo 1384 del Código Civil"; 

Considerando que los recurrentes argumentan en apo-
yo de estos agravios que la Corte a qua no tuvo en cuenta, 
para dictar su fallo "que el prevenido Emilio Reyes decla-
ró enfáticamente que no redujo la velocidad al llegar a la 
esquina" en violación del Art. 106 de la Ley sobre Tránsito 
de Vehículos, "y fué precisamente esa imprudencia de su 
parte lo que originó el accidente en que perdió la vida la ni-
ña Olga Aurora Holguín Ramírez"; que tampoco tuvo en 
cuenta que el mismo prevenido declaró al Magistrado Pro-
curador Fiscal que lo interrogó al día siguiente del acciden-
te, que transitaba "como a un promedio de 15 ó 20 kiló-
metros por hora" en violación del Art. 6 de la citada ley, 
que establece coma límite de velocidad para los vehículos 
pesados de motor, dentro de las zonas urbanas y suburba-
nas, 15 kilómetros por hora; que el fallo se funda en argu-
inentos erróneos; para llegar a la conclusión de que "si la 
Corte a qua hubiera apreciado o interpretado los hechos 
de la causa en su verdadero sentido hubiese reconocido que 
la causa eficiente y directa de la muerte de Olga Auro-
ra Holguín Ramírez fué la imprudencia y la violación de 

• los regamentos cometidos por Emilio Reyes, al transitar 
en una calle céntrica de la ciudad, en un camión a exceso 
de velocidad, y al no reducir esta velocidad al llegar al cru-
ce de las dos calles"; 

Considerando que los jueces del fondo mediante la 
nderación de los elementos de prueba que fueron some- 

tidos regularmente a los debates establecieron los siguien- 
es hechos: "1"—Que el veintitrés del mes de junio del año 
n curso (1954), mientras se dirigía desde Ciudad Trujillo, 
acia San José de las Matas, pasando por la calle J. Truji- 
o Valdez de esta ciudad de La Vega en dirección de Sur 
Norte, el camión trailer de diez ruedas, (dos delanteras, 

cuatro centrales y cuatro traseras) marca Foi 4d con matrí-
ula para el semestre en curso INZ" 14963, conducido por el 

ófer Emilio Reyes, al ir cruzando la calle Duarte, atro-
fió con las ruedas centrales de la derecha, a la menor de 

os años y dos meses de edad Olga Aurora Holguín, pro-
Iciindole golpes y traumatismos que le ocasionaron la 
uerte según consta en el Certificado Médico Legal que 
gura en el expediente.— 2"—Que antes de llegar a la es-
uina que 'forma la calle J. Trujillo Valdez con la calle Duar-

te el prevenido Emilio Reyes, tocó la bocina y marchaba a 
una velocidad promedio de 15 kilómetros por hora tomando 
las precauciones que ordena la Ley de Tránsito de Vehícu-
los de motor, aún cuando no detuviera totalmente la mar-
cha al llegar a dicha esquina,. lo cual no estaba obligado a 

• hacer, por tratarse la calle J. Trujillo Valdez, que es la 
parte de la carretera Duarte que atraviesa la ciudad de La 
Vega, de una vía de preferencia reconocida por los usos y 
la costumbre del tránsito, lo cual fué más tarde legalmente 
onsagrado, por una •ordenanza municipal de vigencia re-
ayte.— 3°—Que la menor Olga Aurora Holguín, acostum-
raba a cruzar la calle J. Trujillo Valdez sola, y a veces 

acompañada por otros niños, por hallarse separada por di-
ha vía su casa de familia, de la oficina dental de su pa-
re, a quién iba a ver en distintas ocasiones; imprevisión 

la edad y falta de ,atención de los padres ante el peligro 
que representa dicho cruce de calle; y 4°—Que cuando el 
prevenido Emilio Reyes iba cruzando la calle Duarte, vió 
or la ventanilla de su derecha a la menor que venía por la 
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siones de la parte civil constituida por no subsistir falt 
de ningún género imputable al prevenido, que derive de 1 
mismos hechos de la prevención; Cuarto: Condena a la 
te civil constituida al pago de las costas civiles de amb 
instancias"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su mem 
rial lo que se indica a continuación: "Desnaturalización d 
los hechos de la causa.— Violación de la Ley N Y  2022. 
Violación de los artículos 6 y 105 de la Ley sobre Tránsit 
de Vehículos N° 3573, del año 1953.— Violación del artícu 
lo 1384 del Código Civil"; 

Considerando que los recurrentes argumentan en a 
yo de estos agravios que la Corte a qua no tuvo en cuent 
para dictar su fallo "que el prevenido Emilio Reyes decla 
ró enfáticamente que no redujo la velocidad al llegar a la 
esquina" en violación del Art. 106 de la Ley sobre Tránsito 
de Vehículos, "y fué precisamente esa imprudencia de su 
parte lo que originó el accidente en que perdió la vida la ni 
ña Olga Aurora Holguín Ramírez"; que tampoco tuvo e 
cuenta que el mismo prevenido declaró al Magistrado Pr 
curador Fiscal que lo interrogó al día siguiente del acciden- 

• te, que transitaba "como a un promedio de 15 ó 20 kiló- 
metros por hora" en violación del Art. 6 de la citada ley, 
que establece como límite de velocidad para los vehículos 
pesados de motor, dentro de las zonas urbanas y suburba 
nas, 15 kilómetros por hora; que el fallo se funda en argu, 
Mentos erróneos; para llegar a la conclusión de que "si la 
Corte a qua hubiera apreciado o interpretado los hechos 
de la causa en su verdadero sentido hubiese reconocido que 
la causa eficiente y directa de la muerte de Olga Auro-
ra Holguín Ramírez fué la imprudencia y la violación de 

• los regamentos cometidos por. Emilio Reyes, al transitar 
en una calle céntrica de la ciudad, en un camión a exceso 
de velocidad, y al no reducir esta velocidad al llegar al cru-
ce de las dos calles"; 
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Considerando que los jueces del fondo mediante la 
deración de los elementos de prueba que fueron some-

dos regularmente a los debates establecieron los siguien-
s hechos: "1"—Que el veintitrés del mes de junio del año 

n curso (1954), mientras se dirigía desde Ciudad Trujillo, 
acia San José de las Matas, pasando por la calle J. Truji- 
o Valdez de esta ciudad de La Vega en dirección de Sur 
Norte, el camión trailer de diez ruedas, (dos delanteras, 

uatro centrales y cuatro traseras) marca Foi 4d con matrí-
ula para el semestre en curso N^ 14963, conducido por el 
hófer Emilio Reyes, al ir cruzando la calle Duarte, atro-
lló con las ruedas centrales de la derecha, a la menor de 

os años y dos meses de edad Olga Aurora Holguín, pro-
uciindole golpes y traumatismos que le ocasionaron la 
uerte según consta en el Certificado Médico Legal que 
gura en el expediente.— 2"—Que antes de llegar a la es-

quina que forma la calle J. Trujillo Valdez con la calle Duar-
e el prevenido Emilio Reyes, tocó la bocina y marchaba a 

a velocidad promedio de 15 kilómetros por hora tomando 
precauciones que ordena la Ley de Tránsito de Vehícu-

os de motor, aún cuando no detuviera totalmente la mar-
cha al llegar a dicha esquina,. lo cual no estaba obligado a 
hacer, por tratarse la calle J. Trujillo Valdez, que es la 
parte de la carretera Duarte que atraviesa la ciudad de La 
Vega, de una vía de preferencia reconocida por los usos y 
la costumbre del tránsito, lo cual fué más tarde legalmente 
consagrado, por una •ordenanza municipal de vigencia re-
cieute.— 3°—Que la menor Olga Aurora Holguín, acostum-
braba a cruzar la calle J. Trujillo Valdez sola, y a veces 
acompañada por otros niños, por hallarse separada por di-
cha vía su casa de familia, de la oficina dental de su pa-
dre, a quién iba a ver en distintas ocasiones; imprevisión 
de la edad y falta de atención de los padres ante el peligro 
que representa dicho cruce de calle; y 4°—Que cuando el 
prevenido Emilio Reyes iba cruzando la calle Duarte, vió 
por la ventanilla de su derecha a la menor que venía por la 
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acera norte de dicha calle próxima a la esquina, quien re. 
pentinamente y como un celaje se lanzó a la calle sobre e 
camión, cuyo conductor, el prevenido Reyes, realizó todas 
las humanas y posibles maniobras para evitar el accidente, 
tal como queda demostrado al comprobarse el viraje vio-
lento que hacia su izquierda realizara para defender a la 
menor, y las huellas del frenazo que quedaron grabadas en 
pavimento de la calle en la siguiente forma: a) las ruedas 

 centrales en la acera norte de la calle Duarte y b) las rue-
das traseras del trailer en el centro de dicha vía, habiendo 
ya las ruedas delanteras y la cabina del camión rebazado el 
cruce de la calle Duarte, lo cual destruye la apreciación que 
hiciera el Juez a quo, de que la menor se cruzó delante del 
camión, pues de haber sucedido así, la menor hubiera sido 
arrollada por las ruedas delanteras o por las guarda lados 
delanteras de la cabina del camión, ó haber traído una ve-
locidad mayor a la comprobada de quince kilómetros por 
hora que no se ha podido establecer en el plenario, todo lo 
cual deja comprobado como causa real del accidente, al 
hecho de la menor Olga Aurora Holguín, sin la concien 
plena del peligro, propia de la edad lanzarse repentinamen-
te sin detenerse en la calzada a cruzar la calle, yendo a es-
trellarse y ser arrollada por las ruedas duales de la derecha, 
de la parte media de vehículo en el centro mismo de dicha 
vía"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado y 
de los demás documentos del expediente ponen de manifies-
to que los jueces del fondo para establecer los hechos pre-
cedentemente expuestos no incurrieron en desnaturaliza 
ción o vicio alguno que puedan conducir e la casación de 
fallo impugnado; que, en efecto, para fijar en quince kiló-
metros la velocidad a que transitaba el vehículo en el mo-
mento del accidente, la Corte a qua llegó a esa conclusión 
apreciando soberanamente las declaraciones de los testigos 
y el contenido de "los demás documentos y piezas que obran 
en el' expediente", entre los cuales figura el mencionado in 

terrogatori hecho por el Magistrado Procurador Fiscal al 

prevenid gue si bien -es cierto, por otra parte, como se 
ale a en e memorial de casación, que dicha Corte al expre-
sar que el prevenido no estaba obligado  a detener total- 
in ente la marcha del vehículo, o, en otros términos,  a redu--.-- "cir la velocidad del mismo, porque iba en una calle de pre- 
ferencia, hizo una afirmación errónea, puesto que el con-
raúd-5-r de un vehículo debe  tomar en todo momento las 
medidas de previsión necesarias para evitar el accidento 
no es menos cierto que tal argumento Y otras consideracio-
nes que se hacen acerca de la inevitabilidad del suceso, son 
superabundantes en la especie; dado que en el mismo fallo 
se establece correctamente que la falta de la víctima fué 
la causa única y exclusiva del accidente, y no la velocidad 
que llevaba el vehículo, al lanzarse la niña repentinamente 
sobre el camión, cuando ya las ruedas delanteras y la ca-
bina habían rebasado el sitio de donde ella irrumpió; 

Considerando en cuando a la violación del artículo 1384 
del Código Civil, que no habiéndose comprobado ninguna 
falta a cargo del prevenido, en el fallo impugnado se proce-
dió conforme a los principios que rigen la responsabilidad 
civil, al descargar a la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, La Ingenieros Asociados, de la deman-
da intentada en su perjuicio por la parte civil; que, por con-
siguiente, la Corte a qua no ha incurrido en su fallo en nin-
guno de los vicios ni violaciones de la ley invocados por los 
recurrentes en su memorial de casación; 

Por tales motivos, Primero: Acepta como, parte inter-
viniente a La Ingenieros Asociados, Sociedad Civil; Segun-
do: Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Dr. 
Pedro Héctor Holguín Guzmán y Fé Ramírez de Holguín 
contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de 
fecha dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cua-
ti o, Luyo dispositivo se copia en otro lugar del presente Ta-
llo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas, distrayéndolas en favor del Lic. Edmundo Batlle 
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acera norte de dicha calle próxima a la esquina, quien re. 
pentinamente y como un celaje se lanzó a la calle sobre el 
camión, cuyo conductor, el prevenido Reyes, realizó todas 
las humanas y posibles maniobras para evitar el accidente, 
tal como queda demostrado al comprobarse el viraje vio_ 
lento que hacia su izquierda realizara para defender a la 
menor, y las huellas del frenazo que quedaron grabadas en 
pavimento de la calle en la siguiente forma: a) las ruedas 
centrales en la acera norte de la calle Duarte y b) las rue-
das traseras del trailer en el centro de dicha vía, habiendo 
ya las ruedas delanteras y la cabina del camión rebazado el 
cruce de la calle Duarte, lo cual destruye la apreciación que 
hiciera el Juez a quo, de que la menor se cruzó delante del 
camión, pues de haber sucedido así, la menor hubiera sido 
arrollada por las ruedas delanteras o por las guarda lad 
delanteras de la cabina del camión, ó haber traído una 
locidad mayor a la comprobada de quince kilómetros po 
hora que no se ha podido establecer en el plenario, todo 
cual deja comprobado como causa real del accidente, 
hecho de la menor Olga Aurora Holguín, sin la concien 
plena del peligro, propia de la edad lanzarse repentinam 
te sin detenerse en la calzada a cruzar la calle, yendo a es-
trellarse y ser arrollada por las ruedas duales de la derech 
de la parte media de vehículo en el centro mismo de dich 
vía"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado y 
de los demás documentos del expediente ponen de manifie 
to que los jueces del fondo para establecer los hechos p 
cedentemente expuestos no incurrieron en desnaturaliza-
ción o vicio alguno que puedan conducir e la casación del 
fallo impugnado; que, en efecto, para fijar en quince kilóx 
metros la velocidad a que transitaba el vehículo en el mo -
mento del accidente, la Corte a qua llegó a esa conclusió 
apreciando soberanamente las declaraciones de los testigo 
y el contenido de "los demás documentos y piezas que obran 
en el` expediente", entre los cuales figura el mencionado in , 

terrogatori hecho por el Magistrado Procurador Fiscal al 
prevenid g 

<1  
gue si bien es cierto, por otra parte, como se 

ale a en e emorial de casación, que dicha Corte al_expre-
sar que el prevenido no estaba obligado a detener total-
ínente la marcha del vehículo, o, en otros términos, a redu-
cir la velocidad del YriTs—m o, porque iba en una calle de pre-
ferencia, hizo una afirmación errónea, puesto que el con-

%C r& de un vehículo debe tomar en todo momento las 
Medidas de previsión necesarias para evitar el accidento 
no es menos cierto que tal argumento y otras consideracio-
nes que se hacen acerca de la inevitabilidad del suceso, son 
superabundantes en la especie; dado que en el mismo fallo 
se establece ccirrectamente que la falta de la víctima fué 
la causa única y exclusiva del accidente, y no la velocidad 
que llevaba el vehículo, al lanzarse la niña repentinamente 
sobre el camión, cuando ya las ruedas delanteras y la ca-
bina habían rebasado el sitio de donde ella irrumpió; 

Considerando en cuando a la violación del artículo 1384 
del Código Civil, que no habiéndose comprobado ninguna 
falta a cargo del prevenido, en el fallo impugnado se proce-
dió conforme a los principios que rigen la responsabilidad 
civil, al descargar a la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, La Ingenieros Asociados, de la deman-
da intentada en su perjuicio por la parte civil; que, por con-
siguiente, la Corte a qua no ha incurrido en su fallo en nin-
guno de los vicios ni violaciones de la ley invocados por los 
recurrentes en su memorial de casación; 

Por tales motivos, Primero: Acepta como, parte inter-
viniente a La Ingenieros Asociados, Sociedad Civil; Segun-
do: Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Dr. 
Pedro Héctor Holguín Guzmán y Fé Ramírez de Holguín 
contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de 
fecha dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fa-
llo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas, distrayéndolas en favor del Lic. Edmundo Baffle 



Villas y del Dr. Salvador Jorge Blanco, abogados de la pa 
te interviniente, quienes declaran haberlas avanzado en s 
totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Bera 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— .A. Alvarez Ay 

bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carl 
Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel h 
jo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 

encia impugnada: Tribunal Superior de Tierrás de fecha 23 

de julio de 1954. 

ria: Tierras. 

rente: Alfonso Sánchez Cabrera, Cecilio Sánchez Cabrera y 
Remigio Sánchez Cabrera.— Abogado: Ramón Pina Ace-
vedo. 

do: Emilio Pérez y Enemencio Pérez.— Abogado Lic. D. 
Antonio Guzmán L. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciado.; H. 
errera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
er Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 

tituto de Presidente; Juan A. Morel, Damián Báez B., 
anuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y licenciado 
íctor Garrido, asistidos del Secretario General, en la Sa-
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
de Santo Domingo, hoy día veintinueve del mes de abril 

e mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Benefactor 
e la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' de la Res-

tauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfonso 
Sánchez Cabrera, Cecilio Sánchez Cabrera y Remigio Sán- 
chez Cabrera, dominicanos, mayores de edad, casado el 

t Primero y solteros los demás, todos del domicilio y residen- 

iser

cia cia de Dichoso, de la común de San Francisco de Macoris, 
Provincia Duarte, agricultores, portadores de las cédulas 
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Villas y del Dr. Salvador Jorge Blanco, abogados de la par -  
te intervimente, quienes declaran haberlas avanzado en s 	

sENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Ber 
	ntencia impugnada: Tribunal Superior de Tierra's de fecha 23 totalidad. 

de julio de 1954. 

—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— •A. Alvarez A.

jo, Secretario General.— tu 

bar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Carl 	feria: Tierras. 

Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto Curiel 	
rente: Alfonso Sánchez Cabrera, Cecilio Sánchez Cabrera y  

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por lo 	
Remigio Sánchez Cabrera.– Ahogado: Ramón Pina Ace- 

vedo. 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu 	

urrido: Emilio Pérez y Enemencio Pérez.— Abogado Lic. D. 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 	
Antonio Guzmán L. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jun-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciado.; H. 
errera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
er Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 

tituto de Presidente; ,Juan A. Morel, Damián Báez B., 
anuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y licenciado 
íctor Garrido, asistidos del Secretario General, en la Sa-
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
de Santo Domingo, hoy día veintinueve del mes de abril 
mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Benefactor 
la Patria"; años 112' de la Independencia, 92' de la Res-

uración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
tea, como corte de , casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpüesto por Alfonso 
nchez Cabrera, Cecilio Sánchez Cabrera y Remigio Sán-
ez Cabrera, dominicanos, mayores de edad, casado el 

rimero y solteros los demás, todos del domicilio y residen-
a de Dichoso, de la común de San Francisco de Macorís, 
rovincia Duarte, agricultores, portadores de las cédulas 



personales de identidad números 10175, 11232 y 43227, d e 
 la serie 56, con sellos hábiles números 143231, 138423 y 

189324, respectivamente, contra sentencia del Triubnal Su, 
perior de Tierras de fecha veintitrés de julio del año mi; 
novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Víctor Manuel Mangual, portador de la 

cédula personal de identidad número 18900, serie 1, coi 
sello N" 23358, en representación del Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez, portador de la cédula personal de identidad 
número 43139, serie 1, con sello hábil número 23362, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. D. Antonio Guzmán L., portador de la cé-
dula personal de identidad número 273, serie 56, con sello 
hábil número 653, abogado de los intimados Emilio y Ene-
mensio Pérez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación y los escritos ampliati-
vos del mismo presentados por el abogado de los recurren. 
tes; 

Visto el memorial de defensa presentado por el aboga-
do de los intimados Emilio y Enemensio Pérez, dominica-
nos, agricultores, domiciliados y residentes en Ramonal, 
común de San Francisco de Macorís, portadores de las cé-
dulas personales de identidad números 2068 y 28888, serie 
56, con sellos números 1948 y 12062, renovados para el año 
mil novecientos cincuenta y cuatro, y el escrito de amplia-
ción del mismo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84, 137, 138, 139 y 140 de la 
Ley de Registro de Tierras, y 1, 5 y 65 de la Ley sob 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y e nlos 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
iniciado el saneamiento de la Parcela N" 290 del Distrito 
Catastral N° 18, de la común de San Francisco de Macorís, 
el Juez de Jurisdicción Original apoderado del caso, dictó 
en fecha tres de septiembre del año de mil novecientos cin-
cuenta y uno su decisión N9  1, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) que contra esta decisión recurrieron en apela-
ción Alfonso, Cecilio y Remigio Sánchez Cabrera, y et Tri-
bunal Superior de Tierras, apoderado del recurso, dictó en 
fecha nueve de junio del año de mil novecientos cincuenta y 
dos, su Decisión N° 11, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara excluido del pre-
sente recurso al señor Pedro Sánchez, en razón de que éste 
no interpuso recurso de apelación ni figuró como reclaman-
te en Jurisdicción Original;— SEGUNDO: Que debe recha-
zar y rechaza, por infundado, el recurso de apelación in-
tentado por los señores Alfonso, Cecilio y Remigio Sánchez, 
contra la Decisión N9  1, de fecha 3 de septiembre del 1951, 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
relativamente a la Parcela N° 290 del Distrito Catastral 
N6  18 de la Común de San Francisco de Macorís, Sección 
y Lugar de 'Dichoso', Provincia Duarte;— TERCERA: Que 
debe confirmar y confirma la expresada decisión, cuyo dis-
positivo en lo que respecta a la Parcela N 9  290, dice asi:— 
PARCELA NUMERO 290 —Que debe ordenar como al 
efecto ordena el registro de la propiedad de esta parcela y 
sus mejoras en la forma siguiente:— 1) La cantidad de 5 
tareas, o sean O hectáreas, 31 áreas, 44.3 centiáreas, en fa-
vor del señor Cecilio Sánchez Cabrera, dominicano, ma-
yor de edad, agricultor, casado con Casimira García, domi-
ciliado y residente en 'Dichoso', común de San Francisco 
de Macorís, con cédula N9 6110, serie 56, sello N° 724640.-
2) La cantidad de 5 tareas, o sean O hectáreas, 31 áreas, 
44.3 centiáreas, en favor del señor Remigio Sánchez Ca-

. brera, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, do- 
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personales de identidad números 10175, 11232 y 43227, d e 
 la serie 56, con sellos hábiles números 143231, 138423 y 

189324, respectivamente, contra sentencia del Triubnal Su. 
perior de Tierras de fecha veintitrés de julio del año inji 
novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copi a 

 en otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Víctor Manuel Mangual, portador de l a 

 cédula personal de identidad número 18900, serie 1, co►  

sello N" 23358, en representación del Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez, portador de la cédula personal de identidad 
número 43139, serie 1, con sello hábil número 23362, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. D. Antonio Guzmán L., portador de la cé-
dula personal de identidad número 273, serie 56, con sello 
hábil número 65$, abogado de los intimados Emilio y Ene-
mensio Pérez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación y los escritos ampliati-
vos del mismo presentados por el abogado de los recurren. 
tes; 

Visto el memorial de defensa presentado por el aboga-
do de los intimados Emilio y Enemensio Pérez, dominica-
nos, agricultores, domiciliados y residentes en Ramonal, 
común de San Francisco de Macorís, portadores de las cé-
dulas personales de identidad números 2068 y 28888, serie 
56, con sellos números 1948 y 12062, renovados para el afio 
mil novecientos cincuenta y cuatro, y el escrito de amplia-
ción del mismo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84, 137, 138, 139 y 140 de. 
Ley de Registro de Tierras, y 1, 5 y 65 de la Ley so 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y e nlos 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
iniciado el saneamiento de la Parcela N" 290 del Distrito 
catastral N 9  18, de la común de San Francisco de Macorís, 
el Juez de Jurisdicción Original apoderado del caso, dictó 
en fecha tres de septiembre del año de mil novecientos cin-
cuenta y uno su decisión N 9  1, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) que contra esta decisión recurrieron en apela-
ción Alfonso, Cecilio y Remigio Sánchez Cabrera, y ei Tri-
bunal Superior de Tierras, apoderado del recurso, dictó en 
fecha nueve de junio del año de mil novecientos cincuenta y 
dos, su Decisión N9  11, cuyo dispositivo dice así: "FALLA; 
PRIMERO: Que debe declarar y declara excluido del pre-
senté recurso al señor Pedro Sánchez, en razón de que éste 
no interpuso recurso de apelación ni figuró como reclaman-
te en Jurisdicción Original;— SEGUNDO: Que debe recha-
zar y rechaza, por infundado, el recurso de apelación in-
tentado por los señores Alfonso, Cecilio y Remigio Sánchez, 
contra la Decisión N" 1, de fecha 3 de septiembre del 1951, 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
relativamente a la Parcela N" 290 del Distrito Catastral 
N 6  18 de la Común de San Francisco de Macorís, Sección 
y Lugar de 'Dichoso', Provincia Duarte;— TERCERQ: Que 
debe confirmar y confirma la expresada decisión, cuyo dis-
positivo en lo que respecta a la Parcela N 9  290, dice así:—
PARCELA NUMERO 290 —Que debe ordenar como al 
efecto ordena el registro de la propiedad de esta parcela y 
sus mejoras en la forma siguiente:— 1) La cantidad de 5 
tareas, o sean O hectáreas, 31 áreas, 44.3 centiáreas, en fa-
vor del señor Cecilio Sánchez Cabrera, dominicano, ma-
yor de edad, agricultor, casado con Casimira García, domi-
ciliado y residente en 'Dichoso', común de San Francisco 
de Macorís, con cédula NQ 6110, serie 56, sello N° 724640.-
2) La cantidad de 5 tareas, o sean O hectáreas, 31 áreas, 
44.3 centiáreas, en favor del señor Remigio Sánchez Ca-
brera, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, do- 
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miciliado y residente en 'Dichoso', común de San Fraile; 
de Macorís, cédula número 6929, serie 56, sello N 9  64572 
—3) La cantidad de 25 tareas, o sean 1 hectárea, 57 á 
21.6 centiáreas, en favor dél señor Alfonso Sánchez 
brera, dominicano, mayor de edad, casado con Amant' 
Pichardo, agricultor, domiciliado y residente en la Secci 
de 'Dichoso', San Francisco de Macorís, con cédula 

, 10175, serie 56, con sello N" 464631; y 4) El resto en fa 
de los señores Emilio Pérez, dominicano, mayor de ed 
casado, con Ana Dolores Abreu, agricultor, domiciliad4 
residente en `Ramonal', sección de la común de San F 
cisco de Macorís, cédula N° 2068, serie 56, sello N" 21 
y Enemensio Pérez, dominicano, mayor de edad, cas 
con Mercedes Pichardo, agricultor, domiciliado y reside 
en `Ramonal', sección de la común de San Francisco de 
corís, cédula N" 2888, serie 56, sello N° 216138, en com 
dad"; c) que esta sentencia fué recurrida en casación 
Alfonso, Cecilio y Remigio Sánchez Cabrera, y la Supre 
Corte de Justicia por su. Tntencia del cuatro de febrero 
año de mil novecientos cincuenta y tres, rechazó dicho 
curso por infundado; 

Considerando que contra la decisión del Tribunal 
perior de Tierras recurrieron en fecha diez de noviemb 
del año mil novecientos cincuenta y tres, solicitando su 
visión por causa de fraude, Cecilio, Remigio y Alfonso 
chez Cabrera, con cuyo motivo el Tribunal Superior de 
rras, dictó en fecha veintitrés del mes de julio del año 
mil novecientos cincuenta y cuatro la decisión ahora • 
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:• "FAL 
1.—Se rechaza, por infundada, la demanda en revisión 
fraude de la- decisión N9  11 del Tribunal Superior, (I 
en fecha 9 de junio del año 1952, en el saneamiento cir 

parcela N" 290 del Distrito Catastral N" 18 de la común 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se mantier -

todo su vigor y efecto"; 

Considerando que los recurrentes invocan, expresa-
ente, contra el fallo impugnado los siguientes medios de 
ación: "Primer Medio: Desnaturalización de los hechos 
alta de base legal.— Segundo Medio.— Violación de los 
ículos 137, 138, 139, 140, 141 y 142 de la Ley de Regis-
de Tierras.— Tercer Medio. Violación del artículo 141 
Código de Procedimiento Civil y 184 de la vigente Ley 
Registro de Tierras.— Cuarto Medio.— Desnaturaliza-

de las pruebas y documentos de la causa"; 
Considerando que, aparte de los medios específica-

ente enunciados en el memorial introductivo de su recur-
los recurrentes pretenden dar a éste un carácter gene-

á que al tenor del artículo 134 de la Ley de Registro de 
rras el recurso de casación se interpondrá en esta mate-
confornie a las reglas del derecho común, según sea ci-
o penal la sentencia recurrida; que el artículo 5 de la 

sobre Procedimiento de Casación dispone, al efecto, 
"en los asuntos civiles y comerciales el recurso de ca-

ón se interpondrá con un memorial. .. que contendrá 
medios en que se funda"; que, en consecuencia, la Supre-
Corte de Justicia no puede examinar en el presente re-
o, dirigido contra una sentencia civil del Tribunal Su-
or de Tierras, ningún medio que no haya sido invocado 

memorial de casación, salvo los que, por su carácter 
orden público, puedan suscitarse de oficio; 

Considerando que los medios invocados, los que por la 
cha relación que los vincula se examinan conjunta-

te, los recurrentes alegan que en la instancia introduc-
del recurso de revisión "se precisaron de manera taxa-
los puntos determinantes de los fraudes que se habían 

etido en el saneamiento", de modo que al expresar la 
-ncia impugnada que "se estaban ventilando o habían 
ofrecidos en apoyo de la instancia los mismos argumen 
;ue en el curso del saneamiento. .. desnaturalizó gra- 

ii
nte los hechos de la causa"; desnaturalización que 

vó, además, "la documentación del proceso, por cuan- 
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miciliado y residente en 'Dichoso', común de San Francisco 
de Macorís, cédula número 6929, serie 56, sello N 9  645721. 
—3) La cantidad de 25 tareas, o sean 1 hectárea, 57 áreas, 
21.6 centiáreas, en favor dél señor Alfonso Sánchez Ca_ 
brera, dominicano, mayor de edad, casado con Amantina, 
Pichardo, agricultor, domiciliado y residente en la Secci5n 
de 'Dichoso', San Francisco de Macorís, con cédula N' 

, 10175, serie 56, con sello N9  464631; y 4) El resto en favor 
de los señores Emilio Pérez, dominicano, mayor de edad, 
casado, con Ana Dolores Abreu, agricultor, domiciliado y 
residente en `Ramonal', sección de la común de San Fran-
cisco de Macorís, cédula N° 2068, serie 56, sello N" 215468; 
y Enemensio Pérez, dominicano, mayor de edad, casado 
con Mercedes Pichardo, agricultor, domiciliado y residente 
en `Ramonar, sección de la común de San Francisco de Ma-
corís, cédula N" 2888, serie 56, sello N 9  216138, en comuni-
dad"; c) que esta sentencia fué recurrida en casación por 
Alfonso, Cecilio y Remigio Sánchez Cabrera, y la Suprema 
Corte de Justicia por su. sentencia del cuatro de febrero de! 
año de mil novecientos cincuenta y tres, rechazó dicho re 
curso por infundado; 

Considerando que contra la decisión del Tribunal Su-
perior de Tierras recurrieron en fecha diez de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y tres, solicitando su re-
visión por causa de fraude, Cecilio, Remigio y Alfonso Sán-
chez Cabrera, con cuyo motivo el Tribunal Superior de Tie-
rras, dictó en fecha veintitrés del mes de julio del año de 

mil novecientos cincuenta y cuatró la decisión ahora im-

pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:• "FALLA.  

1.—Se rechaza, por infundada, la demanda en revisión poni 
fraude de la. decisión 1\1 9  11 del Tribunal Superior, dic 
en fecha 9 de junio del año 1952, en el saneamiento 
parcela N" 290 del Distrito Catastral N" 18 de la comúl, 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se mantierr 
todo su vigor y efecto";  

Considerando que los recurrentes invocan, expresa-
mente, contra el fallo impugnado los siguientes medios de 
asación: "Primer Medio: Desnaturalización de los hechos 
falta de base legal.— Segundo Medio.— Violación de los 

'artículos 137, 138, 139, 140, 141 y 142 de la Ley de Regis- 
t ro de Tierras.— Tercer Medio. Violación del artículo 141 

Código de Procedimiento Civil y 184 de la vigente Ley 
1,,  Registro de Tierras.— Cuarto Medio.— Desnaturaliza- 
Ion de las pruebas y documentos de la causa"; 

Considerando que, aparte de los medios específica-
, ente enunciados en el memorial introductivo de su recur-
so, los recurrentes pretenden ,dar a éste un carácter gene-
ralá que al tenor del artículo 134 de la Ley de Registro de 
Tierras el recurso de casación se interpondrá en esta mate-
ria conforMe a las reglas del derecho común, según sea ci-
vil o penal la sentencia recurrida; que el artículo 5 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación dispone, al efecto, 
que "en los asuntos civiles y comerciales el recurso de ca-
sación se interpondrá con un memorial... que contendrá 
los medios en que se funda"; que, en consecuencia, la Supre-
ma Corte de Justicia no puede examinar en el presente re-
curso, dirigido contra una sentencia civil del Tribunal Su-
perior de Tierras, ningún medio que no haya sido invocado 
en el memorial de casación, salvo los que, por su carácter 
de orden público, puedan suscitarse de oficio; 

Considerando que los medios invocados, los que por la 
estrecha relación que los vincula se examinan conjunta- 
mente, los recurrentes alegan que en la instancia introduc- 
tiva del recurso de revisión "se precisaron de manera taxa- 
tiva los puntos determinantes de los fraudes que se habían 
cometido en el saneamiento", de modo que al expresar la 
sentencia impugnada que "se estaban ventilando o habían 

ofrecidos en apoyo de la instancia los mismos argumen 
lue en el curso del saneamiento... desnaturalizó gra- 
'nte los hechos de la causa"; desnaturalización que 
"6, además, "la documentación del proceso, por cuan- 
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to, no obstante demostrarse con los mismos los fraudes ale-
gados. dió un carácter distinto al contenido de los mis.. 
mo y a la argumentación emitida- sobre dicho contenido", 
careciendo por tales motivos, y, como consecuencia for-
zosa, de base legal el fallo impugnado; que igualmente, co-
mo consecuencia de dicha desnaturalización, la sentencia 
impugnada ha incurrido en la violación de los artículos 137, 
138, 139, 141 y 142 de la Ley de Registro de Tierras, "toda 
vez que si el expediente arroja pruebas suficientes... de 
que el fraude ha sido cometido en el curso del saneamien 
y que la sentencia impugnada desconoció tal situación, 
evidente 'que ha violado dichos textos por cuanto al com-
probar la desnaturalización, debió ordenar la reapertura 
del saneamiento"; alegándose, además, que por las mismas 
razones de la desnaturalización incurrida, la sentencia no 
tiene una verdadera motivación sobre la situación jurídi 
que fué sometida a los jueces del fondo, "no correspondie 
do a los verdaderos hechos de la causa los motivos da ' 

por el Tribunal a quo"; 
Considerando que para justificar su decisión los jue-

ces del fondo se fundaron en que "en relación con los he-
chos alegados por los intimantes como característicos 
fraude imputado a los intimados, este Tribunal ha comp 
bado que ellos constituyen realmente los medios de defe 
sa en cuanto a la reclamación del derecho de propiedad - 
bre la parcela de que se trata, que los intimantes produ -
ron o debieron haber producido en el proceso de sanearrui 
to, en el cual fueron partes activas y diligentes tanto en 
risdicción original como en segundo grado ante el Tribuu . 

Superior", y, además, en que ninguno de los hechos ir 
cados "caracterizan el fraude definido por el artículo 1 
de la Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando que en la decisió nimpugnada, el 
bunal a quo, puntualizando sus anteriores afirmaciones 
ñala que en la sentencia de apelación consta que ellos 
intimantes) "pidieron la nulidad del acto N° tres del 3i  

enero de 1948 que instrumentó el Notario Lic. César Ad- 
y así mismo pidieron la nulidad de "cualesquiera otros 

actos a los cuales sirva de base dicho documento, tal como 
el acto Ny 57 de fecha 7 de octubre de 1950, pasado ante el 
Notario Público Lic. D. Antonio Guzmán", documentos de 
los notarios Ariza y Guzmán que hacen constar en forma 
auténtica los traspasos de derechos sobre determinada por-
ción de la parcela N" 290, por Pedro Sánchez Ortega, Ce-
cilio Sánchez Cabrera y Remigio Sánchez Cabrera, baj') 
garantía solidaria, en favor de Silvestre Almonte y Vien-
venida Zorilla de Almonte, y de estos a los ahora intimados; 
agregando el tribunal a quo "que ahora en revisión por 
fraude reproducen el mismo alegato aunque tratando de 
presentarlo con un aspecto distinto"... lo que "queda com-
probado porque en su escrito de fecha 5 de mayo de 1954 
(que es el escrito de defensa de los demandantes en revi-
sión) dichos señores se refieren . . . a la misma documenta-

1 ción antes mencionada, alegando que en esa documentación 
se omitió indicar los verdaderos causantes, y esto equivale 
indudablemente a reproducir la misma litis; que en ése es-
crito critican las declaraciones dadas en el saneamiento 
por los testigos Emilio y Enemensio Pérez (las declaracio-
nes criticadas fueron las de Carlos Paredes y Angel María 
Duarte) señalando que falsearon la verdad y que cometie-
ron reticencia al declarar... que así mismo impugnan la 
distribución de los bienes de Micaela Cabrera o Sosa al de-
cir que los derechos de aquélla se circunscriben al 59%, 
para caer otra vez al acto del Notario Lic. Ariza, qué ya 
habían criticado cuando el saneamiento, en apelación .; y, 
caen de ese modo también en la crítica de los otros docu-
mentos que sirvieron de base a una decisión que tiene ya 
autoridad de cosa. juzgada"; 

11. 	Considerando que el examen del escrito introductivo 
del recurso de revisión por fraude, así como las alegaciones 
'lechas por los recurrentes en la correspondientes audien-

. ia y en el escrito de defensa subsiguiente, pone de maní- 
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to, no obstante demostrarse con los mismos los fraudes ale-
gados. dió un carácter distinto al contenido de los mis-
mo y a la argumentación emitida- sobre dicho contenido", 
careciendo por tales motivos, y, como consecuencia for-
zosa, de base legal el fallo impugnado; que igualmente, co-
mo consecuencia de dicha desnaturalización, la sentencia 
impugnada ha incurrido en la violación de los artículos 137, 
138, 139, 141 y 142 de la Ley de Registro de Tierras, "toda 
vez que si el expediente arroja pruebas suficientes... de 
que el fraude ha sido cometido en el curso del saneamien 
y que la sentencia impugnada desconoció tal situación, 
evidente que ha violado dichos textos por cuanto al com-
probar la desnaturalización, debió ordenar la reapertura 
del saneamiento"; alegándose, además, que por las mismas 
razones de la desnaturalización incurrida, la sentencia no 
tiene una verdadera motivación sobre la situación jurídica 
que fué sometida a los jueces del fondo, "no correspondien-
do a los veldaderos hechos de la causa los motivos dados 
por el Tribunal a quo"; 410011  

Considerando que para justificar su decisión los jue-
ces del fondo se fundaron en que "en relación con los he-
chos alegados por los intimantes como característicos del 
fraude imputado a los intimados, este Tribunal ha compro-
bado que ellos constituyen realmente los medios de defen-
sa en cuanto a la reclamación del derecho de propiedad 
bre la parcela de que se trata, que los intimantes produ' '-
ron o debieron haber producido en el proceso de saneami , 

 to, en el cual fueron partes activas y diligentes tanto en 
risdicción original como en segundo grado ante el Tribu . 

Superior", y, además, en que ninguno de los hechos ir. 
cados "caracterizan el fraude definido por el artículo 
de la Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando que en la decisió nimpugnada, el 
bunal a quo, puntualizando sus anteriores afirmaciones 
hala que en la sentencia de apelación consta que ellos 
intimantes) "pidieron la nulidad del acto 1\19  tres del 31  

enero de 1948 que instrumentó el Notario Lic. César 
y así mismo pidieron la nulidad de "cualesquiera otros 

actos a los cuales sirva de base dicho documento, tal como 
el acto N" 57 de fecha 7 de octubre de 1950, pasado ante el 
Notario Público Lic. D. Antonio Guzmán", documentos de 
las notarios Ariza y Guzmán que hacen constar en forma 
auténtica los traspasos de derechos sobre determinada por-
ción de la parcela N9  290, por Pedro Sánchez Ortega, Ce-
cilio Sánchez Cabrera y Remigio Sánchei Cabrera, bajo 
garantía solidaria, en favor de Silvestre Almonte y Vien-
venida Zorilla de Almonte, y de estos a los ahora intimados; 
agregando el tribunal a quo "que ahora en revisión por 
fraude reproducen el mismo alegato aunque tratando de 
presentarlo con un aspecto distinto". .. lo que "queda com-
probado porque en su escrito de fecha 5 de mayo de 1954 
(que es el escrito de defensa de los demandantes en revi-
sión) dichos señores se refieren ... a la misma documenta-
ción antes mencionada, alegando que en esa documentación 
se omitió indicar los verdaderos causantes, y esto equivale 
indudablemente a reproducir la misma litis; que en ése es• 
crito critican las declaraciones dadas en el saneamiento 
por los testigos Emilio y Enemensio Pérez (las declaracio-
nes criticadas fueron las de Carlos Paredes y Angel María 
Duarte) señalando que falsearon la verdad• y que cometie-
ron reticencia al declarar... que así mismo impugnan la 
distribución de los bienes de Micaela Cabrera o Sosa al de-
cir que los derechos de aquélla se circunscriben al 10%, 

ra caer otra vez al acto del Notario Lic. Ariza, que ya 
abían criticado cuando el saneamiento, en apelación .; y, 

caen de ese modo también en la crítica de los otros docu-
mentos que sirvieron de base a una decisión que tiene ya 
autoridad de cosa juzgada"; 

Considerando que el examen del escrito introductivo 
1 recurso de revisión por fraude, así como las alegaciones 

hechas por los recurrentes en la correspondientes audien- 
ia y en el escrito de defensa subsiguiente, pone de mani- 
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fiesto, como lo expresa la sentencia ahora impugnada, qu z, 
en la instancia en revisión no se alegaron, para tratar Ce 
fundamentar el fraude invocado, otros hechos y circuns-
tancias que los articulados en la sentencia final del 
saneamiento, verdaderos medios de fondo cuya oportuni.. 
dad de ser invocados, como lo reconoció el Tribunal a quo, 
era en el saneamiento, ya que cada uno de ellos y todos de 
conjunto sólo conducen a establecer que Pedro Sánchez Or_ 
tega, cónyuge superviviente, y no Micaela Cabrera, su di.. 
funta esposa, de cuyos herederos, con excepción de Alfon-
so Sánchez Cabrera, dimanan los derechos de los intimados 
en la parcela N° 290, es el verdadero propietario de dicha 
parcela, o por lo menos de su mitad, contrariamente a lo 
que ta sido juzgado en el saneamiento; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de 1s 
hechos, que aún cuando los recurridos hubiesen omitido a 
Pedro Sánchez Ortega, como causante de sus causantes, al 
formular su reclamación, dicha omisión no ha tenido con-
secuencias, toda vez que la adjudicación hecha a Emilio y 
Enemencio Pérez, dentro de la Parcela 1\1 9  290, lo fué ex-
clusivamente en virtud de los derechos reconocidos a los 
autores de sus causantes, en su calidad de herederos de 
Micaela Cabrera, con expresa exclusión de Pedro Sánchez 
Ortega, cónyuge superviviente; 

Considerando finalmente, que las comprobaciones rea-
lizadas por los jueces del fondo, fueron el resultado de la 
porderación de las pruebas sometidas a la discusión de las 
partes en los debates y al examen de los jueces en la deci-
sión; que, además, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes que justifican plenamente su dispositivo, así 
como una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa, que han permitido verificar que dicho fallo 
es el resultado de una exacta aplicación de la ley a los he-
chos que fueron soberanamente comprobados por los jue -
ces del fondo; que, por tanto, todos los medios del recurso 
deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alfonso Sánchez Cabrera, Cecino 
sánchez Cabrera y Remigio Sánchez Cabrera, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha veintitrés 
de  julio del año de mil novecientos cincuenta y cuatro, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
segun  do: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— Damián Báez B. 
—Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez Sánchez.— Víctor 
Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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fiesto, como lo expresa la sentencia ahora impugnada, qu r_, 
en la instancia en revisión no se alegaron, para tratar c e 

 fundamentar el fraude invocado, otros hechos y circuns-
tancias que los articulados en la sentencia final del 
saneamiento, verdaderos medios de fondo cuya oportuni.. 
dad de ser invocados, como lo reconoció el Tribunal a quo, 
era en el saneamiento, ya que cada uno de ellos y todos de 
conjuro sólo conducen a establecer que Pedro Sánchez Or-
tega, cónyuge superviviente, y no Micaela Cabrera, su di-
funta esposa, de cuyos herederos, con excepción de Alfon-
so Sánchez Cabrera, dimanan los derechos de los intimados 
en la parcela N° 290, es el verdadero propietario de dicha 
parcela, o por lo menos de su mitad, contrariamente a lo 
que ha sido juzgado en el saneamiento; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de os 
hechos, que aún cuando los recurridos hubiesen omitido a 
Pedro Sánchez Ortega, como causante de sus causantes, al 
formular su reclamación, dicha omisión no ha tenido con-
secuencias, toda vez que la adjudicación hecha a Emilio y 
Enemencio Pérez, dentro de la Parcela N° 290, lo fué ex-
clusivamente en virtud de los derechos reconocidos a los 
autores de sus causantes, en su calidad de herederos de 
Micaela Cabrera, con expresa exclusión de Pedro Sánchez 
Ortega, cónyuge superviviente; 

Considerando finalmente, que las comprobaciones rea-
lizadas por los jueces del fondo, fueron el resultado de la 
ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de las 
partes en los debates y al examen de los jueces en la deci-
sión; que, además, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes que justifican plenamente su dispositivo, así 
corno una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa, que han permitido verificar que dicho fallo 
es el resultado de una exacta aplicación de la ley a los he-
chos que fueron soberanamente comprobados por los jue-
ces del fondo; que, por tanto, todos los medios del recurso 
deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alfonso Sánchez Cabrera, Cecilio 
sánchez Cabrera y Remigio Sánchez Cabrera, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha veintitrés 
de julio del año de mil novecientos cincuenta y cuatro, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
segando: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
—Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— Damián Báez B. 
—Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez Sánchez.— Víctor 
Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 - 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de  
de fecha 13 de octubre de 1953. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Ginebra.—Abogado: Dr. Narciso Abreu Pagán 

Recurrido Luis: Aníbal Tejeda.—Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tició, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Damián Báez B., 
Manuel A. Amiama, Dr. Carlos Sánchez y Sánchez y Lic. 
Víctor Garrido, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día veintinueve del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Benefactor de 
la Patria", años 112' de la Independencia, 92' de la Res-
tauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en autiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Gine-
bra, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado, d 
miciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
dula personal de identidad N° 2701, serie 26, con sello de 
renovación N° 973, para el año (1954), contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha trece 
de otcubre de mil novceientos cincuenta y tres, cuyo dls . ' 
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el Lic. Julio Á. Cuello, portador de la cédula per-

sonal de identidad N^ 1425, serie lra , con sello de renova-
ción  No 5212, para el año (1954), abogado de la parte re-
currida Luis Aníbal Tejeda, dominicano, mayor de edad, 

casado, propietario, domiciliado y residente en Ciudad Tru-
jillo, portador de la cédula personal de identidad N° 13, se-
rie 26, con sello de renovación N" 446, para el año 1954, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Nar-
ciso Abreu Pagán, portador de la cédula personal de iden-
tidad 1\19  28556, serie lra., con sello de renovación N° 13703, 
para el año 1954; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1257, 1382 y 2216 del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
"a) que en fecha 18 de septiembre de 1946 José Ginebra 
suscribió un contrato de préstamo (pagaré agrícola) a fa-
vor de Luis Aníbal Tejeda, por la suma de RD$1,000.00 oro, 
productivo de intereses al 1% mensual con la garantía de 
30 vacas paridas; b) que el día 27 de septiembre de 1949 
Aníbal Tejeda procedió a embargar retentivamente, en ma-
nos de The Royal Bank of Canadá, por la suma de RD$ 
1,360.00, en capital e interés, los valores que esta institu-
ción tuviere en su poder propiedad de José Ginebra; c) que 
ese mismo día Aníbal Tejeda cobró en el mismo Banco un 
cheque que había sido expedido en su favor, por José Gi-
nebra, en fecha 30 de Julio de 1949, que contenía al dorso 
la siguiente leyenda: "Para cancelar pagaré agrícola sus-
crito por mí a favór del señor Luis A. Tejeda en fecha 18 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha 13 de octubre de 1953. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Ginebra.—Abogado: Dr. Narciso Abreu Pagán 

Recurrido Luis: Aníbal Tejeda.—Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Damián Báez B., 
Manuel A. Amiama, Dr. Carlos Sánchez y Sánchez y Lic. 
Víctor Garrido, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día veintinueve del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Benefactor de 
la Patria", años 112' de la Independencia, 92' de la Res-
tauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Gin • 
bra, dominicano, mayor de edad, casado, hacendado, do-
miciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cé-
dula personal de identidad N° 2701, serie 26, con sello de 
renovación N° 973, para el año (1954), contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha trece 
de otcubre de mil novceientos cincuenta y tres, cuyo dis -
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el Lic. Julio A. Cuello, portador de la cédula per-

sonal de identidad N° 1425, serie lra , con sello de renova-
ción N° 5212, para el año (1954), abogado de la parte re-
currida Luis Aníbal Tejeda, dominicano, mayor de edad, 

, propietario, domiciliado y residente en Ciudad Tru-
jcir doa,poortador de la cédula personal de identidad N° 13, se-
rie 26, con sello de renovación N" 446, para el año 1954, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

memorial 

 

el 	orial de casación suscrito por el Dr. Nar- 
ciso Abreu Pagán, portador de la cédula personal de iden-
tidad N° 28556, serie lra., con sello de renovación N° 13703, 
para el año 1954; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1257, 1382 y 2216 del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
"a) que en fecha 18 de septiembre de 1946 José Ginebra 
suscribió un contrato de préstamo (pagaré agrícola) a fa-
vor de Luis Aníbál Tejeda, por la suma de RD$1,000.00 oro, 
productivo de intereses al 1% mensual con la garantía de 
30 vacas paridas; b) que el día 27 de septiembre de 1949 
Aníbal Tejeda procedió a embargar retentivamente, en ma-
nos de The Royal Bank of Canadá, por la suma de RD$ 
1,360.00, en capital e interés, los valores que esta institu-
ción tuviere en su poder propiedad de José Ginebra; c) que 
ese mismo día Aníbal Tejeda cobró en el mismo Banco un 
cheque que había sido expedido en su favor, por José Gi-
nebra, en fecha 30 de Julio de 1949, que contenía al dorso 
la siguiente leyenda: "Para cancelar pagaré agrícola sus-
crito por mí a favcir del señor Luis A. Tejeda en fecha 18 
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de septiembre de 1946 ante la Alcaldía de La Romana, 
D. El pagaré agrícola está amparado por 30 vacas paridas 
estampadas J. G. R. y corresponden al N . ' 329.— Este che-
que no anula los intereses adeudados a este pagaré"; 4) 
que, por acto de fecha 1" de Octubre de ese mismo año Ani. 
bal Tejeda dejó sin efecto el acto de embargo retentivo an-
terior y procedió por el mismo acto a un nuevo embargo 
retentivo, por la misma suma de RD$1,360.00; e) que por 
acto del 10 de octubre de 1949, Aníbal Tejeda dejó sin efec-
to los embargos retentivos del 27 de septiembre y el pri. 
mero de octubre ya mencionados, y procedió a practicar un 
nuevo embargo retentivo, reduciéndolo a la suma de RDS 
360.00, "montante de los intereses vencidos hasta el 30 de 
Junio de 1949" "por haber pagado el embargado, con pos-
terioridad, la suma principal de RD$1,000.00 oro moneda 
corriente"; f) que, por medio de este mismo acto Luis Aní-
bal Tejeda denunció dicho embargo a José Ginebra y lo de-
mandó en validez del mismo; g) que por acto del 19 de Oc-
tubre de 1949 José Ginebra hizo a Luis Aníbal Tejeda for-
mal ofrecimiento de pagarle "la indicada suma de RDS 
360.00 oro, objeto del último embargo retentivo u oposición. 
más los gastos de la notificación, y cualquier otro en que 
se hubiere incurrido; ofrecimientos reales que no fueron 
aceptados por Tejeda, lo que dió lugar a que fuera deman-
dado en validez de ofertas reales, por acto del 11 de Marzo 
de 1950; h) que sobre la demanda de daños y perjuicios 
intentada por José Ginebra contra Aníbal Tejeda, en fecha 
31 de Octubre de 1949, sobre el fundamento de embargo 
vejatorios la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dic-
tó, en defecto en fecha l' de Febrero de 1950 una sentencia 
condenando a Aníbal Tejeda a pagar una indemnización 
de RD$500.00 en provecho de José Ginebra y al pago de las 
costas; i) que como consecuencia del recurso de oposición 
contra ese fallo interpuesto por Aníbal Tejeda, la mencio -

nada Cámara Civil y Comercial dictó en fecha 5 de Jurio 

de  1950 una sentencia cuyo dispositivo es como sigue: "Pri-
mero: Ratifica el defecto pronunciado en la audiencia pú-
blica del día 8 de mayo del año en curso, contra el señor 
Luis Aníbal Tejeda, por falta de concluir su abogado; Se- 

do: Ordena que sean acumuladas a fin de ser juzgadas 
; falladas por una sola y misma sentencia por causa de cc,- 
nexidad existente y según pedimento de las partes en causa, 
las siguientes demandas: a) demanda en validez de embargo 
retentivo intentada por el señor Luis Aníbal Tejeda contra 
Ginebra, por acto de emplazamiento del ministerial Hora-
cio Ernesto Castro Ramírez; b) recurso de oposición inter-
puesto por Luis Aníbal Tejeda contra la sentencia del 19  
de Febrero de 1950, dictada por este Tribunal en favor del 
señor José Ginebra, en su demanda en daños y perjuicios; 
e) demanda en validez de ofertas reales de pago intentada 
por José Ginebra contra Luis Aníbal Tejeda, según acto de 
fecha 11 de Marzo del presente año del ministerial Prebis-
terio de la Rosa Padilla; Tercero: Reserva las costas para 
fallarlas conjuntamente con el fondo"; j) que en fecha on-
ce de diciembre de mil novecientos cincuenta la misma Cá-
mara Civil y Comercial dictó una sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, por improcedente 
e infundadas las conclusiones formuladas en audiencia por 
Luis Aníbal Tejeda, tendentes a que se declare frustratoria 
e irregularmente perseguida por José Ginebra la audiencias 
fijada para el conocimiento del fondo de las demandas acu-
muladas de que se trata; Segundo: Pronuncia el defecto 
contra dicho Luis Aníbal Tejeda, por falta de concluir, en 
cuanto al fondo de esas demandas acumuladas; Tercero: 
Acoge, en casi su totalidad, las conclusiones presentadas en 
audiencia por José Ginebra, por ser justas y reposar en 
prueba legal, y en consecuencia, a) Rechaza, por improce-
dente e infundado el recurso de oposición interpuesto por 
Luis Aníbal Tejeda contra la sentencia dictada en defecto 
Por este Tribunal en fecha primero del mes de febrero del 
presente año mil novecientos cincuenta, en favor de José 
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de septiembre de 1946 ante la Alcaldía de La Romana, R . 
 D. El pagaré agrícola está amparado por 30 vacas paridas 

estampadas J. G. R. y corresponden al N" 329.— Este 
que no anula los intereses adeudados a este pagaré"; d) 
que, por acto de fecha 1" de Octubre de ese mismo año Ani. 
bal Tejeda dejó sin efecto el acto de embargo retentivo an-
terior y procedió por el mismo acto a un nuevo embargo 
retentivo, por la misma suma de RD$1,360.00; e) que por 
acto del 10 de octubre de 1949, Aníbal Tejeda dejó sin efec-
to los embargos retentivos del 27 de septiembre y el pri. 
mero de octubre ya mencionados, y procedió a practicar un 
nuevo embargo retentivo, reduciéndolo a la suma de RDS 
360.00, "montante de los intereses vencidos hasta el 30 de 
Junio de 1949" "por haber pagado el embargado, con pos-
terioridad, la suma principal de RD$1,000.00 oro moneda 
corriente"; f) que, por medio de este mismo acto Luis Aní-
bal Tejeda denunció dicho embargo a José Ginebra y lo de-
mandó en validez del mismo; g) que por acto del 19 de Oc-
tubre de 1949 José Ginebra hizo a Luis Aníbal Tejeda for-
mal ofrecimiento de pagarle "la indicada suma de RDS 
360.00 oro, objeto del último embargo retentivo u oposición. 
más los gastos de la notificación, y cualquier otro en que 
se hubiere incurrido; ofrecimientos reales que no fueron 
aceptados por Tejeda, lo que dió lugar a que fuera deman-
dado en validez de ofertas reales, por acto del 11 de Marzo 
de 1950; h) que sobre la demanda de daños y perjuicios 
intentada por José Ginebra contra Aníbal Tejeda, en fecha 
31 de Octubre de 1949, sobre el fundamento de embargo 
vejatorios la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo dic-
tó, en defecto en fecha 19 de Febrero de 1950 una sentencia 
condenando a Aníbal Tejeda a pagar una indemnización 
de RD$500.00 en provecho de José Ginebra y al pago de las 
costas; i) que como consecuencia del recurso de oposición 
contra ese fallo interpuesto por Aníbal Tejeda, la mencio-
nada Cámara Civil y Comercial dictó en fecha 5 de Jurio 
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de  050 una sentencia cuyo dispositivo es como sigue: "Pri-
mero: Ratifica el defecto pronunciado en la audiencia pú-
blica del día 8 de mayo del año en curso, contra el señor 
Luis Aníbal Tejeda, por falta de concluir su abogado; Se- 

do: Ordena que sean acumuladas a fin de ser juzgadas 
y falladas por una sola y misma sentencia por causa de ce, 
nexidad existente y según pedimento de las partes en causa, 
las  siguientes demandas: a) demanda en validez de embargo 
retentivo intentada por el señor Luis Aníbal Tejeda contra 
Ginebra, por acto de emplazamiento del ministerial Hora-
cio Ernesto Castro Ramírez; b) recurso de oposición inter-
puesto por Luis Aníbal Tejeda contra la sentencia del 19 
de Febrero de 1950, dictada por este Tribunal en favor del 
señor José Ginebra, en su demanda en daños y perjuicios; 
c) demanda en validez de ofertas reales de pago intentada 
por José Ginebra contra Luis Aníbal Tejeda, según acto de 
fecha 11 de Marzo del presente año del ministerial Prebis-
terio de la Rosa Padilla; Tercero: Reserva las costas para 
fallarlas conjuntamente con el fondo"; j) que en fecha on-
ce de diciembre de mil novecientos cincuenta la misma Cá-
mara Civil y Comercial dictó una sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, por improcedente 
e infundadas las conclusiones formuladas en audiencia por 
Luis Aníbal Tejeda, tendentes a que se declare frustratoria 
e irregularmente perseguida por José Ginebra la audiencia 
fijada para el conocimiento del fondo de las demandas acu-
muladas de que se trata; Segundo: Pronuncia el defecto 
contra dicho Luis Aníbal Tejeda, por falta de concluir, en 
cuanto al fondo de esas demandas acumuladas; Tercero: 
Acoge, en casi su totalidad, las conclusiones presentadas en 
audiencia por José Ginebra, por ser justas y reposar en 
Prueba legal, y en consecuencia, a) Rechaza, por improce-
dente e infundado el recurso de oposición interpuesto poi. 
Luis Aníbal Tejeda contra la sentencia dictada en defecto 
por este Tribunal en fecha primero del mes de febrero del 
Presente año mil novecientos cincuenta, en favor de José 
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Ginebra, cuyo dispositivo ha sido transcrito precedentemen. 
te, y la Confirma, en consecuencia, en todas sus partes; b) 
Declara, pura y simplemente, válidas las ofertas reales de 
pago hechas al mencionado Luis Aníbal Tejeda por el di. 
cho José Ginebra, al tenor del acto notificado en fecha 19 
del mes de Octubre del pasado año 1949 por el ministerial 
Prebisterio de la Rosa Padilla, y Ordena que a falta de re-
cibir Luis Aníbal Tejeda la suma objeto de dicho ofrecí. 
miento, dicha suma sea consignada en conformidad y para 
los fines legales correspondientes; c) Condena al menciona-
do Luis Aníbal Tejeda, parte que sucumbe, al pago de to-
das las costas causadas y por causarse en este proceso, dis-
traídas en provecho de los licenciados César A. de Castro 
Guerra y Rafael Ginebra Hernández. en sus dichas calida-
des, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 
k) que contra esta sentencia interpuso recurso de apela-
ción Luis Aníbal Tejeda, por ante la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, la cual dictó en fecha once de julio 
de mil novecientos cincuenta y uno, una sentencia que con-
tienen el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso dr 
apelación; Segundo: Desestima, por' improcedente y mal 
fundada, las conclusiones de la parte intimada, señor José 
Ginebra; Tercero: Acoge las conclusiones de la parte inti-
mante, señor Luis Aníbal Tejeda, mediante las cuales so-
licita se ordene una información testimonial para hacer la 
prueba de ciertos hechos por ella articulados; Cuarto: Or-

dena, en consecuencia, antes de estatuir sobre el fondo de 
la litis, que dicho intimante haga las pruebas por testigos 
de los hechos siguientes: 1) Que cuando el señor José Gine-
bra expidió el cheque por $1,000.00 a favor del señor Lu•s 

eArifbal Tejeda, escribió una nota al dorso que dice:— "para 
cancelar el pagaré agrícola suscrito por mí a favor del se-
ñor Luis- A. Tejeda, en fecha 18 de Septiembre de 1946 an-
te la Alcaldía de La Romana, R. D. El pagaré agrícola es -
tá amparado por treinta vacas paridas estampadas J. G. 

y corresponden esponden al número 329"; 2) Que, el señor Luis Aní-
bal Tejeda llevó el cheque a The Royal Bank of Canada, 
para que el Administrador llamara a Ginebra y le pidiera 
que reformara la nota puesta al cheque, de modo que se 
estableciera con claridad que el pago de $1,000.00 de ese 
cheque no incluía los intereses adeudados; 3) Que, el 27 
de Septiembre de 1949, Ginebra compareció al Banco y en 
presencia del Administrador y de Tejeda, le agregó a la 
nota al dorso del cheque, la siguiente frase:— "Este che-
que no anula los intereses adeudados a este pagaré"; y 4) 
Que, cuando Ginebra agregó la última frase al cheque, el 
27 de septiembre de 1949, ya se había notificado el primer 
embargo; Quinto: Reserva a la parte intimada, señor José 
Ginebra, el derecho de hacer la prueba contraria de los he-
chos anteriormente articulados; Sexto: Designa al Magis-
trado Lic. Federico N. Cuello López. Juez de esta Corte 
de Apelación, Juez Comisario ante quien ha de hacerse la 
información testimonial que por esta sentencia se ordena; 
y Séptimo: Reserva las costas de este, incidente para fallar 
sobre ellas conjuntamente con la sentencia al fondo"; in-
formación testimonial que fué practicada; 1) que en fecha 
treintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta y dos di-
cha Corte de Apelación dictó sentencia sobre e fondo, con 
el dispositivo que se copia a continuación: "Falla: Primero: • 
Ratifica lo dispuesto por el Ordinal Primero de la sentencia 
de antes de hacer derecho dictada por esta Corte en fecha 
once de Julio del año mil novecientos cincuenta y uno, en 
cuanto declaró bueno y válido en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: Declara regular y vá-
lido el informativo testimonial realizado en fecha doce (12) 
de Enero del año mil novecientos cincuenta y dos (1952) 
en curso por ante el Magistrado Licenciado Federico N. 
Cuello López, en funciones de Juez Comisario, el cual fu.5 
ordenado según sentencia de antes de hacer derecho dicta-
da por esta Corte en fecha once de julio del año mil nove-
cientos cincuenta y uno; Tercero: Rechaza, excepto en su 
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Ginebra, cuyo dispositivo ha sido transcrito precedentemen-
te, y la Confirma, en consecuencia, en todas sus partes; b) 
Declara, pura y simplemente, válidas las ofertas reales de 
pago hechas al mencionado Luis Aníbal Tejeda por el di. 
cho José Ginebra, al tenor del acto notificado en fecha 19 
del mes de Octubre del pasado año 1949 por el ministerial 
Prebisterio de la Rosa Padilla, y Ordena que a falta de re. 
cibir Luis Aníbal Tejeda la suma objeto de dicho ofreci-
miento, dicha suma sea consignada en conformidad y para 
los fines legales correspondientes; c) Condena al menciona- 

• do Luis Aníbal Tejeda, parte que sucumbe, al pago de to-
das las costas causadas y por causarse en este proceso, di,-
traídas en provecho de los licenciados César A. de Castro 
Guerra y Rafael Ginebra Hernández. en sus dichas calida-
des, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 
k) que contra esta sentencia interpuso recurso de apela-
ción Luis Aníbal Tejeda, por ante la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, 'la cual dictó en fecha once de julio 
de mil novecientos cincuenta y uno, una sentencia que con-
tienen el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso dr 
apelación; Segundo: Desestima, por' improcedente y mal 
fundada, las conclusiones de la parte intimada, señor José 
Ginebra; Tercero: Acoge las conclusiones de la parte inti-
mante, señor Luis Aníbal Tejeda, mediante las cuales so-
licita se ordene una información testimonial para hacer la 
prueba de ciertos hechos por élla articulados; Cuarto: Or-
dena, en consecuencia, antes de estatuir sobre el fondo de 
la litis, que dicho intimante haga las pruebas por testigos 
de los hechos siguientes: 1) Que cuando el señor José Gine-
bra expidió el cheque por $1,000.00 a favor del señor Lu:s 
,Ati!bal Tejeda, escribió una nota al dorso que dice:— "para 
cancelar el pagaré agrícola suscrito nor mí a favor del se-
ñor Luis- A. Tejeda, en fecha 18 de Septiembre de 1946 an-
te la Alcaldía de La Romana, R. D. El pagaré agrícola es -
tá amparado por treinta vacas paridas estampadas J. G. R. 

y corresponden al número 329"; 2) Que, el señor Luis Aní-
bal Tejeda llevó el cheque a The Royal Bank of Canada, 
paca que el Administrador llamara a Ginebra y le pidiera 
que reformara la nota puesta al cheque, de modo que se 
estableciera con claridad que el pago de $1,000.00 de ese 
cheque no incluía los intereses adeudados; 3) Que, el 27 
de Septiembre de 1949, Ginebra compareció al Banco y en 
presencia del Administrador y de Tejeda, le agregó a la 
nota al dorso del cheque, la siguiente frase:— "Este che-
que no anula los intereses adeudados a este pagaré"; y 4) 
Que, cuando Ginebra agregó la última frase al cheque, el 
27 de septiembre de 1949, ya se había notificado el primer 
embargo; Quinto: Reserva a la parte intimada, señor José 
Ginebra, el derecho de hacer la prueba contraria de los he-
chos anteriormente articulados; Sexto: Designa al Magis-
trado Lic. Federico N. Cuello López, Juez de esta Corte 
de Apelación, Juez Comisario ante quien ha de hacerse la 
información testimonial que por esta sentencia se ordena; 
y Séptimo: Reserva las costas de este, incidente para fallar 
sobre ellas conjuntamente con la sentencia al fondo"; in-
formación testimonial que fué practicada; 1) que en fecha 
treintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta y dos di-
cha Corte de Apelación dictó sentencia sobre e fondo, con 
el dispositivo que se copia a continuación: "Falla: Primero: 
Ratifica lo dispuesto por el Ordinal Primero de la sentencia 
de antes de hacer derecho dictada por esta Corte en fecha 
once de Julio del año mil novecientos cincuenta y uno, en 
cuanto declaró bueno y válido en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: Declara regular y vá-
lido el informativo testimonial realizado en fecha doce (121 
de Enero del año mil novecientos cincuenta y dos (1952) 
en curso por ante el Magistrado Licenciado Federico N. 
Cuello López, en funciones de Juez Comisario, el cual fu•5 
ordenado según sentencia de antes de hacer derecho dicta-
da por esta Corte en fecha once de julio del año mil nove-
cientos cincuenta y uno; Tercero: Rechaza, excepto en su 
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ordinal primero, las conclusiones del intimante, señor Lui s 
 Aníbal Tejeda, por improcedente e infundadas; Cuarto: al  

consecuencia y acogiendo las conclusiones de la parte 
mada, confirma la sentencia apelada en todas sus parte s , 
la cual fué dictada por la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en fecha Once de Diciembre del año mil noveciet-
tos cincuenta (1950) cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Rechaza, por improcedente e infundadas las conctu."1 , 

 siones formuladas en audiencia por Luis Aníbal Tejeda, 
tendentes a que se declare frustratoria e irregularmente 
perseguida por José Ginebra la audiencia fijada para el 
conocimiento del fondo de las demandas acumuladas de que 
se- trata; Segundo: Pronuncia el defecto contra dicho Luis 
Aníbal Tejeda, por falta de concluir, en cuanto al fondo de 
esas demandas acumuladas; Tercero: Acoge, en casi su to-
talidad, las conclusiones presentadas en audiencia por José 
Ginebra, por ser justas y reposar en prueba legal ,y en con-
secuencia, a)— Rechaza, por improcedente e infundado e 
Recurso de Oposición interpuesto por Luis Aníbal Tejeda 
contra la sentencia dictada en defecto por este Tribunal en 
fecha primero del mes de febrero del presente año mil no-
vecientos cincuenta, en favor de José Ginebra, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito precedentemente, y la confirma en 
consecuencia, en todas sus partes;— b) Declara ,pura y 
simplemente, válidas las ofertas reales de pago hechas 
mencionado Luis Aníbal Tejeda por el dicho José Ginebr 
al tenor del acto notificado en fecha 19 del mes de Octubr 
del pasado año 1949 por el ministerial Presbiterio de la R ,:- 
sa Padilla, y Ordena que a falta de recibir Luis Aníbal T `

-jeda la suma objeto de dicho ofrecimiento, dicha suma st-
consignada en conformidad y para los fines legales corr'- 
pondientes;— c) Condena al mencionado Luis Aníbal T 

jeda, parte que sucumbe, al pago de todas las costas causs -
das y por causarse en este proceso, distraídas en pros,• 
cho de los Licenciados César A. de Castro Guerra y Rala- 

Ginebra Hernández, en sus calidades, quienes afirman ha-
terjas avanzado en su totalidad";— Quinto: Condena a la 
parte intimante señor Luis Aníbal Tejeda al pago de las 
costas del procedimiento, declarándolas distraídas en pro-
vecho de los abogados Licenciados César A. de Castro Gue-
rra  y Rafael Ginebra Hernández constituídos por el intima-
do, por declarar haberlas avanzado en su totalidad"; m) 
que sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Aní-
bal Tejeda contra este fallo la Suprema Corte de Justicia 
dictó sentencia en fecha diecinueve de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, por medio del cual casó el fallo 
impugnado y envió el asunto a la Corte de Apelación de 
San Cristóbal; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia dicta-
da por la Corte de envío dice así: "Falla: Primero: Acoge 
las conclusiones de Luis Aníbal Tejeda, de calidades expre-
sadas, por ser justas y reposar en prueba legal, y, en con-
secuencia: a) declara regular en la forma el informativo 
testimonial realizado en fecha 12 de Enero de 1952 por an-
te el Magistrado Juez-Comisario Licenciado Federico N. 
Cuello López, designado por la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Ciundad Trujillo, en fecha 11 de 
Julio de 1951; b) revoca en todas sus partes la sentencia 
en defecto por falta de concluir el abogado de Luis Aníbal 
Tejeda, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, en materia civil, en fecha 11 de Diciembre de 
1950; e) rechaza las demandas acumuladas en reparación 
de daños y perjuicios y en validez de ofertas reales de pago, 
intentadas por el señor José Ginebra por actos notificados 
Por el ministerial Prebisterio de la Rosa Padilla, en fechas 
1 9 y 31 de Octubre de 1949; d) condena al señor José Gine-
bra al pago de la suma de (Trescientos Sesenta Pesos Oro), 
moneda de curso legal RD$360.00, más los intereses legales 
de esta suma a partir de la fecha de la demanda en justi-
cia: Segundo: Condena al señor José Ginebra al pago de 
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ordinal primero, las conclusiones del intimante, señor Lui s 
 Aníbal Tejeda, por improcedente e infundadas; Cuarto: al 
 consecuencia y acogiendo las conclusiones de la parte inti-

mada, confirma la sentencia apelada en todas sus parte, 
la cual fué dictada por la Cámara Civil y Comercial d el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en fecha Once de Diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta (1950) cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Rechaza, por improcedente e infundadas las conclu-
siones formuladas en audiencia por Luis Aníbal Tejeda, 
tendentes a que se declare frustratoria e irregularmente 
perseguida por José Ginebra la audiencia fijada para el 
conocimiento del fondo de las demandas acumuladas de 4ue 
se trata; Segundo: Pronuncia el defecto contra dicho Luis 
Aníbal Tejeda, por falta de concluir, en cuanto al fondo de 
esas demandas acumuladas; Tercero: Acoge, en casi su to-
talidad, las conclusiones presentadas en audiencia por José 
Ginebra, por ser justas y reposar en prueba legal ,y en con-
secuencia, a)— Rechaza, por improcedente e infundado el 
Recurso de Oposición interpuesto por Luis Aníbal Tejeda 
contra la sentencia dictada en defecto por este Tribunal en 
fecha primero del mes de febrero del presente año mil no-
vecientos cincuenta, en favor de José Ginebra, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito precedentemente, y la confirma en 
consecuencia, en todas sus partes;— b) Declara ,pura 
simplemente, válidas las ofertas reales de pago hechas al 
mencionado Luis Aníbal Tejeda por el dicho José Ginebra, 
al tenor del acto notificado en fecha 19 del mes de Octubrf , 

 del pasado año 1949 por el ministerial Presbiterio de la Ro-
sa Padilla, y Ordena que a falta de recibir Luis Aníbal T - 
jeda la suma objeto de dicho ofrecimiento, dicha suma si-- 
consignada en conformidad y para les fines legales corr , ' -- 
pondientes;— e) Condena al mencionado Luis Aníbal T , 

 jeda, parte que sucumbe, al pago de todas las costas caus-t -
das y por causarse en este proceso, distraídas en prov 
cho de los Licenciados César A. de Castro Guerra y Rafae- 

Ginebra Hernández, en sus calidades, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad";— Quinto: Condena a la 
parte intimante señor Luis Aníbal Tejeda al pago de las 
costas del procedimiento, declarándolas distraídas en pro-
vecho de los abogados Licenciados César A. de Castro Gue-
rra y Rafael Ginebra Hernández constituidos por el intima-
do, por declarar haberlas avanzado en su totalidad"; m) 
que sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Aní-
bal Tejeda contra este fallo la Suprema Corte de Justicia 
dictó sentencia en fecha diecinueve de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, por medio del cual casó el fallo 
impugnado y envió el asunto a la Corte de Apelación de 
San Cristóbal; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia dicta-
da por la Corte de envío dice así: "Falla: Primero: Acoge 
las conclusiones de Luis Aníbal Tejeda, de calidades expre-
sadas, por ser justas y reposar en prueba legal, y, en con-
secuencia: a) declara regular en la forma el informativo 
testimonial realizado en fecha 12 de Enero de 1952 por an-
te el Magistrado Juez-Comisario Licenciado Federico N. 
Cuello López, designado por la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Ciundad Trujillo, en fecha 11 de 
Julio de 1951; b) revoca en todas sus partes la sentencia 
en defecto por falta de concluir el abogado de Luis Aníbal 
Tejeda, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, en materia civil, en fecha 11 de Diciembre de 
1950; e) rechaza las demandas acumuladas en reparación 
de daños y perjuicios y en validez de ofertas reales de pago, 
intentadas por el señor José Ginebra por actos notificados 
Por el ministerial Prebisterio de la Rosa Padilla, en fechas 
1 9 y 31 de Octubre de 1949; d) condena al señor José Gine-
bra al pago de la suma de (Trescientos Sesenta Pesos Oro), 
moneda de curso legal RD$360.00, más los intereses legales 
de esta suma a partir de la fecha de la demanda en justi-
cia; Segundo: Condena al señor José Ginebra al pago de 
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las costas, distrayéndolas en provecho del Licenciado Jun o 
 A. Cuello, quien afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación: "1 -  Violación del artículo 1382 del Código ci-
vil; 2" Violación del artículo 1237 del mismo Código Civil; 
y 3" Violación del artículo 141 del Código de Procedimien. 
to Civil"; 

Considerando que por el primer medio de casación se 
alega,' en el fondo, que en el fallo impugnado se ha viola-
do el artículo 1382 del Código Civil, porque la Corte a qua 
no admitió que Tejeda cometió una falta, al practicar un em-
bargo retentivo por la suma de RD$1,360.00 a sabiendas de 
que Ginebra solamente adeudaba en ese momento 360.00 
ya que él había cobrado un poco antes en The Royal Bank 
of Canada, el cheque que por RD$1,000.00 había expedido 
en su favor Ginebra en pago parcial de la deuda; que dicha 
Corte también desconoció que esa falta le ocasionó al em-
bargado perjuicios morales y materiales que su autor está 
obligado a reparar, conforme a las disposiciones del referi-
do texto legal; 

Considerando que la Corte de envío para revocar el 
fallo apelado, y, consecuentemente rechazar la demanda 
en daños y perjuicios intentada por Ginebra contra Tejeda, 
se fundó correctamente en que el ejercicio de un derecho 
no da lugar a daños y perjuicios, a no ser que constituya 
un acto de malicia o de mala fé, o cuando le es imputable 
al titular del derecho una ligereza censurable o un error 
grosero equivalente al dolo; y estableció, en hecho, que la 
circunstancia de "haber pagado el citado Banco el mismo 
día del embargo, el veintisiete de septiembre, el cheque de 
RD$1,000.00 expedido por Ginebra a favor de Tejeda, no 
establece, por sí sola, que Tejeda tenia conocimiento del 
citado pago de RD$1,000.00" y que actuara "de mala fé, 
con propósito vejatorio, ni tampoco. . . con ligereza censu-
rable o con un errór equivalente al dolo"; y comprobó asi-

mismo que el cheque de RD$60.00 expedido por Ginebra en  
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favor de la Compañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por 
A 

.cu 
 , el único cheque presentado al Banco y no pagado a eón-

se  encia del embargo, según resulta de la instrucción de 
la causa, fué presentado al cobro a The Royal Bank of Ca-
nada después del diez de octubre, es decir, en una fecha pos-
terior a la en que ya se había reducido el embargo retenti-
vo a la suma de RD$360.00, indicada como el monto de 
intereses vencidos al treinta de junio de mil novecientos 
cuarenta y nueve; para decidir finalmente, que el hecho de 
los embargos originarios no ha podido causarle perjuicio 
moral ni material al deudor embargado; que, en tales con-
diciones, la Corte a qua hizo en su fallo una correcta inter-
pretación del mencionado artículo 1382 del Código Civil, 
por lo cual este medio de casación debe ser desestimado; 
- Considerando que por el segundo medio de casación se 
denuncia la violación del artículo 1257 del Código Civil por-
que en la sentencia impugnada se condena a Ginebra no 
sólo al pago de la suma de RD$360.00 que debía en intereses 
a Tejeda, sino también al pago de los intereses de dicha su-
ma, desconociéndose de este modo el valor de las ofertas 
reales que le hiciera Ginebra a Tejeda, por la suma de RD$ 
357.00; pero, 

Considerando que, de conformidad con el artículo 1258 
del Código Civil para que los ofrecimientos reales sean vá-
lidos deben hacerse por la totalidad de la suma exigible, de 
las rentas o intereses debidos, de las costas liquidadas, y de 
una suma para las costas no liquidadas, salvo la rectifica- 
ción; 

Considerando que, en la especie, es un hecho constante 
no discutido por las partes que Ginebra solamente hizo ofre-
cimiento pago a Tejeda por la suma de RD$360.00, des-
compuesta así: RD$360.00 por concepto de los intereses 
vencidos y no pagados, y RD$7.50 por concepto de gastos 
de la notificación del embargo; que esta suma era insufi-
ciente, puesto que el deudor estaba obligado a incluir en 
esos ofrecimientos reales de pago, además del valor de la 
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las costas, distrayéndolas en provecho del Licenciado Juli o 
 A. Cuello, quien afirma haberlas avanzado"; 
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vil; 2" Violación del articulo 1237 del mismo Código Civil ; 

 y 3<' Violación del artículo 141 del Código de Procedimien. 
to Civil"; 

Considerando que por el primer medio de casación se 
alega,' en el fondo, que en el fallo impugnado se ha viola-
do el artículo 1382 del Código Civil, porque la Corte a quj i, 
no admitió que Tejeda cometió una falta, al practicar un em-
bargo retentivo por la suma de RD$1,360.00 a sabiendas de 
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of Canada, el cheque que por RD$1,000.00 había expedido 
en su favor Ginebra en pago parcial de la deuda; que dicha 
Corte también desconoció que esa falta le ocasionó al em-
bargado perjuicios morales y materiales que su autor está 
obligado a reparar, conforme a las disposiciones del referi-
do texto legal; 

Considerando que la Corte de envío para revocar el 
fallo apelado, y, consecuentemente rechazar la demanda 
en daños y perjuicios intentada por Ginebra contra Tejeda, 
se fundó correctamente en que el ejercicio de un derecho 
no da lugar a daños y perjuicios, a no ser que constituya 
un acto de malicia o de mala fé, o cuando le es imputable 
al titular del derecho una ligereza censurable o un error 
grosero equivalente al dolo; y estableció, en hecho, que la 
circunstancia de "haber pagado el citado Banco el mismo 
día del embargo, el veintisiete de septiembre, el cheque de 
RD$1,000.00 expedido por Ginebra a favor de Tejeda, no 
establece, por sí sola, que Tejeda tenía conocimiento del 
citado pago de RD$1,000.00" y que actuara "de mala fé. 
con propósito vejatorio, ni tampoco . . . con ligereza censu-
rable o con un error equivalente al dolo"; y comprobó asi -
mismo que el cheque de RD$60.00 expedido por Ginebra en  

favor de la Compañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por 
A  , el único cheque presentado al Banco y no pagado a eón-
secu  encia del embargo, según resulta de la instrucción de 
la causa, fué presentado al cobro a The Royal Bank of Ca-
nada después del diez de octubre, es decir, en una fecha pos-
terior a la en que ya se había reducido el embargo retenti-
vo a la suma de RD$360.00, indicada como el monto de 
intereses vencidos al treinta de junio de mil novecientos 
cuarenta y nueve; para decidir finalmente, que el hecho de 
los embargos originarios no ha podido causarle perjuicio 
moral ni material al deudor embargado; que, en tales con-
diciones, la Corte a qua hizo en su fallo una correcta inter-
pretación del mencionado artículo 1382 del Código Civil, 
por lo cual este medio de casación debe ser desestimado; 
- Considerando que por el segundo medio de casación se 
denuncia la violación del artículo 1257 del Código Civil por-
que en la sentencia impugnada se condena a Ginebra no 
sólo al pago de la suma de RD$360.00 que debía en intereses 
a Tejeda, sino también al pago de los intereses de dicha su-
ma, desconociéndose de este modo el valor de las ofertas 
reales que le hiciera Ginebra a Tejeda, por la suma de RD$ 
357.00; pero, 

Considerando que, de conformidad con el artículo 1258 
del Código Civil para que los ofrecimientos reales sean vá-
lidos deben hacerse por la totalidad de la suma exigible, de 
las rentas o intereses debidos, de las costas liquidadas, y de 
una suma para las costas no liquidadas, salvo la rectifica-
ción; 

Considerando que, en la especie, es un hecho constante 
no discutido por las partes que Ginebra solamente hizo ofre-
cimiento pago a Tejeda por la suma de RD$360.00, des-
compuesta así: RD$360.00 por concepto de los intereses 
vencidos y no pagados, y RD$7.50 por concepto de gastos 
de la notificación del embargo; que esta suma era insufi-
ciente, puesto que el deudor estaba obligado a incluir en 
esos ofrecimientos reales de pago, además del valor de la 
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notificación del embargo, una suma en efectivo para l os 
 demás gastos del procedimiento, incluyendo honorarios de 

abogado, como consecuencia del asentimiento que ello im-
plicaba a la demanda en validez de embargo practicada por 
Tejeda; que, en consecuencia, la Corte a qua, al declarar 

 nulos, por esos motivos los ofrecimientos reales de que se 
trata, lejos de violar el artículo 1257 del Código Civil, hizo 
una correcta aplicación del artículo 1258 del mismo Código ; 

 que , por tanto, este otro medio debe ser desestimado; 
Considerando que por el último medio se afirma qu.? 

"en cuanto a los motivos contenidos en la sentencia recu-
rrida basta una simple lectura de la misma, para apreciar 
que las consecuencias deducidas o admitidas por la Corte 
a qua se encuentran en completo y franco desacuerdo coa 
los hechos que han dado por establecido"; 

Considerando que lo expuesto en el desarrollo de los 
medios que se acaban de examinar ponen de manifiesto que 
en la sentencia impugnada no existe desacuerdo alguno en-
tre los hechos comprobados y las consecuencias jurídicas 
derivadas por los jueces del fondo para la solución del liti-
gio; y que, además, dicha sentencia contiene motivos sufi-
cientes que justifican plenamente su dispositivo, por todo 
lo cual este medio debe ser, como los otros, igualmente des-
estimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Ginebra contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha trece de oc. 
tubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas, distrayéndolas en 
provecho del Lic. Julio A. Cuello, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Bera , 
 Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— Damián Báez B. 

Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Víctor 
Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dad ay firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

7 
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a qua se encuentran en completo y franco desacuerdo coa 
los hechos que han dado por establecido"; 

Considerando que lo expuesto en el desarrollo de los 
medios que se acaban de examinar ponen de manifiesto que 
en la sentencia impugnada no existe desacuerdo alguno en-
tre los hechos comprobados y las consecuencias jurídicas 
derivadas por los jueces del fondo para la solución del liti-
gio; y que, además, dicha sentencia contiene motivos sufi-
cientes que justifican plenamente su dispositivo, por todo 
lo cual este medio debe ser, como los otros, igualmente des-
estimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Ginebra contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha trece de oc 
tubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas, distrayéndolas en 
provecho del Lic. Julio A. Cuello, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.—
Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Víctor 
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La presente sentencia ha sido dad ay firmada por los 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
fu-macla, leída y publicada por mí, Secretario General, qur. 
certifica— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de  
fecha 10 de diciembre de 1954. 	 31,1 

Materia: Penal. 

Recurrente: Isidro Amado Frómeta Díaz hljo.— Abogado: Liz . 
 Quirico Elpidio Pérez.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 	

/111,1  
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro A. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Damián Báez B., 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez y Lic. Víctor Garrido, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día veintinueve del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria", años 
112' de la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidro 
Amado Frómeta Díaz hijo, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa 
N° 14 de la calle "Luis C. del Castillo", portador de la cé-

dula personal de identidad N9 4596, serie ira., renovada 
con sello hábil N° 2385, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diez de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "Falla: Primero: Pronuncia el defec -

to en contra de la nombrada Idalia Romero, por no haber 
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comparecido a la audiencia del día tres (3) de Diciembre 
de  mil novecientos cincuenta y cuatro (1954), para la cual 
fué  legalmente citada; Segundo: Declara regulares y váli-
dos , en cuanto a la forma, los recursos de apelación inter-
puestos por el Magistrado Procurador General de esta Cor- 

te Y Por  la parte civil constituídá, señora Felinda Buena-
ventura Mieses de Frómeta; Tercero: Revoca parcialmen-
te la sentencia contra la cual se apela, dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veintidós de 
octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispo-
sitivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y, 
obrando" por propia autoridad: a) declara recibible el apo-
apoderamiento de la vía penal hecho por la señora Felinda 
Buenaventura Mieses de Frómeta, con la querella presenta-
da por élla en fecha veintisiete de julio de mil novecientas 
cincuenta y cuatro, por ante el Magistrado Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en con-
tra de los señores Isidro Frómeta hijo é Idalia Romero, co-
mo autor y cómplice, respectivamente del delito de adulte-
rio, cometido por ellos en contra de la querellante, ya que 
con ello no se viola la regla electa una vía a pesar de haber 
la querellante citada, la señora Felinda Buenaventura Mie-
ses de Frómeta, amparado antes de su querella la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, con una demanda 
de divorcio contra su esposo Isidro Frómeta hijo, por cau-
sas entre las cuales estaba la del adulterio y reclamando a 
la vez, a título de daños y perjuicios la suma de Diez Mil 
Pesos Oro; b) declara recibibles también la acción pública 
y constitución en parte civil hecha en la fecha indicada 27 
de julio de 1954, por la señora Felinda Buenaventura Mie-
ses de Frómeta, en contra de Idalia Romero, por complici-
dad en el adulterio atribuído a Isidro Frómeta hijo en con-
tra de su esposa Felinda Buenaventura Mieses de Frómeta, 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
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República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jos. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados II. 
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cuenta y cinco, "Año del Benefactor de la Patria", años 
112' de la Independencia, 92' de la Restauración y 25' de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidro 
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sado, domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa 
N" 14 de la calle "Luis C. del Castillo", portador de la cé -
dula personal de identidad NQ 4596, serie ira., renovada 
con sello hábil N' 2385, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diez de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "Falla: Primero: Pronuncia el defec-
to en contra de la nombrada Idalia Romero, por no haber 
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n3parecido a la audiencia del día tres (3) de Diciembre 
de  mil novecientos cincuenta y cuatro (1954), para la cual 

fué legalmente citada; Segundo: Declara regulares y váli-
dos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación inter-
puestos por el Magistrado Procurador General de esta Cor-
te  y por la parte civil constituida, señora Felinda Buena-
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mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veintidós de 
octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dispo-
sitivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y, 
obrando por propia autoridad: a) declara recibible el apo-
apoderamiento de la vía penal hecho por la señora Felinda 
Buenaventura Mieses de Frómeta, con la querella presenta-
da por ella en fecha veintisiete de julio de mil novecientas 
cincuenta y cuatro, por ante el Magistrado Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en con-
tra de los señores Isidro Frómeta hijo é Idalia Romero, co-
mo autor y cómplice, respectivamente del delito de adulte-
rio, cometido por ellos en contra de la querellante, ya que 
con ello no se viola la regla electa una vía a pesar de haber 
la querellante citada, la señora Felinda Buenaventura Mie-
ses de Frómeta, amparado antes de su querella la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, con una demanda 
de divorcio contra su esposo Isidro Frómeta hijo, por cau-
sas entre las cuales estaba la del adulterio y reclamando a 
la vez, a título de daños y perjuicios la suma de Diez Mil 
Pesos Oro; b) declara recibibles también la acción pública 
y constitución en parte civil hecha en la fecha indicada 27 
de julio de 1954, por la señora Felinda Buenaventura Mie-
ses de Frómeta, en contra de Idalia Romero, por complici-
dad en el adulterio atribuído a Isidro Frómeta hijo en con-
tra de su esposa Felinda Buenaventura Mieses de Frómeta, 
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por• haberse decidido que la acción pública contra el pre ve. 
 nido Frómeta, como autor principal es recibible, y por ha . 

berse establecido que la señora Felinda Buenaventura Mj e, 
ses de Frómeta no había intentado, antes de la querella, 
la acción civil en contra de Idalia Romero, por ante el tribu. 
nal civil; Cuarto: Avoca, por aplicamiento pura y simple 

 del. artículo 215 del Código de Procedimiento Criminal, y de  
los principios que rigen la avocación en materia correccio, 
nal, el fonto tanto de la cuestión penal (delito de adulterio) 
o sea violación del art. 337 reformado del Cód. Penal, a car-
go de' Isidro Frómeta hijo, como autor principal é Idalia Ro-
mero, como cómplice, como de la acción civil intentada, ac-
cesoriamente a la acción pública, por la querellante, señora 
Felinda Buenaventura Mieses de Frómeta, en contra de la 
señora Idalia Romero, como cómplice; Quinto: Fija la au-
diencia pública de las nueve horas de la mañana del día 
Viernes que contaremos a Catorce (14) del mes de Enero 
de 1955, para el conocimiento del fondo de la avocación or-
denada por esta sentencia ordenándose las citaciones de 
lugar; Sexto: Confirma el ordinal primero de la sentencia 
contra la cual se apela,—solamente en cuanto declaró irre-
cible el apoderamiento del tribunal correccional (la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo) de la acción civil de la se-
ñora Felinda Buenaventura Mieses de Frómeta, en contra 
del señor Isidro Frómeta hijo, por haberse establecido que 
con anterioridad al apoderamiento del tribunal correccio-
nal (el día 27 de julio de 1954 había apoderado de la misma 
acción civil a la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo; 

14! Séptimo: Compensa las costas civiles de ambas instancias 
entre el señor Frómeta y la señora Mieses de Frómeil! ,-" 
una cuarta parte, y condena al señor Frómeta al pago de 
las otras tres cuartas partes, ordenando la distracción de 
éstas últimas en favor del Dr. J. Alberto Rincón J., y del 

Lic.  Rafael Richiez Acevedo, por declarar haberlas avan-
zado en su mayor parte; y Octavo: Reserva las costas en 
cuanto a la señora Idaila Romero se refiere"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., portador de la 
cédula personal de identidad N9 3726, serie ira., con sello 
hábil N' 2406, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticinco de 
febrero del corriente año, suscrito por el Lic. Quírico El-
pidio Pérez B., abogado del recurrente, en el cual se invo-
can los siguientes medios: "Primer medio de casación: Vio-
lación y desconocimiento del alcance de la máxima Una 
electa vía non datar recurssus ad alteram; falta de base le-
gal en'la sentencia recurrida, y violación del párrafo 5 del 
Art. 23 de la Ley Sobre Procedimiento, de Casación"; "Se-
gundo medio: Violación del Art. 130 del Código de Proce-
dimiento Civil, en la sentencia recurrida, y 141 del mismo 
Código"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

'' (Considerando que las sentencias en defecto pronuncia- 
das en última instancia no pueden ser impugnadas en ca- 
sación, mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún 
por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es con- 
tradictoria; que, por tanto, cuando como en la especie, hay 
Pruralidad de agentes y uno de los coprevenidos hace defec- 
to, el prevenido que ha sido juzgado contradictoriamente no 
11 , 1ede recurrir en casación sino después de vencido el plazo 

la oposición, y si este recurso es intentado s  el recurso de 
ción no es posible sino después que se estatuya sobre 
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la oposición; que en tales casos, es oobvio que, por aplica. 
ción del artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casa, 
ción, el plazo de la casación comenzará a correr respect o 

 de todas las partes a partir del vencimiento del plazo de la 
oposición, y cuando este recurso sea intentado, dicho plazo 
tendrá por punto de partida el día en que intervenga sen-
tencia sobre la oposición; 

Considerando que por el examen del fallo impugnado 
se advierte que respecto de la inculpada Idalia Romero, pre-
venida de complicidad en el delito de adulterio puesto a 
cargo del actual recurrente, el fallo impugnado fué dicta-
do en defecto por no haber comparecido a la audiencia ¡ija-
da para la vista de la causa; 

'Considerando que, por otra parte, la sentencia impug-
nada fué notificada a la prevenida Mafia Romero en fecha 
diez y siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, por acto del alguacil Manuel de Jesús Acevedo Pé-
rez, y el recurso de casación de que se trata fué intentado 
el día veinte del referido mes y año, esto es, antes de ven-
cerse el plazo de cinco días otorgado para la oposición por 
el artículo 186 del Código de Procedimiento Criminal; que, 
además, en el proceso consta que el día veintiuno de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro la prevenida 
Idalia Romero interpuso recurso de oposición contra la 
sentencia ahora impugnada en casación, la cual fué pro-
nunciada en defecto contra ella como se ha expresado ya; 

Considerando que, en tales condiciones, el presente re-
curso de casación es prematuro por haber sido interpuesto 
antes de que el fallo impugnado adquiriese carácter contra-
dictorio respecto de todas las partes en causa; 

Por tales motivos: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Isidro Amado Frómeta Díaz hijo 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, de fecha diez de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo se c'pia en otro lugar del 
presente fallo, y condena al recurrente al pago de las costas- 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
_Pedro R. Batista C.— Juan A. Morel.— Damián Báez B. 
—Carlos Sánchez y Sánchez.— Víctor Garrido.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1955 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. sie 
 Sánchez Ramírez, de fecha 17 de noviembre de 1954. 

Materia: Penal.— 

Recurrente: Alfonso Ventura.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Pedro R. Batista C., Segundo 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Damián Báez B., 
Manuel A. Amiama, doctor Carlos Sánchez y Sánchez y 
Lic. Víctor Garrido, asistido del Secretario General, en la 
sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo ,hoy día veintinueve del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y cinco, "Año del Bene-
factor de la Patria", años 112' de la Indepetidencia, 92' de 
la Restauración y 25' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfonso 
Ventura, dominicano, mayor de edad, soltero, tablajero, 
domiciliado y residente en la población de Cevicos, de la 
Común del mismo nombre, portador de la cédula personal 
de identidad N9 1666, serie 67, renovada con sello de Ren-
tas Internas N9 369215, para el año 1954, contra sentencia 
pronunciada en grado de apelación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez 
en fecha diecisiete de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia más adelante, 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

retaría del Juzgado a quo en fecha diecisiete de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y cuatro a requeri-
miento del recurrente en la cual no se expone ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 26, inciso 11, de la Ley de Po-
licia, y 1 y 65 de 1 aLey sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la. sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
"que en fecha diecisiete de octubre del año mil novecientos 
cincuenta y cuatro, el Jefe de Puesto de la Policía Nacio-
nal en Cevicos, sometió por ante el Juzgado de Paz de la 
Común al nombrado Alfonso Ventura, por escándalo"; b) 
"que en fecha diecinueve del mismo mes y año dicho Juzga-
do de Paz conoció del caso, y lo resolvió por su sentencia 
de esa misma fecha cuyo dispositivo textualmente copiado 
dice así: "Falla: Primero: que debe condenar y condena 
al nombrado Alfonso Ventura, de generales anotadas, á pa-
gar una multa de cinco pesos (RD$5.00) oro y a sufrir cin-
co (5) días de prisión y al pago de las costas, por ser multi-
reincidente (sic) en esta violación, ya que solo hace siete 
(7) días se le aplicó la reincidencia en este mismo delito 
(sic); y Segundo: que debe condenar y condena a los ñom-
brados María Inés Hernández y Joaquín Marmolejos,' am-
bos de generales anotadas, a pagar una multa de dos pesos 
(RD$2.00) oro cada uno y todos al pago de las costas, por 
el hecho de escandalizar en la vía pública"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
Puesto por Alfonso Ventura, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez apoderado 
de dicho recurso lo resolvió por su sentencia de fecha die- 
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cisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice a si : 

 "Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara, bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por el nombrad o 

 Alfonso Ventura en cuanto a la forma, por haberlo hecho 
 en tiempo hábil; Segundo: Confirmar, como al efecto con-

firma, la sentencia del Juzgado de Paz de la Común de Ce-
vicos, de fecha diecinueve del mes de octubre del año mil 
novecientos cincuenta y cuatro, que lo condenó a sufrir la 
pena de cinco días de prisión correccional (sic) y al pago 
de una multa de cinco pesos oro (RD$5.00) y además al pa. 
go de las costas; Tercero: Condenar, como al efecto conde-
na, al nombrado Alfonso Ventura al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucción de la causa, que 
en fecha diecisiete de octubre de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, el Jefe de Puesto de la Policía Nacional en la Po-
blación de Cevicos sometió por ante el Juzgado de Paz de 
aquella Común al nombrado Alfonso Ventura por haber 
sido sorprendido escandalizando en la vía pública, según el 
acta levantada por un agente de dicha Policía, y que varias 
veces en el curso de ese mismo año el mencionado Juzgado 
de Paz por diversas sentencias había condenado a dicho 
prevenido por el mismo hecho y que en el desenvolvimien-
to de la causa quedó evidenciada la culpabilidad del preve-
nido; 

Considerando que en los hechos y circunstancias sobe-
ranamente comprobados y admitidos por el Tribunal a quo,  
sin incurrir en desnaturalización alguna, se encuentra ca -
racterizado la infracción prevista y sancionada por el ar-
ticulo 26, inciso 11, de la Ley de Policía, puesta a cargo de 
Alfonso Ventura, o sea, el hecho de escandalizar en la vía 
pública, en lugares públicos, o donde tenga accso el público , 

 que dicho texto legal castiga con multa de uno a cinco r .  

sos  y con prisión de uno a cinco días, o con una de estas pe-

nas solamente; que, por tanto, al serle confirmada en todas 
SUS partes la sentencia que impuso a dicho prevenido la 
pena de cinco días de prisión y de cinco pesos de multa, el 
Tribunal a quo hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alfonso Ventura contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Sánchez Ramírez pronunciada en grado de apelación en fe-
cha diecisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco Elpidio Beras.— 
Pedro R. Batista C.— Juan A. Moret.— Damián Báez B.—
Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Víc-
tor Garrido.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado, y fué 
firmada, leída leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica.— (Fdo.) Ernesto Curicl hijo.   
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